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PRÓLOGO 

PRÓLOGO 

 

La Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, CPEUM, señala específicamente los 

Derechos Humanos que el Estado garantiza a todo 

individuo, lo que representa un ideal magnífico y de 

dificultosa consecución. Precisamente ése, es el 

umbral de las Finanzas Públicas en el medio social, 

haciéndose evidente en diversas manifestaciones y 

variados orígenes. 

Dos de esos fundamentos están ubicados en la Ley de 

Ingresos de la Federación, LIF, y su correspondiente 

Presupuesto de Egresos, PEF. Ambos, documentos 

legales de observancia obligatoria, generados por un 

proceso normativo realizado por representantes de los 

Poderes Legislativo y Ejecutivo, que simbolizarán, a no 

dudarlo, el primordial instrumento hacendario de los 

tres niveles de gobierno que nuestro Federalismo 

reconoce. 
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Los dos, en conjunción con otros instrumentos 

descriptivos, con bases ciertas y expectativas 

respaldadas que fija la Ley Federal de Presupuesto y 

Responsabilidad Hacendaria, serán durante el año 

fiscal respectivo, el referente definido d e todas las 

partidas presupuestales, entre otras, de las llamadas 

Transferencias, cuyo destino serán las 32 Entidades 

federativas y sus 2440 Municipios sumados a las 16 

Delegaciones del D.F. 

De las Transferencias referidas, la presente 

investigación realiz ada por la Dra. Cuevas Padilla 

refiere las dos más importantes: las Participaciones y 

las Aportaciones, enfatizando su análisis en una de 

estas últimas, a su vez integrante del conocido Ramo 

33 cuyo carácter es eminentemente redistributivo: el 

Fondo para la Infraestructura Social Municipal y de las 

Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, 

FISMDF. 

El FISMDF tiene como premisa, de indudable mérito, 

pretender atenuar el rezago, pobreza e iniquidad que 

ancestral y vergonzantemente han caracterizado a l os 

núcleos sociales más numerosos; por lo mismo, sus 

resultados y consecuencias debieran ser sin discusión, 

equivalentes a sus cualidades, objetivos y metas.  

Los importes destinados al FISMDF desde 1998, año de 

su creación, han ido en aumento en cada PEF, pero en 

forma por demás absurda, las carencias y el número de 

los mayormente marginados presentan incrementos 
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que inducen a profundizar en el tema, tal y como se 

confirma y hace evidente el trabajo publicado por el 

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 

Desarrollo Social, Coneval, en su Informe de Evaluación 

de la Política de Desarrollo Social en México, 2011; 

situación que ratifica el Informe sobre Desarrollo 

Humano, México, 2011, del Programa de las Naciones 

Unidas para el Desarrollo. 

En consecuencia, los servidores públicos, garantes del 

uso legal e inversión adecuada de los recursos 

federales, escasos de por sí, frente a la postergada 

atención y necesidades sociales crecientes, tienen la 

imperiosa necesidad de cumplir con los propósitos, 

objeti vos, metas y reglas de operación que el FISMDF 

conlleva, rendir cuentas oportunamente y corroborar el 

acatamiento de los principios y criterios que al 

ejercicio del gasto público le señala la CPEUM para 

garantizar los Derechos Humanos. 

 

René Mariani Ochoa  
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INTRODUCCIÓN 

INTRODUCCIÓN 
 

La Política Nacional de Desarrollo Social en México 

dispone que se incluya la vertiente de superación de la 

pobreza a través de acciones en materia de 

infraestructura social básica, siendo los municipios los 

ejecutores fundamentales de los fondos y programas 

federales instrumentados con ese propósito. Se 

establece, además, que la distribución  de dichos 

recursos debe realizarse bajo criterios de equidad.  

El tema esencial es el Fondo para la Infraestructura 

Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales 

del Distrito Federal (FISMDF) como instrumento de 

política presupuestaria contra el re zago social. Éste 

constituye una de las aportaciones incluidas en el 

Ramo presupuestal 33, que la Federación transfiere a 

las entidades federativas y municipios para contribuir a 

la disminución de la pobreza extrema de las 
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comunidades con indicadores de mayor carencia social. 

La Ley de Coordinación Fiscal establece que la 

asignación de los recursos del Fondo debe enfatizar el 

carácter redistributivo de estas aportaciones.  

El Grado de Rezago Social (GRS) es una escala 

construida por el Consejo Nacional de Evaluación de la 

Política de Desarrollo Social (Coneval) que resume 

indicadores de carencias sociales relativos a educación, 

salud, servicios básicos y espacios en la vivienda. Esta 

escala, que va desde el grado de rezago social muy alto 

hasta el muy bajo, s intetiza datos que pueden 

utilizarse en el diagnóstico y la evaluación de la 

política nacional de desarrollo social. A través del GRS 

puede reconocerse a las entidades federativas, 

municipios o localidades que muestren menor o mayor 

rezago social, para acceder entonces a un análisis de la 

medición de la pobreza bajo el enfoque de los 

derechos sociales. 

La evidencia empírica ha revelado que, aun cuando los 

montos del FISMDF en general se incrementan, el GRS 

de las comunidades con mayores carencias no ha 

disminuido como se esperaría. Se plantean entonces 

interrogantes como ¿por qué el FISMDF no ha 

contribuido a disminuir el rezago social, si es 

precisamente para lo que se creó como instrumento de 

política presupuestaria? o ¿qué tipo de relación ha 

prevalecido entre la distribución del FISMDF hacia las 

localidades de cada municipio y sus indicadores de 
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rezago social? Después de analizar la estructura de las 

aportaciones federales en México y sustentar el 

propósito del FISMDF como instrumento contra el 

rezago social, será menester identificar las pautas 

consideradas para el reparto intramunicipal del Fondo 

y obtener conclusiones sobre los criterios de equidad a 

los que debiera ceñirse su distribución.  

La relevancia del ejercicio del gasto público, de 

acuerdo a lo dispuesto en el Presupuesto de Egresos de 

la Federación y lo ordenado particularmente para los 

recursos del FISMDF dan sentido a esta sentencia: el 

FISMDF no ha alcanzado su propósito de beneficiar 

directamente a la población con indicadores de mayor 

carencia social debido a que, cuando se desagrega al 

interior de los municipios, sus recursos no se invierten 

prioritariamente en las localidades con alto y muy alto 

grado de rezago social, alejándose así de su carácter 

redistributivo determinado en la Ley de C oordinación 

Fiscal. 

En este trabajo se ha tomado como referente el 

indicador de rezago social determinado por el Coneval 

bajo el enfoque de los derechos sociales de la medición 

de la pobreza. A lo largo del texto se reseñan algunos 

trabajos en los que se ha abordado el tema del FISM; 

en la mayoría de ellos el alcance del análisis cubre 

hasta el nivel estatal o municipal, y su finalidad es 

identificar cuáles rubros de infraestructura obtuvieron 

los mayores o menores montos. Se considera que la 
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originalidad d e este estudio radica en el análisis de la 

relación entre el FISMDF como instrumento de política 

presupuestaria con carácter redistributivo y el 

indicador de rezago social que debe orientar su 

inversión, así como el grado de desagregación 

trabajado hasta e l nivel de localidades.  

El documento se compone de tres capítulos. En el 

primero de ellos se abordan la teoría y los conceptos 

que tratan sobre el federalismo fiscal; la 

descentralización del gasto público; la eficiencia y la 

equidad; y las transferencias gubernamentales, 

particularmente las condicionadas.  

El segundo capítulo integra el tema de las 

transferencias, concretamente en México. De manera 

particular se describen las aportaciones federales 

dentro del marco del gasto público federalizado y del 

Presupuesto de Egresos de la Federación. 

El tercer capítulo discurre sobre el FISMDF como un 

instrumento contra el rezago social. Se inicia 

atendiendo el tema de los municipios en el país, para 

continuar con el marco legal y características propias 

del Fondo; con propósito ilustrativo, se hace referencia 

también a ciertos ordenamientos locales de la entidad 

veracruzana. El capítulo termina ofreciendo 

información sobre los indicadores de rezago social 

determinados por el Coneval, específicamente el GRS. 
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El trabaj o finaliza con las conclusiones sobre la 

inversión de los recursos del FISMDF en relación a su 

carácter redistributivo y los criterios de equidad 

prescritos en la legislación. Se ofrecen consideraciones 

con la perspectiva de procurar mayores beneficios par a 

la población con altos niveles de rezago social.  
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CAPÍTULO  1

 

1. TEORÍA Y CONCEPTOS EN EL CONTEXTO DE LAS 
FINANZAS PÚBLICAS 

Actualmente, el Estado desempeña un rol esencial con 

nuevas competencias en el suministro de satisfactores 

sociales, particularmente en lo que se refiere a la 

distribución de los recursos públicos enfocados al 

bienestar colectivo. La asignación presupuestal de los 

fondos federales es, sin duda, un tema de finanzas 

públicas; en este sentido, la temática del federalismo 

fiscal y la descentralización del gasto público proponen 

sistemas de transferencias que propicien la 

disminución de las brechas de desigualdad regional, de 

manera que la asignación de recursos hacia la 

población con mayor rezago tenga un efecto de 

nivelación. Con esta perspectiva social, en el presente 

capítulo se abordan los temas relativos a las funciones 

económicas del sector público y el suministro de los 

bienes públicos locales, el gasto federalizado y el 

bienestar social, la corrección del desequilibrio fiscal y 

los diferentes tipos de transferencias gubernamentales.  
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1.1. Las finanzas públicas bajo un enfoque social  

La evolución en el estudio de las finanzas públicas no 

concierne únicamente a la innovación en  sus procesos 

técnicos, sino a su concepción misma y los fines que le 

asigna el Estado, de manera que los cambios en la 

orientación de aquéllas, es la consecuencia y reflejo de 

la evolución del propio Estado.  

La actividad estatal estuvo limitada al mínimo de 

funciones y se le reconocían originalmente las 

atribuciones de policía, de justicia, de armada y de 

diplomacia (òEstado gendarmeó), reserv§ndosele todas 

las demás actividades al sector privado. Para la escuela 

de la economía clásica -y hasta ya avanzado el siglo 

XIX- el papel del Estado destacaba por sus acciones 

como la defensa de la sociedad, la procuración de 

justicia y ciertas tareas públicas como  la instrucción de 

la población1.  Poco a poco se transitó a una tendencia 

intervencionista en donde el Es tado también delimita 

la actividad privada, crea servicios públicos y 

estructura a la sociedad con un ideal de justicia 

(òEstado proveedoró). Es dentro de ese Estado 

moderno en donde las finanzas públicas se conciben 

mucho más allá de ser únicamente el med io para cubrir 

los gastos administrativos del gobierno. Bajo un 

enfoque socializante, no sólo interesa el equilibrio 

presupuestal sino más bien el equilibrio social. Las 

                                                 
1 Vitalia López y Esther Borja, Clásicos en el origen de la economía 
pública  (Xalapa: IETEC-Arana editores, 2010). 
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finanzas públicas son el canal por el que el Estado 

interviene en la vida de los ciudadanos conduciéndolos 

en función de la justicia social a partir de la 

satisfacción de sus necesidades colectivas2.  

Citando a Gaudemet, las finanzas públicas tienen por 

objeto de estudio las reglas y operaciones relativas a 

los fondos públicos 3 . Se consideran no sólo las 

operaciones financieras y la recolección de datos 

contables o estadísticos, sino más bien la búsqueda de 

relaciones válidas y precisas entre las variables que 

intervienen en los fenómenos financieros.  

Un aspecto primordial de las fin anzas públicas es su 

carácter eminentemente social, ya que los recursos 

que el Estado ingresa y gasta son el medio por el que 

alcanzan su propósito, que es el bienestar colectivo 4. 

òLas finanzas p¼blicas deben ayudar a proveer bienes 

públicos y propiciar e quidadó5 . Con una perspectiva 

multidisciplinaria y puntos de convergencia o carrefour 

con otras áreas del conocimiento, las finanzas públicas 

asumen el carácter de ciencia social.  

                                                 
2 Maurice Duverger, Finances publiques, 11e edition (Paris: Presses 
Universitaires de France, 1988). 
3 Paul Gaudemet et Joël Molinier, Finances publiques, Tome 1, 7e 
edition (Paris: Montchrestien, 1996).  
4  Hilario Barcelata, Fundamentos de Finanzas Públicas (México: 
Centro de Investigación y Análisis Económico, 2011). 
5 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Las nuevas 
finanzas públicas. Respondiendo a los desafíos mundiales (New 
York: Oxford University Press, 2006) 9.  
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1.2. Federalismo fiscal  

En un sistema federado, la nación se fracciona en 

entidades de menor tamaño e independientes entre sí, 

a fin de responder a necesidades políticas, económicas 

y sociales específicas, de manera más inmediata, a 

costos menores y con mayor conocimiento e interés, 

sin que esta independencia recíproca debilite la  

fortaleza y unidad nacional, en virtud de que la 

federación se sostiene sobre un eje central y común6.  

Bajo una perspectiva genérica en la que podría caber 

cualquier país federal, se establecen tres niveles de 

gobierno: el federal o central, comprendiendo  éste a la 

totalidad de la nación; el estatal o regional, que se 

refiere a los diferentes territorios en que se divide el 

país; y el municipal o local, que son las 

circunscripciones menores (normalmente municipios) 

en que se fracciona cada estado o entidad  federativa.  

En la actualidad, no existe un único criterio para poder 

calificar a un país como federal; más bien se asume un 

conjunto de elementos para considerarlo de esa 

manera: òque exista una forma institucionalizada, real 

y efectiva de distribución ve rtical de poder; que haya 

garantías para su ejercicio; y que se asignen de forma 

                                                 
6 José Gamas, El federalismo mexicano (México: Sepsetentas, 1975). 
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efectiva las competencias y responsabilidades a cada 

nivel de gobierno, entre otrosó7. 

Las principales cualidades de un régimen federal están 

relacionadas con su división terr itorial, la participación 

de las entidades en las decisiones del ámbito federal, 

así como los derechos, competencias y obligaciones 

entre los órdenes de gobierno señalados en su 

constitución. 8  De ella se desprenden dos tipos de 

órdenes jurídicos: el de la federación y el de cada uno 

de los estados o entidades que la conforman; ambos se 

reservan un área de competencia dentro de la cual 

actúan con autonomía. En la búsqueda de una 

adecuada determinación de las funciones entre los 

distintos órdenes de gobierno,  así como del mejor uso 

de los instrumentos fiscales incluyendo un diseño 

eficaz en el sistema de transferencias 

intergubernamentales, la eficiencia y la equidad 

surgen como temas centrales en la def inición del 

federalismo fiscal9.   

Estudiar los sistemas federales en lo competente a las 

finanzas públicas deriva entonces en este concepto de 

federalismo fiscal, cuyo objeto principal de estudio es 

                                                 
7 Antonio Giménez, Federalismo fiscal. Teoría y práctica, 2ª edición 
(Valencia: Tirant lo Blanch, 2003) 19. 
8 René Mariani, El gasto público y su normatividad. Propuestas para 
su eficiencia (México: Plaza y Valdés, 2012). 
9 Esther Borja, ñCondicionantes hist·rico-políticos del federalismo 
fiscalò, Estado, Econom²a y Hacienda P¼blica, N¼m. 7 (Xalapa: 
Universidad Veracruzana, 2004) 103-109. 
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el ejercicio o intervención del sector público en 

naciones con varios niveles de gobierno. El federalismo 

fiscal se refiere a la división de las responsabilidades 

entre los diferentes niveles de gobierno, respec to de 

los ingresos y los gastos 10 . A partir de este 

planteamiento, surge la interrogante del por qué 

debería existir más de un nivel gube rnamental, lo cual 

sólo se justifica si con ello se consiguen propósitos que 

con un solo orden de gobierno no se lograrían. 

Para justificar la intervención gubernamental se afirma 

que si existen fallas del mercado, entonces el gobierno 

participa en la econ omía para incrementar la eficiencia 

y favorecer la equidad. El argumento para validar la 

existencia de diferentes niveles u órdenes de gobierno 

es que los objetivos de eficiencia y equidad se logran 

mejor bajo una combinac ión de gobierno central y 

local11. Los diferentes niveles de gobierno se conectan 

al compartir responsabilidades fiscales y realizar 

transferencias de recursos entre ellos.  

Las decisiones de gasto que se toman a nivel central 

son aquellas referentes a los bienes públicos que 

impactan de manera general; un claro ejemplo es el 

caso de los gastos para defensa nacional, cuyo 

propósito sirve a la totalidad del territorio de un país. 

Existen otros bienes públicos, llamados locales, en  

                                                 
10 Jean Hindriks and Gareth Myles, Intermediate Public Economics  
(USA: The MIT Press, 2006). 
11 Hindriks and Myles, Intermediate Public Economics . 
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virtud de que su beneficio recae únicamente sobre 

residentes de un área geográfica determinada; para 

este tipo de bienes se considera más adecuado que las 

decisiones de gasto sean tomadas a un nivel más 

cercano a la comunidad beneficiada, de lo que lo es el 

gobierno central.  

Por su parte, las decisiones de gasto a un nivel local 

requerirían un financiamiento dentro del mismo nivel 

de gobierno, lo cual resulta prácticamente imposible 

en virtud de que la mayoría de los gobiernos regionales 

o locales no ingresan una cantidad de recursos 

suficiente para proveer a su territ orio con los bienes 

públicos demandados; en todo caso, esta situación 

deberá ser resarcida por parte del gobierno central. 

Surge entonces una política fiscal de ingresos y de 

gasto de gobierno dirigida a uniformar tales 

circunstancias, y de ella se deriva la descentralización 

del gasto público, asunto que se abordará 

posteriormente para concretarlo después en el tema 

de las transferencias entre los diferentes órdenes de 

gobierno. 

 

1.2.1. Las funciones económicas del sector público  

En materia de federalismo fiscal, Musgrave y Musgrave 

definen tres funciones económicas de la acción 

gubernamental: la función asignativa o de provisión de 

bienes, la de distribución o redistributiva, y la de 
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estabilización (de la economía) 12. Estos tres tipos de 

actividad encuentra n su expresión en medidas 

presupuestarias de ingreso y gasto. 

La función de asignación se refiere a la provisión de 

bienes públicos bajo el criterio de eficiencia. La 

función de asignación está relacionada con el hecho de 

que los bienes públicos no pueden proveerse mediante 

un sistema de mercado, tal como ocurre con los bienes 

privados a través de transacciones entre productores y 

consumidores. La razón es que los beneficios 

producidos por cada bien o servicio no se limitan a un 

solo consumidor, de manera que no existe rivalidad; es 

decir, la utilización por parte de una persona no 

reduce los privilegios de ese bien, sino que continúan 

disponibles para los demás. Otro atributo que aplica en 

el mercado privado, más no en el de los bienes 

públicos, es el de la  exclusión, de manera que los 

beneficios derivados de los bienes públicos no se 

transforman en derechos de propiedad con 

exclusividad. Ambas características -rivalidad y 

exclusión- se retomarán párrafos adelante.  

 El problema en los bienes públicos se presenta, por lo 

tanto, cuando los privilegios están disponibles para 

todos los consumidores, en especial cuando hay 

muchos de ellos, ya que ninguno querrá realizar pagos 

voluntarios por recibir tales beneficios del p roveedor.  

                                                 
12 Richard Musgrave y Peggy Musgrave, Hacienda pública. Teórica y 
aplicada , 5ª edición (México: McGraw -Hill, 1997).  
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Al romperse la relación natural de compra -venta entre 

productor y consumidor, el gobierno tiene que 

avocarse a la provisión de este tipo de bienes mediante 

partidas presupuestarias. La dificultad se evidencia al 

momento de determinar el tipo y la  cantidad de estos 

bienes o servicios que el gobierno debe proveer, y 

cuánto pedir en pago a cada consumidor por el valor 

que éste otorga al beneficio que está recibiendo.  

Aun cuando los bienes públicos se encuentran a 

disposición de todos los ciudadanos, el provecho que 

confieren puede estar limitado geográfica o 

espacialmente, de manera que habrá bienes o servicios 

que atañen a toda la nación y deberán ser provistos por 

el gobierno central, y habrá también los de cobertura 

local cuya provisión vendrá de l os gobiernos estatales o 

municipales. Es aquí donde se conecta esta acción 

gubernamental con el tema del federalismo fiscal y la 

descentralización del gasto público.  

La función de distribución consiste precisamente en la 

redistribución del ingreso nacional  para alcanzar 

objetivos de justicia social. Si bien la función 

asignativa se basa en la premisa del uso eficiente de 

los recursos, también es verdad que dicha acción en 

ocasiones no corresponde a lo que la sociedad o una 

determinada comunidad pueden considerar como justo 

o equitativo, por lo que el gobierno se ve en la 

necesidad de diseñar acciones con un carácter 

redistributivo del ingreso.  



 

Ana María Cuevas Padilla 
 

 

 

 

18 

Los asuntos relacionados con una distribución justa 

incluyen cierta dosis de subjetividad y juicios de valor 

que dif icultan la toma de decisiones, sin embargo, 

éstos siguen siendo un tema preponderante de política 

p¼blica. òLa pauta de distribuci·n que resulta de la 

pauta existente de dotación de factores y de su venta 

en el mercado no es, necesariamente, una que la 

sociedad considere justa. Puede que sean precisos 

ajustes en la distribución, y las políticas de impuestos 

y transferencias ofrecen un medio efectivo de 

instrumentarlos, dando origen a una función de 

distribución  en la pol²tica presupuestariaó13 que pueda 

beneficiar especialmente a la población con bajos 

ingresos, lo cual da origen a la existencia de relaciones 

fiscales intergubernamentales respecto de programas 

sociales. En este sentido, King precisa la importancia 

de que exista una sola política nacional de d istribución 

del ingreso que permita a las autoridades de niveles 

inferiores participar en cierto grado -dentro de sus 

jurisdicciones - de los programas sociales 

descentralizados, respecto de la forma  de distribución 

de los mismos14.  

La función de estabilizac ión tiene un impacto de tipo 

macroeconómico pues considera objetivos respecto a 

                                                 
13 Musgrave y Musgrave, Hacienda pública , 17. 
14  David King, ñFiscal Tiers: The Economics of Mulit-level 
Governmentò, Allen and Unwin, London, 1984, en Enrique Rabell, 
Federalismo Fiscal en México (Querétaro: Concyteq y Universidad 
Autónoma de Querétaro, 2010). 
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un adecuado nivel de empleo, estabilidad en los 

precios, equilibrio en la balanza comercial y un 

aceptable crecimiento económico del país. Los 

instrumentos de que dispone el gobierno central para 

manejar estos complejos aspectos incluyen tanto la 

política monetaria como la fiscal.  

A diferencia de la función asignativa sobre los bienes 

públicos -que suele delimitarse geográficamente -, las 

funciones de redistribución y estabilizac ión son 

normalmente suscritas como una responsabilidad 

central, es decir, del gobierno federal.  

La teoría del federalismo fiscal expone las bases para 

sustentar decisiones sobre ingreso y gasto, y sobre todo, 

la manera como debe organizarse el sector públi co: sus 

funciones, cuántos niveles de gobierno instaurar, así 

como la forma de repartir las competencias entre 

dichos niveles15. La descentralización estará justificada 

en la medida en que la división del poder de decisión 

entre el gobierno central, los reg ionales y locales 

permita alcanzar los objetivos de eficiencia y equidad, 

asunto que está íntimamente unido al tema de los 

bienes públicos locales. 

 

                                                 
15  Wallace Oates, ñAn Essay on Fiscal Federalismò Journal of 
Economic Literature , Vol. 37, No. 3, 1120-1149 (USA: American 
Economic Association, septiembre de 1999). 
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1.2.2. El suministro de los bienes públicos locales  

La política fiscal incluye decisiones sobre ingresos y 

gasto públicos por parte de los diversos ámbitos o 

niveles de gobierno, también llamados jurisdicciones. 

Estas decisiones se relacionan con la provisión de 

bienes y servicios públicos y se pueden ejecutar en un 

nivel más centralizado, mientras que otras ti enden a 

descentralizarse mediante acuerdos fiscales, en el 

contexto de una federación.  

Los bienes públicos se caracterizan porque una vez que 

se ha producido determinada cantidad de un bien o 

servicio, ésta puede consumirse simultáneamente por 

todos los individuos beneficiados. A esta cualidad se le 

conoce como òno rivalidad en el consumoó. En esencia, 

dicha propiedad se refiere a que el consumo de ese 

bien, por parte de una persona, no disminuye la 

cantidad disponible para la población restante 16.  

Como se expuso al hablar de la función de asignación, 

la no rivalidad en el consumo pone de manifiesto una 

clara diferencia entre los bienes públicos y los privados. 

El consumo de estos últimos es totalmente rival pues la 

unidad que utiliza un determinado individuo  no podrá 

ser usada por otra persona. Al contrario, cuando se 

trata de bienes públicos, se supone que todos los 

                                                 
16 Emilio Albi, José González-Páramo e Ignacio Zubiri, Economía 
Pública I , 3ª edición (España: Planeta, 2010). 
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individuos pueden consumir simultáneamente la misma 

unidad de ese bien o servicio.  

En la práctica, la no rivalidad estricta resulta ser un 

caso extremo pues ocurre que, aun tratándose de 

bienes públicos, el consumo de una unidad por una 

persona, en realidad sí disminuye la cantidad 

disponible para el resto de los individuos, aunque en 

menor proporción a la unidad. A los bienes públicos 

cuyo consumo es parcialmente rival se les conoce como 

bienes públicos impuros, que en realidad son los más 

comunes, y se encuentran en el medio entre los bienes 

públicos puros y los bienes privados. 

Existe también otra clasificación para los bienes: los 

excluibles y los no excluibles. En el primer caso, se 

puede excluir del consumo de un determinado bien a 

quien no pague por él, mientras que en el segundo caso, 

es prácticamente imposible impedir que consuma el 

bien quien no lo pague. La diferencia entre bienes 

excluib les y no excluibles determina si su provisión 

será por parte del mercado o del gobierno. La provisión 

privada sólo podrá realizarse cuando los bienes y 

servicios sean excluibles, estableciéndose entonces una 

relación de demanda y oferta; por otro lado, cua ndo 

un bien público es no excluible, no se puede controlar 
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el consumo de quien no pague por él, de manera que la 

provisión estará a cargo del gobierno17.  

Las características de no rivalidad en el consumo y de 

no exclusión traen como consecuencia al problema  del 

polizón ( free rider ), lo que significa que cuando los 

ciudadanos de un determinado territorio son 

beneficiados con un bien o servicio público, no se 

muestran interesados en pagarlo de forma voluntaria 18.  

La delimitación espacial del beneficio recibido es 

fundamental; por ejemplo, la defensa nacional, cuya 

cobertura aplica para todo el territorio del país, será 

provista por el gobierno central; el servicio de 

alumbrado, cuya incidencia es eminentemente de 

carácter local, se proveerá desde ese mismo nivel ; o el 

de las carreteras, que favorecen a un grupo mayor de 

personas, por lo que pueden ser provistas a escala 

regional. Una solución eficiente supone que los 

beneficiarios estén reunidos dentro de la misma área 

de incidencia del beneficio, sin embargo, al  abordar el 

tema de regiones de beneficio y de comunidad fiscal 

óptima, aparece una serie de conflictos.  

                                                 
17 El contenido de este texto se basa en el supuesto de que todos los 
bienes y servicios provistos por el gobierno son bienes públicos 
puros, o sea, que su consumo es no rival y no excluyente; el trabajo se 
fundamenta en la existencia de un sistema multinivel de gobierno 
capaz de proveer los servicios públicos necesarios para los habitantes 
de sus respectivas jurisdicciones. 
18 López y Borja, Clásicos en el origen de la economía pública, 41. 
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Estas dificultades encierran hechos como el que, aún 

dentro de unidades fiscales locales, existan personas 

con gustos y percepciones diferentes de las 

necesidades, entre sí. También se debe reconocer que, 

en realidad, el beneficio de un servicio público no 

siempre se limita al espacio particular de la 

jurisdicción que lo provee, dando lugar al problema de 

las externalidades.  

Según lo refieren Hindriks y Myles19, es posible conocer 

las preferencias de los consumidores a través de su 

òvoto con los piesó o lo que com¼nmente se conoce 

como la hipótesis de Tiebout. Ésta explica que las 

personas prefieren vivir -y por lo tanto se trasladan - a 

aquellas comunidades que satisfagan sus necesidades o 

preferencias particulares, lo cual asegura la disposición 

de comunidades óptimas. Sin embargo, en la mayoría 

de las ocasiones, la residencia de las personas está 

determinada por el trabajo y no necesariamente por el 

lugar de su preferencia para radicar, de manera que 

las comunidades con mayores posibilidades de empleo 

resultarán más atractivas.  

Hablar de los requerimientos de trabajo en una 

comunidad, así como de la conducta de sus residentes, 

conduce a temas complejos y a la conclusión de que 

ninguna comunidad sería capaz de proveer la 

                                                 
19 Hindriks and Myles, Intermediate Public Economics . 
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combinación ideal de bienes públicos. Oates 20 inquiere 

si el mundo real es como lo propone Tiebout, y somete 

su hipótesis a pruebas empíricas centradas en los 

impuestos a la propiedad, la pro visión de bienes 

públicos y los precios de la vivienda 21; en este caso, 

habría impuestos locales diferenciados para equilibrar 

el nivel de demanda de los bienes públicos en 

beneficio de una población con preferencias 

heterogéneas. La solución se cruza con el tema de la 

eficiencia, por la cual es posible lograr un nivel 

satisfactorio de provisión de bienes públicos a través 

de precios personalizados 22 . Los resultados de la 

investigación de Oates se encuentran hasta ahora 

inconclusos, por lo que dicha hipótesis  no ha sido 

refutada sino más bien continúa confirmando la 

eficiencia respecto a la provisión de bienes locales.  

Hablar de bienes públicos deriva en otros temas más 

específicos: los bienes club y los bienes públicos 

locales. Un bien club es un bien no riva l o parcialmente 

                                                 
20 Wallace Oates, ñOn local finances and the Tiebout Modelò, The 
American Economic Review , Vol. 71, No. 2, Papers and Procedings of 
the Ninety -third Annual Meeting of the American Economic 
Association, 93 (USA: American Economic Association, May 1981), 
disponible en: www.j store.org./stable/1815699, consultado el 7 de 
marzo de 2011. 
21 Wallace Oates, ñThe Effects of Property Taxes and Local Public 
Spending on Property Values: An Empirical Study of Tax 
Capitalization and the Tiebout Hypothesisò The Journal of Political 
Economy, Vol. 77, No. 6, 957-971 (USA: The University of Chicago 
Press, Nov.-Dec. 1969). 
22 Hindriks and Myles, Intermediate Public Economics . 
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rival, pero que puede estar sujeto a exclusividad. El 

nombre se refiere a que los beneficios de ese bien o 

servicio van dirigidos a un grupo de consumidores, 

menor a la poblaci·n total, que conforman un òclubó 

para coordinar la provisión d e esos bienes. La 

característica primordial de un bien club es su 

accesibilidad para quienes pagan por él, y que excluye 

a quienes no lo hacen, lo que contrasta con los bienes 

públicos puros cuya esencia es su imposibilidad de 

exclusión. Otra particularida d de los bienes club es que 

son proclives a la congestión 23 , lo cual puede 

convertirse en un motivo más de exclusión.  

Por su parte, los bienes públicos locales tienen la 

característica restrictiva de localizarse dentro de un 

área geográfica determinada. Estos bienes no están 

disponibles, excepto para quienes viven en esa 

demarcación y no rivalizan entre sí o lo hacen sólo de 

manera parcial.  

El concepto de bienes públicos locales presenta la 

disyuntiva de ser o no excluyentes. La importancia de 

esto radica en el análisis y las decisiones que toman los 

gobiernos locales respecto a los impuestos y al gasto, y 

la variedad de regulaciones para controlar el acceso a 

los bienes públicos que ellos ofrecen. Al respecto, se 

                                                 
23 Wallace Oates, ñThe Theory of Public Finance in a Federal Systemò 
The Canadian Journal of Economics / Revue canadienne 
d'Economique, Vol. 1, No. 1, 37-54 (Canadá: Canadian Economics 
Association Feb. 1968). 
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sostiene que las condiciones    fiscales locales, al estar 

bajo ese nivel de autoridad, convierten la calidad de 

vida en un asunto mucho más maleable de lo que 

originalmente podía considerars24.  Musgrave y Musgrave, 

por su parte, se¶alan que òla provisi·n de bienes 

locales a través de un sistema múltiple de unidades 

fiscales diferenciadas seguirá siendo más eficiente que 

un patrón uniforme de provisi·n centralizadaó25 . 

Hernández lo refiere aludiendo a Oates mientras 

afirma que al distribuirse óptimamente las 

responsabilidades entre los niveles de gobierno, las 

preferencias de los ciudadanos se conocen y satisfacen 

más que si se procediera de forma centralizada, lo cual 

contribuye a una mejora en  el ejercicio del gasto 

público 26 . Esto supone que la cercanía de los 

ciudadanos con su gobernante es un factor primordial 

al momento de medir el desempeño de sus autoridades 

locales, ya sea para castigarlo o para premiarlo 

mediante el voto.  

                                                 
24 Joseph Gyourko and Joseph Tracy, ñThe structure of local public 
finance and the quality of lifeò, The Journal of Political Economy , 
Vol. 99, No. 4 (USA: The University of Chicago Press, August 1991) 
disponible en: www.jstore.org./stable/2937780 , consultado el 30 de 
enero de 2011. 
25 Musgrave y Musgrave, Intermediate Public Economic s, 564. 
26  Fausto Hern§ndez y Juan Torres, ñDefinici·n de 
responsabilidades, rendición de cuentas y eficiencia presupuestaria 
en una federaci·n: el caso mexicanoò, Revista Mexicana de 
Sociología, Vol. 68, Núm. 1 (México: UNAM, enero-marzo 2006) 1-
47, disponible en: 
http://www.redalyc.org/pdf/321/32112598001.pdf, consultado el 29 
de abril de 2014. 

http://www.jstore.org./stable/2937780
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Puede afirmarse entonces que el enfoque en el que la 

descentralización de las responsabilidades de gasto 

trae consigo sustanciales beneficios en términos de 

eficiencia y bienestar, proviene básicamente de los 

estudios de Tiebout (1956),  Musgrave (1970) y Oates 

(1972)27.  

 

1.3. La descentralización del gasto público  

Si bien el federalismo fiscal puede definirse como un 

conjunto de principios o un concepto guía que ayuda a 

diseñar relaciones fiscales entre el nivel nacional y los 

niveles subnacionales de gobierno, la descentralización 

fiscal es el proceso de aplicación de dichos principios 28. 

La descentralización, entonces, constit uye un proceso 

de gobierno que implica la transferencia de 

competencias de decisión y provisión nacionales hacia 

niveles locales que se traducen en un mayor 

acercamiento de los bienes y servicios públicos hacia 

los ciudadanos. òLa descentralizaci·n fiscal tiene que 

                                                 
27 Vitalia L·pez, ñPerspectivas te·rico-metodológicas en economía 
p¼blicaò, Estado, Economía y Hacienda Pública , Núm. 7 (Xalapa: 
Universidad Veracruzana, julio -diciembre 2004) 76 -102. 
28  Chanchal Kumar Sharma, ñThe Federal Approach to Fiscal 
Decentralization: Conceptual Contours for Policy Makersò, Loyola 
Journal of Social Sciences, Vol. XIX, núm. 2, 2005  178, citado en 
Pliego Moreno Iván, El federalismo fiscal en México: entre la 
economía y la política  (México: Centro de Estudios Sociales y de 
Opinión Pública, documento de trabajo núm. 84, febrero  2010).  
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ver con la capacidad de decisión en l a ejecución del 

gastoó29.  

Descentralizar es un proceso con ventajas, pero 

también con un alto grado de complejidad que implica 

definir responsabilidades entre los gobiernos central y 

locales. Cada bien o servicio público debe ser provisto 

por la jurisdicción que pueda tener control sobre la 

menor área geográfica, de manera que se internalicen 

los beneficios y los costos de dicha provisión 30. Los 

países desarrollados generalmente tienen un mayor 

grado de descentralización que aquellos con menor 

nivel de desarrollo. U n estudio realizado por Panizza31 

encontró que el grado de descentralización aumenta 

con relación a aspectos como un mayor tamaño del 

país, de ingreso percápita o del nivel de democracia.  

Aún en la actualidad existe controversia respecto a 

cuáles actividades deben ser descentralizadas y cuáles 

deben permanecer centralizadas. Sin embargo, una 

ventaja sustancial de los sistemas descentralizados es 

la provisión de bienes y servicios públicos a la medida 

de las necesidades locales, ya que los gobiernos de ese 

ámbito son más cercanos a su población y, por lo tanto, 

                                                 
29 José Sempere y Horacio Sobarzo, comp., Federalismo fiscal en 
México (México: Centro de Estudios Económicos, 1998) 12. 
30  Wallace Oates, ñFiscal Federalismò, 1972, en Robert D. Ebel y 
Serdar Yilmaz, Concept of Fiscal Decentralization and Worldwide 
Overview  (USA: World Bank Institute, 2002).  
31 Ugo Panizza, ñOn the determinant of fiscal centralization: theory 
and evidenceò Journal of Public Economics  (USA: Elsevier, 1999) 74: 
97-139. 
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más sensibles a sus preferencias32. El federalismo y su 

nivel óptimo de descentralización provendrá del 

equilibrio entre costos y beneficios; al fina l, la 

separación de las competencias para proveer bienes y 

servicios sigue siendo un tema sujeto a la 

discrecionalidad y negociación entre los diferentes 

órdenes de gobierno. 

El problema surge cuando se trata de decidir hasta qué 

grado puede disponer unilateralmente cada 

jurisdicción sobre la aplicación del gasto con 

implicaciones redistributivas. Puede suceder que los 

residentes de ingresos elevados en ciertas localidades 

no efectuaran ningún tipo de gasto redistributivo 

respecto a sus conciudadanos más pobres, o bien que 

las diferencias en capacidades distributivas ocurran 

entre diferentes jurisdicciones. Ambos escenarios son 

reales pero inconsistentes con las ideas que apelan a la 

justicia redistributiva.  

Si bien la descentralización de los gastos con impacto 

distributivo puede reducir la desigualdad entre 

personas de una misma localidad, las diferencias 

prevalecerían entre ciudadanos de localidades 

diferentes. Considerando que la noción de justicia 

emana de un nivel global, es decir, que permea hacia 

todo el país, ésta mueve a los gobiernos centrales a 

                                                 
32 Ugo Panizza, ñOn the determinant of fiscal centralization: theory 
and evidenceò Journal of Public Economics  (USA: Elsevier, 1999) 74: 
97-139. 
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intervenir para aminorar tales desigualdades mediante 

acciones directas hacia los individuos o a través de 

transferencias monetarias a los gobiernos regionales o 

locales con menores ingresos, obedeciendo a 

indicadores específicos de necesidades de la población 

expresadas en índices relativos a la marginación, 

rezago o pobreza. 

 

1.3.1. Perspectiva de la justicia distributiva  

Hablar de justicia distributiva implica consideraciones 

a partir de la ciencia económi ca, lo cual significa 

aproximarse a los términos de eficiencia y equidad.  

La eficiencia en el sentido Pareto representa la 

situación en la que no es posible mejorar el bienestar 

de alguna persona, sin empeorar el de otra; de no 

existir fallos del mercado -como el de la competencia o 

las externalidades- un libre mercado sería eficiente en 

el sentido de Pareto. Sin embargo, aunque la economía 

competitiva fuese eficiente en el sentido Pareto, la 

distribución del ingreso que genera puede no 

considerarse deseable desde el punto de vista social; 

es decir, la actividad económica puede generar una 

distribución del ingreso muy desigual y dejar a ciertas 

personas con recursos insuficientes para vivir 33. En ese 

mismo sentido, más allá de los fallos del mercado que 

                                                 
33 Stiglitz, La economía del sector público. 
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podrían considerarse de carácter técnico, existe otro 

atribuible también a la economía de mercado, que 

tiene que ver con la forma como se distribuyen los 

recursos y la consecuencia que esto tiene en cuanto a 

la justicia o equidad. Las posturas sobre la 

interven ción pública en una economía de mercado han 

sido diversas34.  

Las òfilosof²as colectivistasó -como el socialismo 

marxista- admitían tres valores para explicar la justicia 

social: la igualdad de oportunidades; la libertad en el 

ejercicio de la elección individual bajo condiciones de 

estabilidad en el empleo e igualdad de poder 

económico y político; y el bien colectivo. Bajo esta 

filosofía, los impuestos de todo tipo y la 

nacionalización de la propiedad son bien vistos en aras 

de la justicia social.  

Las òteorías social-liberalesó, entre las que se 

encuentra la Economía del Bienestar, se fundamentan 

sobre tres argumentos: que los procesos de asignación 

y distribución deben basarse en el bienestar de los 

individuos; que la propiedad privada es un medio para 

alcanzar las metas que los individuos buscan de manera 

colectiva; y que bajo determinadas circunstancias, la 

redistribución de la riqueza es una función legítima del 

                                                 
34 Lo que aqu² se resume en cuanto a las ñfilosof²as colectivistasò y las 
ñteor²as social-liberalesò ha sido tomado de la descripci·n que realiza 
Albi et al. en Economía Pública I , sección de Fundamentos. 
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Estado ya que puede contribuir a conseguir objetivos 

de equidad.  

La distribución del ingre so se considera entonces un 

argumento que justifica la intervención del Estado. Al 

término de la segunda guerra mundial, los gobiernos 

tomaron un papel más activo en la redistribución del 

ingreso, es decir, el Estado òse propuso atemperar las 

desigualdades en la distribución de la riqueza al asumir 

su estatus de Estado benefactoró35. A través del gasto 

social, el Estado dota a los ciudadanos de los servicios 

necesarios para procurar condiciones de bienestar y 

conservar la armonía como sociedad. 

El Estado de Bienestar es un modo de intervención 

pública que tiene como propósito garantizar a todos los 

ciudadanos de una nación, los requerimientos 

fundamentales para su vida mediante la provisión de 

los servicios mínimos necesarios para su supervivencia36. 

A través de la función social de bienestar se busca 

alcanzar las asignaciones que generan mayores niveles 

de bienestar social, concepto que se complementa con 

el principio de Pareto para enfatizar la importancia de 

preferir las asignaciones con las que se mejora el  

bienestar de algunas personas sin empeorar el de 

ninguna otra. De esta manera, si se incrementa la 

utilidad de algunas personas sin disminuir la de otras, 

el bienestar social aumenta.  

                                                 
35 L·pez, ñPerspectivas en econom²a p¼blicaò, 78. 
36 L·pez, ñPerspectivas en econom²a p¼blicaò. 
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Describe Stiglitz que existe una disyuntiva entre la 

eficiencia y la eq uidad, misma que constituye el núcleo 

de muchos de los debates de política pública. Por un 

lado, se ha afirmado que la cuestión fundamental por 

atender es la desigualdad de la sociedad que debe 

reducirse al m§ximo, o sea, c·mo repartir òel pasteló 

de una manera más equitativa; por el contrario, otros 

argumentan que lo mejor es hacer crecer ese òpasteló 

lo más deprisa posible para que haya más para todos. 

Estas discrepancias se refieren a la elección social 

entre la equidad y la eficiencia 37.  

Uno de los principales objetivos de la intervención del 

Estado es precisamente modificar la distribución del 

ingreso en aras de equidad, buscando adoptar 

programas públicos que aumenten el bienestar de la 

población; sin embargo, la transferencia de recursos de 

un grupo de personas hacia otras puede implicar una 

disminución en la eficiencia.  

La evaluación de un programa público exige valorar sus 

consecuencias para la eficiencia económica y la 

distribución del ingreso. Ése es un objetivo esencial de 

la economía del bienestar, rama de la Economía que se 

ocupa de cómo debe gestionarse una economía: qué, 

                                                 
37 En el capítulo 5 de La economía del sector público, de Stiglitz, se 
aborda de manera amplia y comprensible el tema de la relación 
eficiencia-equidad. 
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cómo y para quién debe producirse, y qu ién debe 

tomar estas decisiones38. 

òLa funci·n social de bienestar revela el nivel de 

bienestar social correspondiente a un determinad o 

conjunto de niveles de utilidad alcanzados por los 

miembros de la sociedadó39. Rawls afirmaba que el 

bienestar de la sociedad depende únicamente del 

bienestar de la persona que se encuentre en la peor 

situación; es decir, la sociedad sólo mejora si se 

incrementa el bienestar de esa persona, y si no se da 

esta situación, no se gana aun cuando aumente el 

bienestar de los demás. El rawlsianismo, en el primero 

de sus principios, establece que òcada persona ha de 

tener un derecho igual al esquema más extenso de 

libertades básicas que sea compatible con un esquema 

semejante de libertades para los dem§só40. Aunque es 

difícil diferenciar el efecto de la desigualdad de 

oportunidades del efecto de otros factores como las 

diferencia s en preferencias y en esfuerzo 41 , es 

indiscutible que aquélla es inaceptable.  

                                                 
38 Stiglitz, La economía del sector público. 
39 Stiglitz, La economía del sector público. 
40 John Rawls, Teoría de la justicia , trad. María Dolores González 
(México: Fondo de Cultura Económica, 1995). 
41 Francisco Ferreira y Michael Walton, La desigualdad en América 
Latina. ¿Rompiendo la historia?  (Bogotá: Banco Mundial, 2005).  
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Amartya Sen42 pone de manifiesto que el éxito de una 

sociedad se evalúa, sobre todo, en relación a la calidad 

de vida y las libertades fundamentales de las que 

disfrutan sus miembros. A mayor libertad, mejor 

capacidad de los individuos para ayudarse a sí mismo e 

influir en los procesos de desarrollo. Este enfoque se 

diferencia de las posturas tradicionales que centran la 

atención únicamente en variables como la utilidad o el 

ingreso de las personas. Sen sostiene la existencia de 

libertades instrumentales, entre ellas las 

oportunidades sociales que se refieren, por ejemplo, a 

los servicios de educación y de sanidad, mismos que 

repercuten en el derecho fundamental del individuo 

para vivir mejor y participar de forma pref erible en las 

propias actividades económicas. En cuanto al uso de 

los recursos que se invierten para la provisión de 

dichos servicios, el autor incluye la denominación 

ògarant²as de transparenciaó, que tratan sobre la 

libertad a la que tienen derecho los i ndividuos para la 

franqueza, divulgación y claridad de la información; 

afirma que estas garantías constituyen un instrumento 

preciso en la prevención de la corrupción y de la 

irresponsabilidad financiera.  

En virtud de la heterogeneidad de los distintos 

componentes del concepto de bienestar, así como de 

las grandes diferencias entre los individuos, existen 

                                                 
42 Amartya Sen, Desarrollo y libertad , trad. Esther Rabasco y Luis 
Toharia (Argentina: Planeta, 2000).  
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muchas y desiguales apreciaciones y argumentos. Lo 

evidentemente inadecuado sería la falta de interés p or 

las necesidades fundamentales de las personas más 

afectadas. Medir el nivel de utilidad o libertad de un 

individuo para poder compararlo con el de otro, puede 

representar un alto grado de subjetividad que trae 

consigo la dificultad para establecer bases  científicas 

que permitan realizar comparaciones de bienestar. òLa 

justicia, al igual que la belleza, está en el ojo del 

observador. Todas las partes pueden, simultáneamente, 

y con bastante razón, clamar que h an sido tratadas 

injustamenteó43.  

 

1.3.2. Gasto público federalizado y bienestar social  

La función que actualmente tiene el Estado incluye 

atribuciones para intervenir en aspectos sociales 

diversos. A la par de la evolución comunitaria, estas 

funciones engrosaron la agenda de las políticas 

públicas dando lugar a un Estado benefactor o 

interventor 44; esta vocación por el bienestar social y el 

crecimiento económico derivaron en una 

transformación en cuanto al análisis y ejercicio del 

gasto público.  

                                                 
43   Joseph Stiglitz, ñMejorando la eficiencia y la capacidad de 
respuesta del sector p¼blico: lecciones de la experiencia recienteò, 
Reforma y Democracia  (Caracas: Centro Latinoamericano de 
Administración para el Desarrollo, febrero de 2002) 22: 26.  
44 Mariani, El gasto públi co y su normatividad . 
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Stiglitz refiere el cambio de la teoría económica en la 

que, según Adam Smith, originalmente se enfatizaba la 

función de los mercados privados en la provisión 

eficiente de los bienes que la sociedad requería; esta 

teoría se modifica reconociendo los límites del sector 

privado en la generación y provisión eficiente s para la 

satisfacción de ciert as necesidades sociales básicas45. 

En este mismo sentido, la contribución de Alfred 

Wagner -conocida justamente  como la Ley de Wagner- 

expone la necesidad de una mayor intervención del 

Estado debido a las demandas crecientes de la 

población y las limitaciones o incompatibilidad del 

sector privado para la adecuada satisfacción de las  

necesidades públicas46.  

Más tarde, John M. Keynes afirmaba que en una 

economía de mercado, los precios por sí mismos no 

pueden maximizar el bienestar social ni asegurar una 

eficiente asignación de los recursos. En su tratado de 

1936, Keynes adjudica al Estado una función 

dinamizadora de la economía cuyos actos se introducen 

paulatinamente sin tener que fracturar las tradicio nes 

de una determin ada sociedad47. En el mismo contexto, 

Pigou escribe un primer tratado sobre la economía del 

                                                 
45 Stiglitz, La economía del sector público. 

46 Adolph Wagner, ñThree Extracts on Public Financeò, en Musgrave 
y Peacok, Classics in The Theory of Public Finance (Londres: 
McMillan, 1958).  
47 John Keynes, Teoría general de la ocupación, el interés y el dinero  
(México: FCE, 1981). 
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bienestar o Economic of welfare, incluyendo elementos 

para acreditar la participación del Estado con el 

propósito de alcanzar un bienestar social máximo una 

vez que el mercado ha sido incapaz de producirlo. 

Asevera que se fracasa en la asignación y distribución 

de recursos ya que el mismo mercado no puede 

proveer todos los bienes que la sociedad demanda. El 

autor destaca la importante función del Estado en la 

corrección de las fallas del mercado con el propósito 

de alcanzar la eficiencia económica y el bienestar 

social48.  

Ranis y Steward, en su estudio sobre América Latina49, 

concluyen que a nivel regional es menester generar 

crecimiento para tener como consecuencia el 

desarrollo humano, y que la asignación de recursos y la 

eficacia en el ejercicio del gasto público 50  están 

directamente relacionadas con los niveles de desarrollo 

que puedan alcanzarse. Su hipótesis sostiene que 

mientras mayores recursos presupuestarios se asignen 

al gasto social y la distribución del ingreso sea más 

equitativa, mayor será el desarrollo humano 51. Uno de 

                                                 
48 José Ayala, Economía Pública (México: UNAM, 1997). 
49  Gustav Ranis y Frances, Steward, Crecimiento económico y 
desarrollo humano en América Latina  (CEPAL: diciembre de 2002). 
50 Expresión interpretada como el logro de los objetivos y las metas 
programadas en un ejercicio fiscal, en los términos de la Ley Federal 
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.  
51 Aun cuando desarrollo humano y bienestar social no son términos 
totalmente equivalentes, el estudio de Ranis y Steward permite 
reflexionar sobre la asignación de los recursos públicos y su 
incidencia sobre aquellos conceptos. 
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los desafíos preponderantes de esta región en la lucha 

contra la pobreza, es reducir la enorme desigualdad 52.  

En su informe sobre gasto público y desarrollo humano, 

Scott 53  señala que aquél constituye el principal 

instrumento  para propiciar la equidad en economías 

con grandes desigualdades. Destaca también la 

importancia de promover la efectividad del 

presupuesto público, y que el acceso a las acciones 

contra la pobreza extrema se garantice por medio de 

programas coordinados tales como las transferencias 

entre los diferentes órdenes de gobierno.  

 

1.4. Las transferencias gubernamentales  

Tomando como punto de partida el tema del 

federalismo fiscal  abordado previamente, Oates señala 

que éste se refiere a la estructura vertical del sector 

público, y los roles y las formas en que los diferentes 

ámbitos de gobierno se interrelacionan a través de 

diversos mecanismos como las transferencias de 

                                                 
52  Eira L·pez, Mar²a Acosta, Eva Espinoza y Flor Delf²n, ñLa 
globalización y sus efectos en la gestión de micro, pequeñas y 
medianas empresas en Latinoam®ricaò, Equidad y Desarrollo , Núm. 
8: 113-125, (Bogotá: Ediciones Unisalle, julio-diciembre 2007) 
disponible en: 
http://revistas.lasalle.edu.co/index.php/ed/article/view/296 
consultado el 6 de mayo de 2014. 
53  John Scott, ñGasto p¼blico y desarrollo humano en M®xico. 
An§lisis de incidencia y equidadò, Estudios sobre Desarrollo 
Humano  (México: PNUD,  julio de 2011). 
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recursos54.  Díaz55 reconoce que una parte fundamental 

de las acciones de los gobiernos subnacionales no logra 

ser financiada a través de los impuestos recaudados 

dentro de su jurisdicción, por lo que las transferencias 

federales se usan para subsanar esta brecha financiera.  

Hindriks y Myles56  consideran la redistribución como 

una razón para justificar las transferencias 

condicionadas; refieren que son un canal de recursos 

desde las jurisdicciones más ricas hacia las más pobres, 

basadas en fórmulas de equilibrio que ponderan las 

necesidades y capacidades fiscales de cada localidad, 

de manera que involucran mayores recursos para 

aquellas demarcaciones con importante demanda de 

gasto público pero menor capacidad de ingreso.  

 

1.4.1. Corrección del desequilibrio fiscal  

El Estado, cubriendo un rol social participativo, puede 

intervenir para que se alcancen los propósitos de 

equidad. Una forma de hacerlo es canalizando la 

redistribución voluntaria, como donaciones de los 

                                                 
54 Iván Pliego, El federalismo fiscal en México: entre la economía y 
la política , documento de trabajo núm. 84 (México: Centro de 
Estudios Sociales y de Opinión Pública, febrero de 2010). 
55  Alberto D²az, ñEl federalismo y los l²mites pol²ticos de la 
redistribuci·nò, Gestión y Política Pública , vol. XIII, núm. 3, 
segundo semestre (México: CIDE, 2004) 663-687, disponible en: 
http://www.redalyc.org/pdf/133/13313303.pdf, consultado el 28 de 
abril de 2014. 
56 Hindriks and Myles, Intermediate Public Economics . 
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particulares derivadas de sentimientos altruistas; la 

otra  consiste en la intervención pública para forzar la 

distribución de los recursos mediante impuestos y 

transferencias, de manera que se maximice el 

bienestar social; también pueda darse una combinación 

de ambas. 

La intervención pública en el proceso redistr ibutivo se 

justifica en función de que, al existir una gran cantidad 

de personas ricas y pobres, la distribución del ingreso 

se convierte de alguna manera en òprovisi·n de un 

bien p¼blicoó. La explicaci·n es que cada individuo 

rico -que quisiera ayudar a un individuo pobre - de 

hecho podría no revelar su grado real de altruismo por 

esperar beneficiarse gratuitamente de lo que las 

restantes personas ricas transfieran a las más pobres. 

Así, la intervención pública mediante impuestos y 

transferencias corrige de  alguna manera esta falla en 

aras de la equidad57. 

La situación ideal supone que cada jurisdicción 

obtenga sus ingresos mediante el ejercicio de sus 

propias decisiones fiscales sin la necesidad de recibir 

algún tipo de ayuda externa y con la responsabilidad  

de que la generación de sus ingresos recaiga 

únicamente en el gobierno regional o local; así mismo, 

lo recomendable es que los ingresos y los gastos se 

muevan siempre en los mismos niveles. Lograr estos 

                                                 
57 Albi, González-Páramo y Zubiri, Economía Pública I . 



 

Ana María Cuevas Padilla 
 

 

 

 

42 

objetivos de autonomía y suficiencia conduce a la 

situación óptima de la autosuficiencia 58.  

Cuando los ingresos y los gastos de los diferentes 

órdenes de gobierno -central, regional y local - son 

relativamente iguales o paralelamente  autosuficientes, 

se dice que existe un estado de equilibrio vertical; sin 

embargo, no es frecuente encontrar esta situación 

debido a las diferencias entre los niveles de tributación 

y las responsabilidades de gasto público. En los países 

federales, el gob ierno central metódicamente conserva 

los tributos de mayor rendimiento mientras que los 

gobiernos locales se enfrentan a una limitada 

capacidad recaudatoria, al mismo tiempo que a una 

provisión de bienes y servicios crecientes. En este 

orden de ideas, Bird  y Smart definen el desequilibrio 

vertical como la diferencia entre los gastos y los 

ingresos propios observados en los diferentes niveles 

gobierno59.  

Este desequilibrio da lugar a una alternativa de 

solución conocida como compensación de resultados, 

por la que ciertos recursos financieros del gobierno 

central se distribuyen a los otros órdenes de gobierno 

en función de sus insuficiencias financieras. Entonces, 

la suma de los ingresos propios -regionales o locales- 

                                                 
58 Giménez, Federalismo fiscal . 
59  Richard Bird and Michael Smart, Intergovernmental fiscal 
transfers: some lessons from international experience  (Toronto: 
International Tax Program Rotman School of Management, 
University of Toronto, 2001).  
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más esas transferencias, será igual al gasto regional 

total 60.  

A diferencia del equilibrio financiero vertical que 

permite la comparación entre gobiernos de diferente 

nivel, el equilibrio horizontal equipara la situación de 

una jurisdicción respecto a las demás dentro de su 

mismo tipo u orden. El de sequilibrio horizontal pone de 

manifiesto las diferencias entre los recursos disponibles 

para los gobiernos de un mismo nivel, es deci r, las 

desigualdades regionales61 . Al comparar  la situación 

entre regiones o municipios, lo que se buscaría es que 

todos ellos estén igualados, sin diferencias 

interterritoriales.  

La nivelación horizontal persigue el objetivo de reducir 

el desequilibrio al interior de las regiones o las 

localidades de un país. El equilibrio horizontal se 

encuentra cuando los gobiernos del mismo nivel 

pueden proveer un grado estándar de bienes y servicios 

públicos; para ello, habrá de definirse un índice o 

estándar de referencia que vaya de acuerdo a las 

circunstancias políticas, económicas y sociales 

particulares de cada país.  

 

 

                                                 
60 Giménez, Federalismo fiscal . 
61 Bird and Smart, Intergovernmental Fiscal Transfers . 
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1.4.2. Tipos de  transferencias  

Las transferencias que realiza la federación hacia los 

gobiernos subnacionales son un mecanismo tanto para 

corregir las ineficiencias e inequidades que se suscitan 

en los sistemas federales, como para refrendar al 

gobierno federal el cumplimiento de una de sus más 

importantes atribucion es centrales: la redistribución 62. 

Las transferencias intergubernamentales se clasifican 

en condicionadas o incondicionadas, en función del 

grado de discrecionalidad con que pueden ser 

utilizadas. A los r ecursos de las transferencias 

condicionadas se les llama etiquetados, específicos o 

selectivos, mientras que a las transferencias 

incondicionadas se les identifica también como 

generales o no selectivas. Cuando a nivel central se 

tiene el objetivo de alcan zar acciones o programas 

específicos, entonces se debe recurrir a transferencias 

condicionadas; si lo que se desea es ofrecer asistencia 

fiscal, los recursos financieros otorgados a los 

gobiernos subnacionales serán libres o incondicionados. 

Las transferencias condicionales o condicionadas son 

fondos utilizados para acciones o programas específicos 

como los relativos a educación o infraestructura, y la 

jurisdicción que recibe el recurso debe aplicarlo 

exclusivamente en los propósitos determinados por 

quien ha otorgado la transferencia. Cuando estos 

                                                 
62 L·pez, ñPerspectivas en econom²a p¼blicaò. 
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fondos se entregan sin reservas respecto a que el 

gobierno receptor aporte o no recursos, s e les conoce 

como transferencias condicionales limpias. Existe 

también el caso contrario en que sí se establecen 

requisito s para la entrega del recurso -además de los 

propios para su aplicación- por ejemplo, cuando se 

busca financiar un programa específico de vivienda y el 

gobierno otorgante entrega un peso por cada uno que 

la entidad receptora aporte de sus propios recursos.  

Para este segundo caso, Bird enuncia ciertas ventajas 

como la participación local, compromiso, 

responsabilidad y rendición de cuentas sobre las 

acciones que fueron objeto de la ayuda financiera 63. 

Destacando el asunto de la infraestructura social  

municipal , Hernández y Jarillo 64  hacen un análisis 

acerca de los recursos destinados a ella, con la 

intención de determinar si se distribuyen con criterios 

compensatorios. Los autores concluyen que la 

asignación discrecional de los recursos trae consigo un 

resultado nivelatorio débil, lo  cual contraviene su 

objetivo de combatir la desigualdad regional a través 

                                                 
63  Richard Bird, ñTransfers and Incentives in Intergovernmental 
Fiscal Relations,ò Burki, Shahid et al. editors, Annual World Bank 
Conference on Development in Latin America and the Caribbean 
1999: Decentralization and Acountability of the Public Sector  
(Washington D.C: World Bank, 2000) en Enrique Rabell, 
Federalismo Fiscal en México. 
64  Fausto Hern§ndez y Brenda Jarillo, ñTransferencias federales 
condicionadas en pa²ses en desarrollo: el caso del FISM en M®xicoò, 
Estudios Económicos, Vol. 22, Núm. 2 (Distrito Federal: Colegio de 
México, julio -diciembre 2007), 143-184. 
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de obras de infraestructura social básica. En este 

mismo sentido, Díaz y Silva 65  previenen acerca del 

desaprovechamiento de los fondos para la 

infraestructura social cuando éstos se asignan a 

demarcaciones que no los requerirían de manera 

prioritaria ya que tienen otras fuentes de ingresos para 

soportar su inversión en obra pública; consideran que 

al utilizarse más de un método para la asignación de 

los montos, se reduce la ponderación relacionada con 

los indicadores de pobreza que, en su caso, deberían 

prevalecer.  

Para alcanzar un adecuado sistema de transferencias 

fiscales inte rgubernamentales, Bird y Smart66 proponen 

disponer de una clara definición entre las funciones  u 

objetivos de  las transferencias de uso o propósito 

general y las condicionadas o de propósito específico; 

recomiendan, tanto para el gobierno receptor como 

para el otorgante, que la suma de recursos a distribuir 

guarde consistencia o estabilidad durante los años, 

permitiendo cierta flexibilidad y ajustes en el 

presupuesto; señalan que los gobiernos receptores de 

transferencias para financiar infraestructura 

determinen claramente las condiciones técnicas y de 

control de obra que aseguren que los recursos se están 

aplicando de manera adecuada. Así, resulta primordial 

                                                 
65 Alberto Díaz y Sergio Silva, Descentralización a escala municipal 
en México: la inversión en infraestructura social (Distrito Federal: 
Comisión Económica para América Latina, abril de 2004).  
66 Bird and Smart, Intergovernmental fiscal transfers . 
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que los gobiernos locales sean requeridos a administrar 

estos recursos financieros con procedimientos 

estandarizados; a mantener un adecuado registro de 

cuentas y a ser auditados periódicamente haciendo 

públi cos sus resultados y conservándolos disponibles 

para la ciudadanía. En el mundo de las relaciones 

fiscales intergubernamentales, la información no es un 

lujo sino un componente esencial para el buen 

funcionamiento del sistema.  

En su búsqueda por el equilibrio y el bienestar social, 

el Estado direcciona recursos para cubrir necesidades 

de los ciudadanos. La redistribución es una razón que 

justifica las transferencias entre diferentes niveles de 

gobierno ya que pueden formalizar un canal para la 

entrega de re cursos y satisfactores desde las 

jurisdicciones más ricas hacia las más pobres. En el 

siguiente capít ulo se abordan estos contenidos. 
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CAPÍTULO  2

2. LAS TRANSFERENCIAS FEDERALES EN MÉXICO 

Como se expuso en el capítulo anterior, cuando se 

trata de proveer bienes que satisfacen nec esidades 

focalizadas en una determinada población, es el 

gobierno estatal o municipal quien se hace cargo de 

dicha provisión. Esto se logra mediante la 

descentralización del gasto público, basada en las 

teorías del federalismo fiscal. Al respecto, Velázque z 

considera que el papel de los gobiernos subnacionales 

se ha modificado, de ser sólo extensiones del poder 

ejecutivo federal, a ser importantes actores políticos y 

económicos como consecuencia de los diferentes 
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procesos de descentralización que se han 

implementado en México.  67  

Para asignar los recursos de una forma más directa a 

los niveles locales, el gobierno federal implementó el 

sistema de transferencias hacia los estados y 

municipios, el cual incluye las participaciones y las 

aportaciones   federales .   Esta   temática  se  

desarrolla  en  el  presente  capítulo -focalizándose en 

el Ramo presupuestal 33- con los ocho fondos 

destinados a coadyuvar en la satisfacción de 

necesidades, básicamente de desarrollo social.  

 

2.1. El sistema de transferencias fe derales en México  

México, en su carácter de país federal, realiza 

transferencias por parte del gobierno central hacia los 

demás órdenes de gobierno con el propósito de corregir 

desequilibrios verticales y horizontales (conceptos que 

se han descrito en el capítulo anterior). Estas 

transferencias tienen una doble finalidad: por un lado, 

resarcir a los gobiernos locales por su contribución en 

los ingresos nacionales; y por el otro, disminuir las 

brechas de desigualdad entre regiones, de forma que la 

                                                 
67 C®sar Vel§zquez, ñDeterminantes del gasto estatal en M®xicoò, 
Gestión y Política Pública, Vol. XV, Núm. 1 (México: CIDE, 2006) 83-
109, disponible en: 
http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=13315103, consultado el 28 
de abril de 2014. 
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distribuci ón de recursos favorezca a los gobiernos 

subnacionales con menor capacidad recaudatoria pero 

mayores necesidades de desarrollo reflejadas a través 

de indicadores de rezago social. 

Las transferencias federales tienen diferentes 

objetivos de gasto y grados de condicionalidad. En este 

sentido, las transferencias libres o resarcitorias 

habitualmente son no condicionadas, de forma que los 

gobiernos locales puedan ejercer esos recursos de 

manera autónoma pues el propósito es recuperar lo 

que en su momento cedieron a favor del gobierno 

federal; en otras palabras, el territorio que aporta más 

a las arcas nacionales, recibe más recursos. Por el 

contrario, las transferencias compensatorias o de 

nivelación suelen ser condicionadas de manera que el 

gobierno central se asegure de que los recursos 

entregados a los gobiernos locales, a través de fondos 

etiquetados, sean ejercidos en conceptos de gasto 

específicos.  Cuando la finalidad de una transferencia 

es la provisión de bienes públicos, su determinación se 

fundamenta en los niveles de demanda del propio bien. 

En el caso de las aportaciones que contribuyen a 

disminuir condiciones de carencia en una determinada 

jurisdicción, su cálculo se basa en fórmulas que 

otorgan más recursos a los estados o municipios con 

mayores índices de marginación, pobreza, rezago, o 

cualquier otro factor que evidencie situaciones de 

mayor vulnerabilidad. Respecto a estas últimas 

transferencias, existen consideraciones acerca de que 
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la asignación de recursos de manera compensatoria no 

asegura, en sí misma, la reducción de la brecha de 

desigualdad regional, sino que ello dependerá también 

de una aplicación eficiente del gasto 68.  

El artículo 43 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos enumera las partes integrantes de la 

Federación, las cuales suman treinta y un estados y un 

distrito federal. A partir de este fundamento emergen 

planteamientos sobre cómo dividir las obligaciones de 

gasto entre los diferentes órdenes de gobierno y cómo 

efectuar la adecuada recaudación de impuestos que 

permita cumplir con aquellas obligaciones. Siendo las 

transferencias el tema de estudio ahora, conviene 

concentrarse en determinar precisamente cómo 

transferir los ingresos públicos entre las entidades 

federativas que integran el país.  

Las transferencias intergubernamentales pueden 

definirse como òlos recursos transferidos de un orden 

de gobierno a otro con el fin de financiar las 

necesidades de gasto del ámbito receptoró69 .  Los 

recursos que ministra la Federación a los estados y 

municipios de México representan la principal fuente 

                                                 
68 Fausto Hern§ndez y Brenda Jarillo, ñTransferencias condicionadas 
federales en pa²ses en desarrollo: el caso del FISMDF en M®xicoò, 
Estudios Económicos, julio -diciembre, año/vol. 22, número 002 
(México: El Colegio de México, 2007). 
69 Instituto Nacional par a el Federalismo y el Desarrollo Municipal, 
Manual de transferencias federales para municipios  (México: 2011) 
20. 
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de recursos en la integración de sus haciendas y el 

instrumento más importante de financiamiento para las 

responsabilidades de gasto de los gobiernos locales. 

Actualmente, el gasto descentralizado transferido a los 

gobiernos subnacionales se entrega mediante tres tipos 

de esquemas o mecanismos: Gasto para su ejercicio 

libre (Ramo presupuestal 28); Gasto para acciones 

específicas (Ramos presupuestales 25 y 33); y Gasto 

por convenios de programas específicos. 

Adicionalmente a estos tr es tipos de transferencias 

pueden considerarse los òExcedentes de ingresos 

federalesó 70,  entre los que se ubican los relativos al 

petróleo.  

A través del esquema de transferencias es posible 

impulsar determinadas acciones en los gobiernos 

locales. Muestra de esto es que, utilizando criterios 

resarcitorios, se puede incentivar la recaudación de los 

ingresos propios de forma que el gobierno local que 

recaude más, es recompensado al recibir montos 

mayores en las transferencias. Bajo criterios 

compensatorios, se establecen medidas para la 

reducción de la pobreza asignando más recursos a las 

jurisdicciones con mayores niveles de carencia social, 

etiquetando los fondos para garantizar que los recursos 

transferidos se gasten en acciones que tienen que ver 

con cuestiones de pobreza o rezago social. 

                                                 
70 INAFED, Manual de transferencias federales para municipios , 
28. 
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El Estado mexicano, asumiendo una función social para 

apuntalar a las comunidades menos favorecidas del 

país, lleva a cabo acciones con el propósito de reducir 

las desigualdades regionales. Una de ellas se constituye 

a través del sistema de transferencias -

específicamente las condicionadas- que son recursos 

entregados por la Federación a los gobiernos locales 

mediante fondos etiquetados con la intención 

particular de atender las necesidades de gasto en 

materia de salud, educ ación o infraestructura social 

básica, entre otras. El análisis de las transferencias 

condicionadas, conocidas en México como aportaciones 

federales, adquiere significado en virtud de su objetivo 

para coadyuvar en el bienestar social del estado, 

municipio o comunidad a la que sean destinadas. Como 

asunto relevante de este trabajo, el tema será 

particularmente tratado en secciones posteriores.  

 

2.2. Presupuesto de Egresos de la Federación y gasto 

público federalizado  

El Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) pone 

de manifiesto el origen, aplicación y control de los 

recursos para el gasto público. En él se integran las 

metas a alcanzar durante el ejercicio fiscal y se refleja 

de manera detallada la asignación del  gasto incluyendo 

la entrega de subsidios y transferencias. Su 
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clasificación obedece a criterios programáticos, 

administra tivos, funcionales y económicos 71. 

El PEF presenta en forma sistemática y bajo una 

estructura ordenada, la información referente al gas to 

público. El primer concepto a distribuir es el gasto 

neto total que se divide en Gasto Programable y Gasto 

No Programable. Este último se emplea para el 

cumplimiento de obligaciones determinados por la Ley 

como la deuda pública y las participaciones a e stados y 

municipios, es decir, este concepto no financia o 

sostiene la operación de las instituciones del gobierno. 

El Gasto Programable se divide en Gasto corriente y 

gasto de capital y se establece en relación a la 

operación de las instituciones, para qu e éstas brinden 

servicios tales como los relativos a la salud, educación, 

comunicaciones o relaciones exteriores.  

La otra clasificación de los recursos públicos es a 

través de las denominadas dimensiones del gasto, cuyo 

propósito es definir quién, en qué, y para qué se gasta 

el dinero público. Estas dimensiones son la 

administrativa, la económica y la funcional.  

La dimensión administrativa hace alusión a los 

ejecutores del gasto, o sea, a las instituciones 

(dependencias y entidades) que llevan a cabo acciones 

con recursos públicos. Aquí se pueden identificar dos 

                                                 
71  Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, Manual de 
Presupuesto de Egresos de la Federación (México: octubre de 2007). 
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grandes grupos: los ramos administrativos y los 

generales. Los recursos que son asignados a través de 

los ramos administrativos son para las diferentes 

Secretarías de Estado, así como para los poderes 

Legislativo y Judicial, el Instituto Federal Electoral y la 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Los ramos 

generales se utilizan para pagos distintos a los 

conceptos anteriormente descritos, y aunque no 

corresponden al gasto directo de las dependencias, su 

ejercicio sí está a cargo de ellas.  

La dimensión económica de los recursos públicos a su 

vez se subdivide en gasto corriente y gasto de capital 

(aplicable únicamente al gasto programable). El 

primero se refiere principalmente al pago de sueldos y 

a la compra de materiales y suministros para el 

funcionamiento del aparato gubernamental; el gasto 

de capital revela qué tanto dinero se transfiere a la 

sociedad a través de la obra pública y los proyectos de 

inversión. Esta dimensión económica también se 

clasifica en otros renglones o rubros de gasto, 

considerando tres niveles de desagregación: capítulos 

de gasto, conceptos de gasto y partidas de gasto.  

La dimensión funcional del gasto público está 

relacionada con los propósitos (programas, proyectos y 

acciones) al que se destinan los recursos públicos, los 

cuales pueden ser de desarrollo social o productivo, o 

de gestión gubernamental. Esta dimensión permite 

identificar cuánto del presupuesto se dirige a las 
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acciones propias de gobernar, cuánto al desarrol lo de 

infraestructura económica y productiva y cuánto hacia 

programas de impacto social.  

El Estado tiene en el gasto público el instrumento 

necesario y decisivo para el cumplimiento de sus fines, 

encaminados a satisfacer las necesidades de la 

colectividad al proveerla de servicios públicos. De esta 

manera, la mayor oportunidad de acción socializante 

para las finanzas públicas está comprendida no 

únicamente en el monto de los fondos públicos, sino en 

su forma y el destino.  

El origen de los recursos del gasto público plasmado en 

el PEF se encuentra en la Ley de Ingresos de la 

Federación (LIF), la cual, una vez aprobada por el 

Congreso de la Unión, constituye la fuente de 

financiamiento de los egresos del país. La glosa y 

discusión de los proyectos de la LIF y del PEF se 

realizan a la par, siendo atribución de la Cámara de 

Diputados y la de Senadores tratar sobre los ingresos, y 

únicamente de la de Diputa dos deliberar sobre los 

egresos72. La Ley de Ingresos de la Federación deberá 

aprobarse quince días antes que el PEF, y ambos se 

publicarán en el Diario Oficial de la Federación a más 

tardar en 20 días naturales después de haber sido 

aprobados. 

                                                 
72 Mariani, El gasto público y su normatividad . 
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Sobre el diseño del presupuesto, es importante señalar 

que se integra por dos fases de suma relevancia: la 

fase administr ativa y la fase legislativa. La fase 

administrativa se lleva a cabo a partir de que cada 

secretario consulta a su base y estructura jerárquica 

para elaborar el presupuesto que le corresponde. Así, 

cada Secretaría hará llegar al Secretario de Hacienda y 

Crédito Público su presupuesto para que él le otorgue 

su visto bueno. Realizado esto, el documento se 

entrega al Presidente de la República para que a su vez 

se remita a los representantes del pueblo, en este caso 

la Cámara de Diputados, y pueda ser aprobado. Ya que 

el proyecto se ha establecido y las condiciones del 

equilibrio financiero han sido consentidas, es necesario 

dar al proyecto autorización y valor jurídico.  

La fase legislativa del diseño del presupuesto tiene su 

justificación en que un documento de tipo contable y 

cuantitativo tiene repercusiones sociales 

trascendentales, por lo que es necesario el 

consentimiento de los representantes de los 

ciudadanos y su legalidad; es decir, que una vez 

aprobado se convierta en ley para que sea entonces 

abstracta, impersonal y de aplicación general. El 

proceso legislativo tiene seis etapas: iniciativa, 
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discusión, aprobación, sanción, publicac ión e iniciación 

de la vigencia73.  

En la primera etapa, conocida como i niciativa, el 

paquete económico74 se entrega al órgano legislativo, 

remitiéndose primero a la Cámara de Diputados y 

posteriormente a la de Senadores. La etapa de 

discusión constituye el único momento para que al 

proyecto se le hagan todas las modificaciones o 

enmiendas necesarias. La aprobación es resultado de 

que la iniciativa haya sido discutida y en su caso 

modificada, para dar lugar a esta autorización después 

de la cual ya no caben enmiendas, a menos que 

posteriormente se presente una iniciativa de reforma 

que deberá seguir el mismo procedimiento legislativo. 

La etapa conocida como sanción se refiere a que el 

documento regresa al Ejecutivo para que éste le 

otorgue la validez final mediante su firma. Sigue la 

publicación en el órgano oficial correspondiente a cada 

nivel de gobierno, que en el caso federal se trata del 

Diario Oficial de la Federación. Finalmente, la 

iniciación de la vigencia se refiere al momento a partir 

                                                 
73  Cámara de Diputados. Dirección General del Centro de 
Documentación, Información y Análisis, Procedimiento legislativo , 
disponible en: 
http://www.diputados. gob.mx/bibliot/publica/prosparl/iproce.htm, 
consultado el 27 de septiembre de 2012. 
74 Concepto utilizado en la terminología del proceso presupuestario 
en México, para referir al paquete de documentos integrado 
principalmente por la LIF y el PEF.  
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del cual es válida y obligatoria la aplicación d e lo que 

ha sido promulgado como una ley. 

Dada la naturaleza del Presupuesto de Egresos, la 

forma en que se plasma la aplicación de los recursos 

públicos puede interpretarse como una manifestación 

de las prioridades de la política pública. Así, el PEF 

puede ser analizado sobre tres dimensiones: la política, 

como resultado de las fuerzas y grupos de poder que 

intervienen en la asignación de los recursos públicos; la 

económica, que permite evaluar el costo -beneficio de 

la provisión de bienes y servicios públi cos y su impacto 

sobre el desarrollo económico y social; y la dimensión 

técnica, como resultado de procesos contables y 

administrativos utilizados para su pre sentación, 

ejecución y control. 75 

El gasto público federalizado instrumenta la 

descentralización fi scal mediante la asignación y 

entrega de recursos a los miembros de la Federación, 

es decir, las entidades federativas y en su caso las 

demarcaciones territoriales y los municipios, 

apegándose a las normas y procedimientos establecidos 

en la Ley de Coordinación Fiscal (LCF). Este gasto está 

integrado principalmente por los Ramos Generales 25: 

                                                 
75 Humberto  Petrei y Romeo Petrei, ñPresupuesto y Control. Pautas 
de Reforma para Am®rica Latinaò, Banco Interamericano de 
Desarrollo, Washington, 1997, en Centro de Estudios de las Finanzas 
Públicas, Manual de Presupuesto de Egresos de la Federación 
(México: octubre de 2007). 
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Previsiones y Aportaciones a los Sistemas de Educación 

Básica, Normal, Tecnológica y de Adultos; 28: 

Participaciones Federales a Entidades Federativas; y 

33: Fondo de Aportaciones Federales para Entidades 

Federativas y Municipios. Como se expuso 

anteriormente, los recursos provenientes de estos 

ramos constituyen actualmente la principal fuente de 

los ingresos estatales y municipales. 

Ya que el Presupuesto de Egresos de la Federación se 

concibe también como un instrumento que permite 

canalizar los esfuerzos del gobierno hacia mejores y 

más adecuadas políticas públicas que coadyuven en la 

satisfacción de las necesidades colectivas y en el 

combate al rezago social de las comunidades con 

mayores índices de pobreza, los recursos de las 

aportaciones federales se concentran, en general, en 

los núcleos con mayor nivel de población o con 

mayores índices de rezago social, o una combinación 

de ambos 76 . En este sentido, resulta de esp ecial 

importancia construir indicadores que permitan medir 

el desempeño del presupuesto público en aras de 

facilitar la evaluación de su eficiencia. 77 

 

                                                 
76  Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, Manual de 
Presupuesto de Egresos de la Federación. 
77  Centro de Investigación y Docencia Económicas e Instituto 
Tecnológico Autónomo de México, Análisis de las Finanzas Públicas 
en México, Foro Consultivo Científico y Tecnológico (México: 2004).  
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2.3. Sistema Nacional de Coordinación Fiscal  

La coordinación fiscal es asunto toral en el tema del 

federalismo fiscal mexicano, lo que hace menester 

precisar la manera en que el Estado, con base en el 

Pacto Federal, organiza y brinda las directrices fiscales 

de participación y colaboració n entre los órdenes de 

gobierno78.  

El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal (SNCF) 

integra la totalidad de los municipios de los 31 estados 

y las 16 demarcaciones territoriales del Distrito Federal. 

Tiene su origen en el convenio de adhesión por el que 

las entidades federativas limitarían su capacidad 

recaudatoria y la Federación les resarciría a través de 

ciertos fondos.  

Un concepto primordial en el Sistema Nacional de 

Coordinación Fiscal es el de la Recaudación Federal 

Participable (RFP), cuya instrumentación inicia en 1980. 

Esta suma se integra, en términos generales, por los 

impuestos y los derechos derivados de la extracción de 

petróleo y de minería, la cual será la base para la 

distribución de los recursos del Ramo 28 y algunos de 

los fondos del Ramo 33, es decir, de las participaciones 

y aportaciones federales. La RFP es el punto de partida 

para las transferencias hacia las entidades federativas 

y los municipios, que hasta 1997 se concentraron en el 

Ramo presupuestal 26. A partir de 1998 se programaron 

                                                 
78 Mariani, El gasto público y su normatividad . 
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en los Ramos 28 y 33; este último con la característica 

de condicionalidad para su aplicación en los rubros de 

educación básica y normal, salud, infraestructura 

social, fortalecimiento municipal, educación 

tecnológica y  de adultos y seguridad pública 79.  

De la RFP que obtenga la Federación en un ejercicio, el 

20% se distribuye a través del Fondo General de 

Participaciones (FGP) 80  a cada uno de los estados, 

reconociendo su esfuerzo recaudatorio y el número de 

sus habitantes. El restante 80% de la RFP se 

circunscribe al orden y decisiones del gobierno federal. 

Por su parte, los municipios tienen derecho a recibir 

mínimo el 20% de los recursos que les fueron 

transferidos a los estados, de acuerdo a las pautas y/o 

excepciones establecidas por las legislaturas locales.  

El SNCF se formaliza en la Ley de Coordinación Fiscal 

cuyo objeto primordial consiste en establecer la 

participación de la hacienda pública de las entidades 

federativas en los ingresos federales, así como el 

pronunciamiento de las reglas de colaboración 

administrativa entre la s diversas autoridades fiscales81. 

La importancia de esta ley radica en que su 

aplicabilidad se manifiesta en el Presupuesto de 

Egresos de la Federación, de cuya aprobación depende 

                                                 
79 Mariani, El gasto público y su normatividad . 
80 Artículo 2 de la Ley de Coordinación Fiscal, reforma publicada el 9 
de diciembre de 2013. 
 
81 Artículo 1 de la Ley de Coordinación Fiscal. 
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el gasto público federal de un año fiscal, con su 

consecuente impacto sobre toda la nación a través de 

su incidencia en las economías locales del país. 

En el marco de la coordinación fiscal, la ley establece 

que las entidades federativas pueden adherirse al 

Sistema Nacional de Coordinación Fiscal (SNCF) 

mediante la firma de un convenio con la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público (SHCP) que debe ser 

aprobado por cada legislatura estatal. Tal adhesión 

confiere a las entidades federativas, municipios y 

demarcaciones territoriales, el derecho de participar 

en el total de impuestos federales y en otros ingresos 

que la l ey señala. Estas participaciones, denominadas 

formalmente como òParticipaciones a Entidades 

Federativas y Municipiosó (Ramo 28) son los recursos 

asignados a los estados y los municipios en los términos 

que determinan la LCF y los Convenios de Adhesión al 

Sistema de Coordinación Fiscal y de Colaboración 

Administrativa en Materia Fiscal Federal. En su caso, 

las legislaturas locales contemplan la distribución de 

estos recursos entre los municipios mediante 

disposiciones de carácter general82. Los recursos del 

Ramo presupuestal 28 se determinan con base en la 

Recaudación Federal Participable definida previamente 

en la Ley de Ingresos de cada ejercicio fiscal. Para su 

                                                 
82  Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Participaciones , 
disponible en: 
http://hacienda.gob.mx/ApartadosHaciendaParaTodos/aportacione
s/28/participaciones.html, consultado el 12 de octubre de 2013. 
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distribución hacia las entidades federativas se 

considera básicamente el esfuerzo recaudatorio de  

cada una de ellas, su número de habitantes y el 

crecimiento del Producto Interno Bruto (PIB) estatal. El 

Ramo General 28 se considera dentro del Gasto no 

programable del PEF ya que su aplicación no está 

identifi cada con un programa específico83; así mismo, 

sus recursos no están etiquetados o condicionados por 

parte de la Federación y únicamente son fiscalizables 

por las Legislaturas de cada entidad 84. 

Bajo la instrumentación del Sistema Nacional de 

Coordinación Fiscal, las transferencias federales -tanto 

participaciones como aportaciones - posibilitan a las 

entidades federativas para resolver sus necesidades de 

gasto e implementar sus políticas públicas locales a 

favor de la población con mayores necesidades de 

desarrollo social. A nivel internacional, el P rograma de 

las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) refiere 

evidencia de que las acciones para salir de la pobreza o 

mejorar las capacidades de los más vulnerables, 

ayudan a cumplir esos objetivos. òCasi 1,000 millones 

de personas de países en desarrollo viven en hogares 

que reciben alguna f orma de transferencia socialó 85. 

                                                 
83 Artículo 2 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria. 
84  Artículo 79 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
85  Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Informe 
sobre Desarrollo Humano 2011 (Nueva York: 2011) 88. 
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2.4. Aportaciones federales  

Conocidas también como el Ramo presupuestal 33 -

dentro de los Ramos generales- las Aportaciones 

Federales a Entidades Federativas y Municipios se 

consideran dentro del Gasto programable del PEF 

(contrario al caso de las participaciones federales) en 

virtud de que su aplicación está etiquetada o 

condicionada para la inversión en acciones y obras en 

materia de educación, salud, infraestructura social, 

asistencia y seguridad social, seguridad pública y 

apoyos financieros para las entidades federativas y sus 

municipios, únicamente.  

Otro ramo presupuestal considerado dentro del 

concepto de aportaciones federales es el Ramo 25, 

Previsiones para los Sistemas de Educación Básica, 

Normal y de Adultos, el cual surge en 1992 como 

consecuencia del proceso de descentralización 

educativa. El monto se determina anualmente en el 

Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación; la 

mayor parte se destina al Distrito Federa l y el resto se 

transfiere durante el transc urso del ejercicio al Ramo 

3386.  Estos recursos son etiquetados básicamente para 

cubrir la plantilla magisterial y en realidad han sido un 

complemento al Fondo de Aportaciones para la Nómina 

                                                 
86  Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, Manual de 
Presupuesto de Egresos de la Federación. 
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Educativa y Gasto Operativo (FANE) y al Fondo de 

Educación Tecnológica y de Adultos (FAETA), fondos 

que a su vez forman parte del Ramo 33. La naturaleza 

contingente del Ramo 25 se debe a que tales recursos 

se destinan a pagos extraordinarios de servicios 

personales originados por incrementos en las 

percepciones salariales de la planta magisterial en el 

nivel de educación básica, a la creación de plazas en 

ese nivel educativo y al incremento en la cobertura y 

el mejoramiento de l a calidad del sistema educativo87. 

Del Ramo general 33 se deriva el tema central de este 

documento, por lo que se abordará co n mayor detalle 

que el anterior 88. Los diversos fondos que integran este 

ramo se han convertido en un importante instrumento 

para intentar subsanar las persistentes asimetrías 

regionales. Se considera que la innovación más 

importante ocurre con la aprobación y clara 

identificación de estos fondos en el PEF, en 1997, lo 

cual permitió definir reglas para la asignación de los 

recursos y la distribución geográfica de los mismos, 

desde el momento preciso de su aprobación 

presupuestal. Estas reformas a la LCF -específicamente 

la adición del Capítulo V - dieron lugar a la integración 

e institucionalización, en un mismo ramo, de diversos 

                                                 
87 Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, Gasto Federalizado 
pagado a entidades federativas y municipios. Segundo Trimestre de 
2013, Nota informativa 063/2013 (México: 16 de agosto de 2013). 
88  En adelante, al hablar de ñaportaciones federalesò se har§ 
referencia exclusivamente al Ramo presupuestal 33. 



 

Transferencias  gubernamentales  como  instrumento  de  política  presupuestaria   

en  materia  de  infraestructura  social  básica 

 

 

 

67 

conceptos de gasto social que se encontraban dispersos 

en el Presupuesto de Egresos de la Federació 89 . 

Actualmente son ocho los fondos que integran este 

ramo presupuestal, los cuales serán descritos párrafos 

adelante. Se considera oportuno iniciar con sus 

antecedentes90. 

El Ramo 33 òAportaciones Federales para Entidades 

Federativas y Municipiosó es el resultado de la 

integración de programas y recursos que anteriormente 

se ejercían a través de los Ramos 12: Salud; 25: 

Previsiones y Aportaciones para los Sistemas de 

Educación Básica, Normal, Tecnológica y de Adultos; y 

26: Solidaridad y Desarrollo Regional. Con diversas 

reformas y acciones se buscó afianzar el objetivo de 

descentralizar los recursos materiales y humanos, y las 

responsabilidades inherentes a ello.  

En 1992 se creó la Secretaría de Desarrollo Social 

(Sedesol) con el propósito de implementar la política 

social del gobierno federal, trabajando en coordinación 

con los gobiernos estatales y locales para superar las 

condiciones de marginación y pobreza en el país. Las 

                                                 
89  Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Informe 
sobre Desarrollo Humano. Equidad del gasto público: derechos 
sociales universales con subsidios focalizados (México: 2011). 
90 Se tomó como base lo documentado en el número 9 de la Serie de 
Cuadernos de Finanzas p¼blicas ñRamo 33. Aportaciones Federales 
para Entidades Federativas y Municipiosò del Centro de Estudios de 
la Finanzas Públicas, así como en el Manual de Transferencias 
Federales para Municipios del Instituto Nacional para el Federalismo 
y el Desarrollo Municipal (INAFED) de la Secretaría de Gobernación. 
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acciones en este sentido se instrument aron con los 

recursos presupuestados en el Ramo 26. 

Los antecedentes de la lucha contra la pobreza se 

encuentran al inicio de la década 1990 cuando el 

gobierno federal acordó transferir a los estados y 

municipios el 23% de los recursos del Ramo 26 

òSolidaridad y Desarrollo Regionaló, porcentaje que 

subió al 65% para 1996. Este monto debía aplicarse 

primordialmente al combate a la pobreza; incluso, ese 

mismo año el Ramo 26 cambió su nombre por 

òSuperaci·n de la Pobrezaó. Los recursos se asignaban 

a través dos fondos: el Fondo de Desarrollo Social 

Municipal, destinado a obras y acciones de atención a 

la pobreza con impacto municipal, cubriendo 

principalmente servicios básicos como agua potable, 

alcantarillado, drenaje, electrificación, mejoramiento 

de la infra estructura, educación básica, de salud, 

construcción de caminos rurales, vivienda, abasto, 

proyectos productivos y para el desarrollo municipal; y 

el Fondo para el Desarrollo Regional y el Empleo, con 

recursos enfocados para financiar la conclusión de 

obras en proceso, para acciones prioritarias de 

desarrollo de los estados, constitución y capacitación a 

empresas regionales, apoyos para diversas actividades 

productivas de grupos sociales, acciones de vivienda, y 

para proyectos de desarrollo comunitario diri gidos a 

mujeres en condiciones de pobreza. Estos dos 

subfondos desaparecen en 1997, y para el PEF del 

ejercicio 1998 se determina que el Ramo 26 cambie 
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nuevamente de nombre, ahora por el de òDesarrollo 

Social y Productivo en Regiones de Pobrezaó. En el a¶o 

2000, el Ramo 26 desaparece debido a la integración 

paulatina de algunos de sus fondos y recursos al Ramo 

presupuestal 33; otros de sus programas se sumaron al 

presupuesto de la Sedesol. 

Un hecho influyente en el proceso de descentralización 

del gasto público federal se dio el 29 de diciembre de 

1997, cuando se publica en el Diario Oficial de la 

Federación la reforma a la LCF que adicionaba el 

Cap²tulo V òAportaciones Federales para Entidades 

Federativas y Municipios", figura que a su vez dio lugar 

a la creación del Ramo presupuestal 33, cuya 

incorporación al PEF y distribución de fondos iniciaría 

en el ejercicio fiscal de 1998. La iniciativa del 

ejecutivo para la creación de este ramo consideraba 

sólo tres fondos: el de Educación Básica, el de Servicios 

de Salud y el de Infraestructura Social Municipal. Sin 

embargo, la propuesta original se amplió y este tercer 

fondo se consolid· con el nombre òFondo de 

Aportaciones para la Infraestructura Socialó, al tiempo 

que se le integraron dos subcategorías: uno orientado a 

los municipios, el òFondo para la Infraestructura Social 

Municipaló; y el otro dirigido a los estados, el òFondo 

para la Infraestructura Social Estataló. 

Se aprobó, además, la creación de otros dos fondos 

destinados a la satisfacción de ciertas nece sidades 

municipales y de las demarcaciones territoriales del 
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Distrito Federal, dando paso al òFondo de Aportaciones 

para el Fortalecimiento de los  Municipios y del Distrito 

Federaló y al òFondo de Aportaciones M¼ltiplesó. As² 

mismo, al fondo original para  la educación básica se le 

incorporaron recursos, facultades y responsabilidades 

con el fin de impulsar la educación normal en las 

entidades federativas, denominándose entonces 

òFondo de Aportaciones para la Educaci·n B§sica y 

Normaló. 

En sus inicios, el Ramo 33 òAportaciones Federales 

para Entidades Federativas y Municipiosó se constituy· 

por cinco fondos:  

1. Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y 

Normal (FAEB) 

2. Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud 

(FASSA) 

3. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social 

(FAIS) dividido, a su vez, en dos: 

Å Fondo para la Infraestructura Social Estatal  

Å Fondo para la Infraestructura Social Municipal  

4. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de 

los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales 

del Distrito Federal (FORTAMUNDF) y 

5. Fondo de Aportaciones Múltiples (FAM) 
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En el año de 1999 se añadieron a las aportaciones otros 

dos fondos: el Fondo de Aportaciones para Seguridad 

Pública (FASP) y el Fondo de Aportaciones para 

Educación Tecnológica y de Adultos (FAETA), con la 

finalidad de conducir recursos hacia la atención de 

necesidades específicas en esos temas. En el año 2000 

se adiciona el Fondo de Aportaciones para el 

Fortalecimiento de las Entidades Federativas (FAFEF), 

destinado entr e otros propósitos a la inversión en 

infraestructura física y al saneamiento de las finanzas 

de las entidades federativas.  

Así, el Ramo presupuestal 33 está actualmente 

constituido por ocho Fondos:  

1. Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y 

Gasto Operativo91 (FANE) 

2. Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud 

(FASSA) 

3. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura  Social 

(FAIS), dividido en dos92:  

                                                 
91 El Artículo Tercero Transitorio de la Ley de Coordinación Fiscal, 
según su reforma publicada en el Diario Oficial de  la Federación el 9 
de diciembre de 2013, establece que el Fondo de Aportaciones para la 
Nómina Educativa entrará en vigor en el ejercicio fiscal 2015. 
92 Se ofrecen ambos nombres para cada fondo, ya que en diferentes 
párrafos de la Ley de Coordinación Fiscal, aparece indistintamente 
uno u otro.  
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Å Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social 

de las Entidades o Fondo para la Infraestructura 

Social de las Entidades (FISE) 

Å Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social 

Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del 

Distrito Federal o Fondo para la Infraestructura 

Social Municipal y de las Demarcaciones 

Territoriales del Dis trito Federal (FISMDF) 

4. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de 

los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales 

del Distrito Federal (FORTAMUNDF) 

5. Fondo de Aportaciones Múltiples (FAM), dividido en 

tres:  

Å Fondo para la para Asistencia Social 

Å Fondo para Infraestructura Educativa Básica 

Å Fondo para Infraestructura Educativa Superior  

6. Fondo de Aportaciones para la Educación 

Tecnológica y de Adultos (FAETA) 

7. Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de 

los Estados y del Distrito Federal (FASP) 

8. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de 

las Entidades Federativas (FAFEF) 
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Tales reformas asentadas en la LCF permitieron que el 

Ramo 33 concentrara conceptos de gasto social que 

habían estado dispersos en diferentes ramos del PEF y 

que se trasladaban a los gobiernos locales por la vía de 

convenios en educación, salud o infraestructura básica. 

Esto significó, además, un contexto de mayor 

certidumbre y posibilidad de planeación financiera 

para las entidades federativas y municipios debido a 

que en dicha ley se incluyeron aspectos relativos a la 

conformación de los fondos, a los mecanismos para su 

distribución, y a ciertas medidas de transparencia.  

La última reforma a la LCF, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 9 de dic iembre de 2013 y 

con vigencia a partir del 1 de enero de 2014, trajo 

consigo modificaciones importantes al Cap²tulo V òDe 

los Fondos de Aportaciones Federalesó, mismas que de 

alguna manera se han considerado ya en el cuerpo de 

este texto.  

A continuación se ofrece una breve descripción de los 

ocho fondos que al día de hoy conforman las 

òAportaciones Federales para Entidades Federativas y 

Municipiosó: 

1) Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y 

Gasto Operativo (FANE). Son recursos que dispone la 

Federación para los estados y el Distrito Federal, cuya 

finalidad es la atención de necesidades de educación 

básica y normal; para ello se considera el registro de 
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escuelas, la plantilla de personal, la calidad educativa, 

las aportaciones estatales a los sistemas de educación 

locales, así como las ampliaciones presupuestarias 

autorizadas. Para el Distrito Federal, estos recursos se 

otorgan a través del Ramo 25 del PEF. Su fundamento 

legal se encuentra en los artículos 26 a 28 dentro del 

Capítulo V de la LCF, así como en la Ley General de 

Educación Pública. 

2) Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud 

(FASSA). Son aportaciones de la Federación hacia los 

estados y el Distrito Federal que tienen como propósito 

cubrir gastos por servicios de salud. El fondo se 

distribuye de acuerdo a una fórmula considerando el 

inventario de infraestructura médica y de plantillas de 

personal, así como ampliaciones por concepto de 

incrementos salariales. Sus principales consideraciones 

se hallan en los artículos 29 al 31 de la LCF y en la Ley 

General de Salud. 

3) Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social 

(FAIS). Los recursos de este fondo deben destinarse 

exclusivamente a inversiones, obras y acciones sociales 

básicas que beneficien directamente a sectores de la 

población en condiciones de rezago social y pobreza 

extrema. Se subdivide en dos fondos: el Fondo para la 

Infraestructura Social Estatal (FISE) para obras y 

acciones de alcance o ámbito de beneficio regional o 

intermunicipal; y el Fondo para la Infraestructura 

Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales 
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del Distrito Federal (FISMDF) para el financiamiento de 

obras para agua potable, alcantarillado, drenaje y 

letrinas, urbanización, electrificación rural y de 

colonias pobres, infraestructura básica del sector salud 

y educativo, mejoramiento de vivienda, así como 

mantenimiento de infraestructura, según el catálogo 

de acciones señalado en los Lineamientos del Fondo 

emitidos por la Sedesol93.  Los montos a distribuir se 

determinan anualmente en el PEF tomando como 

referencia el 2.5294% de la RFP estimado en la Ley de 

Ingresos de la Federación para ese ejercicio, de los 

cuales el 0.3066% le corresponde al FISE, y el 2.2228% 

al FISMDF. Para destinar los recursos, es necesario 

identificar la proporción que guarda  cada estado 

respecto de la pobreza extrema a nivel nacional; para 

ello se toman como referente cinco necesidades 

básicas: ingreso per cápita del hogar, nivel educativo 

promedio por hogar, disponibilidad de espacio de la 

vivienda, disponibilidad de drenaje  y disponibilidad de 

electricidad/combustible para cocinar. En la Ley de 

Coordinación Fiscal, su fundamento se encuentra 

básicamente en los artículos 32 al 35. Por ser medular 

para la investigación, el FISMDF y sus particularidades 

se abordan en el Capítulo 3 de este documento.  

                                                 
93  Para mayores detalles consúltese, en el Anexo 5 de este 
documento, la nota técnica relativa a los Lineamientos generales para 
la operación del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura 
Social, publicada el 14 de febrero de 2014 en el Diario Oficial de la 
Federación. 
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4) Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de 

los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del 

Distrito Federal (FAFM o FORTAMUN). Son aportaciones 

de la Federación que se utilizan primordialmente para 

atender necesidades relativas a la seguridad pública de 

los ciudadanos, así como coadyuvar en el cumplimiento 

de las obligaciones financieras de los municipios y 

demarcaciones territoriales del Distrito Federal. La 

distribución por parte de las entidades federativas 

hacia sus municipios o demarcaciones territoriales será, 

en términos generales, en proporción directa al 

número de habitantes con que cuente cada uno de 

ellos. Son los artículos 36 al 38 de la LCF los que 

esencialmente regulan este fondo.  

5) Fondo de Aportaciones Múltiples (FAM). Este fondo 

tiene dos vertientes: una para la asistencia social y la 

otra para educación. En el primer caso, los recursos se 

etiquetan como òAportaciones para Asistencia Socialó; 

se canalizan a través de los sistemas estatales para el 

Desarrollo Integral de la Familia (DIF) y se destinan a 

conceptos de asistencia social para la población en 

condiciones de pobreza extrema o desamparo, tales 

como desayunos escolares y apoyos alimentarios. Para 

el caso de la educación existen dos subfondos: el de 

Infraestructura Educativa Básica y el de Infraestructura 

Educativa Superior; en ambos casos, los recursos deben 

aplicarse a la construcción, equipamiento y 

rehabilitación de infraestructura física. Sus principales 

ordenanzas están en los artículos 39 al 41 de la LCF. 
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6) Fondo de Aportaciones para Educación Tecnológica y 

de Adultos (FAETA). Son aportaciones federales que se 

otorgan a las entidades federativas para prestar 

servicios de educación tecnológica y de adultos, 

operándose de acuerdo a convenios para la 

transferencia de los recursos humanos, materiales y 

financieros que sean necesarios para ofrecer dichos 

servicios a la población. Su asignación debe considerar 

prioridades concretas que permitan abatir el rezago en 

alfabetización, educación básica y formación para el 

trabajo. Su fundamento legal se halla en los artículos 

42 y 43 de la LCF. 

7) Fondo de Aportaciones para Seguridad Pública de los 

Estados y del Distrito Federal (FASP). Estos recursos se 

transfieren a las entidades federativas y deben 

destinarse exclusivamente al reclutamiento, selección, 

formación y evaluación de los recursos humanos 

vinculados con las funciones de seguridad pública; a la 

construcción, mejoramiento o ampliación de las 

instalaciones para la procuración e impartición de 

justicia, la readaptación social y de menores 

infractores; así como a la operación de la red nacional 

de telecomunicaciones e informática para la seguridad 

pública y el servicio telefónico nacional de emergencia. 

Los montos asignados se determinan anualmente en el 

PEF de acuerdo a los criterios que el Consejo Nacional 

de Seguridad Pública determine, considerando el 

número de habitantes, índice de ocupación 

penitenciaria, tasa de crecimiento de indiciados y 
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sentenciados, y avance en materia de 

profesionalizaci ón, equipamiento, modernización 

tecnológica e infraestructura. Los artículos 44 y 45 de 

la LCF refieren mayores especificaciones sobre la 

operación de este fondo.  

8) Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de 

las Entidades Federativas (FAFEF). Integrado al Ramo 

33 como el octavo fondo a partir del año 2007, sus 

recursos tienen como antecedente el òPrograma de 

Apoyo para el Fortalecimiento de las Entidades 

Federativasó. De acuerdo a su fundamento en los 

artículos 46, 47 y 48 de la LCF, al menos el 50% de 

estos recursos debe aplicarse a inversión física, 

estudios y evaluación de proyectos de infraestructura; 

otros fines son la amortización de deuda pública, 

modernización de los catastros y de los sistemas de 

recaudación locales, el fortalecimiento de los  

proyectos de investigación científica y desarrollo 

tecnológico, así como su inversión en beneficio de los 

sistemas de protección civil en los estados.  

Con la creación del Ramo 33 se otorgó a las entidades 

federativas, municipios y demarcaciones territoria les 

del Distrito Federal, más certidumbre en cuanto a la 

disposición de recursos, así como mayores 

responsabilidades sobre el uso y vigilancia de los 

mismos. En el siguiente capítulo se tratarán las 

particularidades del Fondo para la Infraestructura 

Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales 
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del Distrito Federal (FISMDF), como un instrumento 

para coadyuvar en la disminución de las condiciones de 

rezago social de la población.   
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CAPÍTULO  3

3. EL FISMDF COMO INSTRUMENTO CONTRA EL 
REZAGO SOCIAL  

La conformación del Ramo presupuestal 33, 

Aportaciones Federales para Entidades Federativas y 

Municipios, se distingue como un importante cambio en 

el proceso de descentralización del gasto público. El 

destino de estos recursos ha sido definido por la 

Federación para su ejercicio en acciones de asistencia 

social, educación, salud, seguridad pública e 

infraestructura social básica, preponderantemente. Su 

regulación se encuentra en la Ley de Coordinación 

Fiscal, específicamente en el Capítulo V relativo a los 

Fondos de Aportaciones Federales. Partiendo de la 

premisa de que es la propia comunidad y sus 

autoridades quienes conocen con mayor claridad lo que 

sus habitantes requieren, los recursos de las 

aportaciones federales se etiquetan y transfieren a los 
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gobiernos estatales y, en su caso, a los municipales, 

asumiéndose que un gobierno local posee mayor 

capacidad de supervisión y atención sobre la rendición 

de cuentas por los montos allí invertidos. El Ramo 33 

incluye el Fondo de Aportaciones para la 

Infraestructura Social que se destina tanto a obras de 

circunscripción estatal como municipa l. El Fondo para 

la Infraestructura Social de las Entidades se ocupa de 

las primeras, mientras que el Fondo para la 

Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones 

Territoriales del Distrito Federal (FISMDF) se focaliza 

en las segundas. La esencia de este Fondo es el 

propósito eminentemente social que le caracteriza, de 

manera que sus recursos únicamente han de aplicarse a 

determinados conceptos que incidan en un beneficio 

directo para la población con características de rezago 

social. En este capítulo se hace una exposición relativa 

al tema de los municipios para posteriormente referir 

la fundamentación legal del FISMDF, así como sus 

criterios, propósito y vigilancia, en relación a los 

indicadores que deben orientar su ejercicio, 

particularmente el Grado de Rezago Social (GRS) 

determinado por el Consejo Nacional de Evaluación de 

la Política de Desarrollo Social (Coneval).  
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3.1. El municipio en la República mexicana  

La Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos (CPEUM), en su artículo 115 dentro del 

T²tulo Quinto òDe los Estados de la Federaci·n y del 

Distrito Federaló, precisa que es el municipio la base 

de la división territorial y de la organización polí tica y 

administrativa de los estados que integran la 

Federación mexicana94.  

El sistema federal mexicano tiene dos órdenes 

constitucionales: el federal, bajo la definición de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

y el local, apegado a la Constitución expedida por cada 

entidad federativa. La soberanía popular es el origen 

de la voluntad del poder constituyente que crea los 

poderes que, a su vez, ejercen aquélla al interior de 

los estados, siempre guardando los límites del pacto 

federal que los propios estados han suscrito95.  Las leyes 

locales prevén la libertad de los municipios, así como 

la no existencia de autoridades intermedias entre éstos 

y los estados; mayores especificaciones al respecto se 

hallan en las leyes orgánicas o los códigos municipales. 

Esta legislación resulta medular en la regulación que 

debe seguirse al interior de cada estado de la 

República. 

                                                 
94 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, Diario Oficial de la 
Federación, 17 de junio de 2014. 
95  J. Eduardo Andrade, Derecho municipal  (México: Oxford 
University Press, 2006).  
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El concepto òmunicipioó puede definirse como el 

òconjunto de habitantes de un mismo t®rmino 

jurisdiccion al, regido por un ayunta mientoó96. En un 

acercamiento más bien jurídico se encuentra que 

municipio es la organización político -administrativa 

que sirve de fundamento a la división territorial y 

organización política de los estados miembros de una 

Federación 97 . Respecto a las subdivisiones de los 

municipios, cada ordenamiento local otorga diferentes 

nombres a las unidades en que se haya dividido. 

Algunos ejemplos son ciudades, villas, pueblos o 

congregaciones. 

Según lo establece el mismo artículo 115 de la CPEUM, 

cada municipio será gobernado por un ayuntamiento o 

comuna de elección popular directa. El Ayuntamiento 

puede ser identificado como un cuerpo edilicio 

colegiado que se integra por un presidente municipal y 

el número de regidores y síndicos determinados por la 

ley. El presidente m unicipal, también conocido 

popularmente como alcalde, es quien preside el 

Ayuntamiento. El síndico es usualmente el 

representante jurídico del Ayuntamiento mientras que 

los regidores son los encargados de gobernar y 

administrar, como cuerpo colegiado, al m unicipio. El 

Cabildo es el órgano deliberativo del Ayuntamiento 

                                                 
96 Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española , 
vigésima segunda edición (España: Espasa, 2001). 
97  Instituto de Investigaciones Jurídicas, Diccionario jurídico 
mexicano, séptima edición (México, Porrúa-UNAM, 1994). 
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conformado por la reunión de ediles y del Secretario 

que da fe; de manera colegiada, se resuelven los 

asuntos relativos al ejercicio de sus atribuciones y se 

toman las decisiones pertinentes 98.  

En virtud de que los municipios han sido òéinvestidos 

de personalidad jur²dicaéó99 ,  se les confiere la 

característica de ser sujetos de derechos (facultades o 

atribuciones) y obligaciones. Algunas atribuciones del 

Ayuntamiento -como órgano de gobierno del municipio - 

son elaborar, aprobar, ejecutar y publicar el Plan 

Municipal de Desarrollo; o recibir las participaciones y 

aportaciones federales de acuerdo a lo que anualmente 

determine el Congreso del Estado. 

Se habla de patrimonio del municipio cuando se al ude 

a todo tipo de bienes materiales o inmateriales que a 

él le pertenece n y sobre los que tiene dominio 100 .  

Referente a la hacienda municipal, de acuerdo a la 

fracción IV del artículo 115 constitucional, ésta se 

conforma por los rendimientos de los bienes 

pertenecientes al municipio, así como de las 

                                                 
98  Artículo 2 del Código Hacendario Municipal para el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, disponible en: 
http://docs.mexico.justia.com.s3.amazonaws.com/estatales/veracru
z/codigo-hacendario-municipal -para-el-estado-de-veracruz-
llave.pdf, consultado el 19 de septiembre de 2013. 
99 Artículo 115 fracción II de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
100 Jorge Adame, El Derecho municipal en México. El municipio, 
base fundamental del federalismo en México (México: Porrúa, 
2009).  
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contribuciones y otros ingresos que las legislaturas 

establezcan a su favor. La hacienda pública municipal 

representa, de alguna manera, la parte líquida del 

patrimonio municipal.  

Aludiendo a la entidad veracruza na, de acuerdo a los 

artículos 17 y 18 del Código Hacendario para el Estado 

de Veracruz de Ignacio de la Llave, los ingresos 

municipales son las percepciones en dinero, especie, 

crédito, servicios o cualquier otra forma que 

incremente la Hacienda Municipal  y que se destine al 

gasto público; la Ley de Ingresos estima el monto 

global de los ingresos municipales que se obtendrá 

durante el ejercicio fiscal de que se trate, por 

concepto de recaudación de contribuciones 

municipales, productos y aprovechamientos, 

transferencias de recursos por concepto de 

participaciones y aportaciones federales, y los demás 

que establezca el Código Hacendario Municipal. 

En este caso se concede especial atención a las 

aportaciones federales, catalogadas por los 

ayuntamientos como Fondos de Aportaciones 

Especiales, que se detallan en el Presupuesto de 

Egresos de la Federación con el fin de apoyar la 

provisión de servicios y obra pública a cargo de estados 

y municipios, lo cual se concretó en el Capítulo V de la 

Ley de Coordinación Fiscal denominado òDe los Fondos 
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de Aportaciones Federalesó. Quintana101 considera que, 

de estos fondos, los más significativos son el Fondo de 

Infraestructura Social Municipal (actualmente FISMDF) 

y el Fondo Aportaciones para el Fortalecimiento de los 

Municipios (FAFM). 

En contraparte a la Ley de Ingresos municipal, el 

Presupuesto de Egresos para el municipio contempla 

las actividades, las obras y la provisión de servicios 

públicos previstos en los programas a cargo de las 

dependencias municipales, así como los criterios 

especiales para su ejercicio y control. Este Presupuesto 

de Egresos es aprobado por el Cabildo con base en los 

ingresos disponibles para cada ejercicio fiscal 102.  

Junto con estos documentos financieros se debe 

preparar la Cuenta Pública Municipal, que consiste en 

el registro detallado tanto de los ingresos, como del 

ejercicio del presupuesto. Lleva consigo el soporte 

documental que comprueba la recepción y la salida  de 

los recursos, justificándose ésta en apego a los planes y 

programas autorizados. La cuenta pública se rinde 

anualmente ante la Legislatura de cada entidad 

federativa en virtud de que, por mandato 

                                                 
101 Carlos Quintana, Derecho Municipal (México: Porrúa, 2008).  
102 Artículo 300 del Código Hacendario Municipal para el estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave. Para mayor detalle sobre el 
Presupuesto de Egresos y el Gasto Público, puede consultarse el 
Títul o II de este Código. 
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constitucional 103,  aquélla tiene facultad para revisar y 

f iscalizar las cuentas públicas de los ayuntamientos, 

asistida por el Órgano de Fiscalización Superior de ese 

orden de gobierno. De encontrarse que los recursos 

públicos no se hubiesen ejercido en apego a los fines 

autorizados, el Congreso local deberá comunicarlo en 

forma inmediata a la Auditoría Superior de la 

Federación (ASF) de la Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión, para las acciones procedentes. 

 

3.2. El Fondo para la Infraestructura Social Municipal 

y de las Demarcaciones Territoriales del Di strito 

Federal (FISMDF) 

3.2.1. Marco legal  

El FISMDF es una aportación federal condicionada que 

se entrega a los municipios, derivada del esquema de 

transferencias del Sistema Nacional de Coordinación 

Fiscal104. Hasta 2013 estos recursos se denominaron 

como òFondo de Infraestructura Social Municipaló 

(FISM)105  y se destinaban a proyectos, obras o acciones 

locales destinados a combatir el rezago social para 

                                                 
103 Artículo 115, fracción IV de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
104  Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Ley de 
Coordinación Fiscal , Diario Oficial de la Federación, 9 de diciembre 
de 2013, México. 
105 A lo largo del texto puede encontrarse la denominación FISMDF o 
FISM para referir el mismo Fondo.  
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beneficiar directamente a las comunidades de cada 

municipio en rubros relativos a òéagua potable, 

alcantarillado, drenaje y letrinas, urbanización 

municipal, electrificación rural y de colonias pobres, 

infraestructura básica de salud, infraestructura básica 

educativa, mejoramiento de vivienda, caminos rurales, 

e infraestructura productiva rural.ó 106 A partir d e la 

reforma aplicable para 2014 107, los recursos del FISMDF 

deben asignarse exclusivamente al financiamiento de 

obras y acciones sociales básicas e inversiones que 

beneficien directamente a población en pobreza 

extrema, localidades con alto o muy alto nivel  de 

rezago social y en las zonas de atención prioritaria en 

materia de òéagua potable, alcantarillado, drenaje y 

letrinas, urbanización, electrificación rural y de 

colonias pobres, infraestructura básica del sector salud 

y educativo, mejoramiento de vivien da, así como 

mantenimiento de infraestructura, conforme a lo 

señalado en el catálogo de acciones establecido en los 

Lineamientos del Fondo que emita la Secretaría de 

Desarrollo Social.ó108  

                                                 
106 Artículo 33 de la Ley de Coordinación Fiscal, vigente hasta el 31 de 
diciembre de 2013. 
107 Consúltese la Nota técnica en el Anexo 5, sobre los Lineamientos 
generales para la operación del Fondo de Aportaciones para la 
Infraestructura Social.  
108 Artículo 33 de la Ley de Coordinación Fiscal, reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 9 de diciembre de 2013. 
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A continuación se presenta el fundamento legal del 

FISMDF, refiriendo primero ordenamientos federales 

para continuar con algunos de aplicación local.  

 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Es preciso iniciar las consideraciones sobre el marco 

legal de este Fondo teniendo como fundamento la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

(CPEUM) 109. En su artículo 25, la carta magna señala 

que corresponde al Estado la rectoría del desarrollo 

nacional para garantizar que éste sea integral y 

sustentable, que fomente el crecimiento económico y 

que a través de una más justa distribución del ingreso y 

la riq ueza, se de paso al pleno ejercicio de la libertad 

y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales. 

El artículo 26 estipula la existencia de un plan nacional 

de desarrollo, el cual será reflejo de las aspiraciones y 

demandas de la sociedad. El Plan Nacional de 

Desarrollo se realiza cada seis años y a éste deben 

concurrir los objetivos de las políticas públicas y lo 

concerniente a los recursos públicos de un ejercicio 

fiscal, lo cual se ve reflejado tanto en la Ley de 

                                                 
109 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, Diario Oficial de la 
Federación, reforma publicada el 17 de junio de 2014. 
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Ingresos de la Federación como en el Presupuesto de 

Egresos de la Federación110.  

En el tenor del federalismo fiscal abordado en el 

primer capítulo y del Sistema Nacional de Coordinación 

Fiscal atendido en el segundo, conviene referir los 

artículos 40 y 41 de esta misma Constitución donde se 

señala la conformación una República compuesta de 

estados libres y soberanos en su régimen interior pero 

unidos en una Federación, determinándose que el 

pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes 

de la Unión y los de los estados, sin que esto 

contravenga las disposiciones del Pacto Federal. 

Referente a la vigilancia de los recursos del FISMDF, el 

artículo 79 de la carta magna ordena, a través de la 

entidad de fiscalización superior de la Federación, 

realizar auditorías sobre el desempeño en el 

cumplimiento de los objetivos contenidos en los 

programas federales, así como fiscalizar directamente 

los recursos provenientes de la Federación que 

administren o ejerzan las entidades federativas y los 

municipios o demarcaciones territoriales (con 

excepción de las participaciones federales). En cuanto 

a las responsabilidades de los servidores públicos, el 

artículo 108 incluye ahora a los integrantes de los 

ayuntamientos como responsables en caso de que 

                                                 
110 Mariani, El gasto público y su normatividad . 



 

Transferencias  gubernamentales  como  instrumento  de  política  presupuestaria   

en  materia  de  infraestructura  social  básica 

 

 

 

91 

exista manejo y aplicación indebidos de los f ondos y 

recursos federales111. 

El artículo 115 constitucional, precisión legal para la 

existencia del municipio, establece que los estados 

tendrán como base de su división territorial y de su 

organización política y administrativa el municipio libre, 

investido de per sonalidad jurídica y con la prerrogativa 

de manejar libremente su patrimonio conforme a la ley 

y ejercer los recursos que integran la hacienda 

municipal en forma directa por los ayuntamientos; en 

este tenor, se establece que las legislaturas de los 

estados aprobarán las leyes de ingresos de los 

municipios, y revisarán y fiscalizarán sus cuentas 

públicas. Se determina además que los municipios 

están facultados para formular, aprobar y administrar 

los planes de desarrollo urbano municipal.  

En el artículo 116 se establece que las legislaturas de 

los estados deben contar con entidades estatales de 

fiscalización, las cuales son órganos con autonomía 

técnica y de gestión cuyas funciones se desarrollan 

conforme a los principios de posterioridad, anualidad, 

legalidad, imparcialidad y confiabilidad 112.  

                                                 
111 Párrafo reformado en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
17 de junio de 2014. 
112 Párrafo adicionado a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos el 24 de agosto de 2009. 
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En cuanto al uso de los recursos, preeminente es el 

artículo 126 constitucional por su contundencia en la 

prohibición de realizar pago alguno que no esté 

comprendido en el PEF. A su vez, el artículo 134 

sentencia que los recursos económicos de que 

dispongan la Federación, los estados y los municipios 

para el ejercicio del gasto público se administrarán con 

eficiencia 113 , eficacia 114 ,  economía, transparencia y 

honradez para satisfacer los objetivos a los que están 

destinados, y que los resultados de su ejercicio serán 

evaluados por las instancias técnicas que establezcan 

tanto la Federación como los estados, para propiciar 

que los recursos económicos se hayan asignado 

conforme a las anteriores cualidades. Así mismo, este 

artícul o dispone que los servidores públicos de los tres 

niveles de gobierno tienen en todo tiempo la obligación 

de aplicar con imparcialidad los recursos públicos que 

están bajo su responsabilidad, sin propiciar sesgos en 

la competencia entre los partidos políti cos. 

 

 

                                                 
113 Término definido como el ejercicio del Presupuesto de Egresos en 
tiempo y forma, en los términos de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y demás disposiciones aplicables. 
114 Como se especificó en el Capítulo 1, el término eficacia se 
interpreta, en este texto, como el logro de los objetivos y las metas 
programadas en un ejercicio fiscal, en los términos de la Ley Federal 
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y demás disposiciones 
aplicables. 
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Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria 

La Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria (LFPRH) entra en vigencia en el año 2006, 

abrogando la antigua Ley de Presupuesto, Contabilidad 

y Gasto Público Federal. Inicia destacando que los 

sujetos obligados por esta ley deben observar que la 

administración de los recursos públicos federales se 

realice con base en criterios de legalidad, honestidad, 

eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, 

austeridad, transparencia, control, rendición de 

cuentas y equidad de género; y que la ASF fiscalizará 

su estricto cumplimiento conforme a las atribuciones 

que le confieren la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y la Ley de Fiscalización Superior de 

la Federación115. 

Esos once criterios se amplían con los definidos en el 

artículo 134 de  la  Constitución federal respecto a 

adquisiciones, prestación de servicios y contratación de 

obra, que aseguren al Estado las mejores condiciones 

en relación a precio, calidad, financiamiento, 

oportunidad e imparcialidad. Es así como se completan 

16 principios que deben observarse en cuanto a la 

aplicación del gasto público 116,  y que para el caso de 

los programas de beneficio directo a grupos sociales, 

                                                 
115 Artículo 1 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria. 
116 Mariani, El gasto público y su normatividad . 
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deberán regir su ejercicio de manera que la asignación 

de recursos se establezca sobre pautas de carácter 

redistributivo que procure la equidad entre regiones 117.  

En la fracción XII de su segundo artículo, ofrece una 

descripción sobre la eficiencia en el ejercicio del gasto 

público como el hecho de ejercer el Presupuesto de 

Egresos en tiempo y forma, en los térmi nos de esta 

LFPRH y demás disposiciones aplicables. En su fracción 

XXVII define el Gasto programable como las 

erogaciones que la Federación realiza en cumplimiento 

de sus atribuciones conforme a los programas para 

proveer a la población de bienes y servici os públicos. 

En las fracciones XXXVIII y XXXIX se especifica que los 

Programas de inversión son las acciones que implican 

erogaciones de gasto de capital destinadas tanto a 

obra pública en infraestructura como a la adquisición o 

modificación de inmuebles, adquisiciones de bienes 

muebles y rehabilitaciones que impliquen un aumento 

en la capacidad o vida útil de los activos de 

infraestructura e inmuebles; y  que los Proyectos de 

inversión son las acciones que implican erogaciones de 

gasto de capital destinada s a obra pública en 

infraestructura. Las fracciones XL y XLIII del mismo 

artículo dos, refieren el concepto de Ramo a la 

previsión de gasto con el mayor nivel de agregación en 

el Presupuesto de Egresos; y de Ramos generales a 

                                                 
117 Artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria. 
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aquéllos cuya asignación de recursos se prevé en el 

Presupuesto de Egresos y que no corresponden al gasto 

directo de las dependencias pero que su ejercicio sí 

está a cargo de ellas. En su fracción XLV, define las 

Reglas de operación como las disposiciones a las que se 

sujetan determina dos programas y fondos federales 

con el objeto de otorgar transparencia y asegurar la 

aplicación eficiente, eficaz, oportuna y equitativa de 

los recursos públicos asignados a los mismos. Acorde a 

la fracción XLVIII, Responsabilidad hacendaria es la 

observancia de los principios y las disposiciones tanto 

de esta ley como de la Ley de Ingresos, del 

Presupuesto de Egresos y de los demás ordenamientos 

jurídicos aplicables que procuren el equilibrio 

presupuestario, la disciplina fiscal y el cumplimiento 

de las metas que apruebe el Congreso de la Unión. El 

Sistema de Evaluación del Desempeño es definido en la 

fracción LI como el conjunto de elementos 

metodológicos con los que se realiza una valoración 

objetiva del desempeño de los programas bajo los 

principios de verificación del cumplimiento de metas y 

objetivos, con base en indicadores estratégicos y de 

gestión que permitan conocer el impacto social de los 

programas y de los proyectos. 

La LFPRH, en su T²tulo Cuarto òDel Gasto Federal en 

las Entidades Federativasó, aborda en su Capítulo I el 

tema de los recursos transferidos a las entidades 

federativas. El artículo 82 señala que pueden 

transferirse recursos presupuestarios a las entidades 
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federativas con el objeto de descentralizar o reasignar 

la ejecución de funci ones, programas o proyectos 

federales; para ello, deben observarse diversos 

lineamientos como la calendarización eficiente de la 

ministración de los recursos hacia los estados; la 

inclusión de criterios que aseguren transparencia en la 

distribución, aplica ción y comprobación de recursos; la 

observancia de las prioridades determinadas por las 

entidades federativas para alcanzar los objetivos 

pretendidos; y que la Auditoría, en los términos de la 

Ley de Fiscalización Superior de la Federación, debe 

acordar con los órganos técnicos de fiscalización de las 

legislaturas locales, las reglas y procedimientos 

aplicables para el ejercicio de los recursos públicos 

federales.  

Dentro del Cap²tulo II òDe la regionalizaci·n del gastoó 

de esta misma ley, el artículo 84 det ermina que toda 

erogación incluida en el Presupuesto de Egresos para 

proyectos de inversión, debe tener un destino 

geográfico específico.  

El Cap²tulo III òDe la Transparencia e Informaci·n sobre 

el ejercicio del gasto federalizadoó estipula que los 

recursos transferidos a los estados, y de éstos a los 

municipios, son objeto de evaluación con base en 

indicadores estratégicos y de gestión, por parte de 

instancias técnicas independientes de acuerdo a los 

ordenamientos de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público (SHCP). Se prescribe también informar al 
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Ejecutivo federal a más tardar a los 20 días naturales 

posteriores a la terminación de cada trimestre, sobre 

el destino y resultados obtenidos de los recursos 

federales que les hayan sido transferidos, haciéndo se 

mención particular sobre el ejercicio de los recursos de 

los Fondos de Aportaciones Federales a que se refiere 

el Capítulo V de la LCF. La SHCP debe publicar dicha 

información en su página electrónica; así mismo, las 

entidades federativas y los municipi os tienen el 

compromiso de dar a conocer estos informes en los 

órganos locales oficiales de difusión, y ponerlos a 

disposición del público en general a través de sus 

respectivas páginas electrónicas u otros medios, en los 

tiempos para ello determinados.  

El Título VI de la LFPRH trata sobre la información, 

transparencia y evaluación, advirtiendo en su artículo 

106 que el manejo de los recursos públicos federales 

deberá apegarse a las disposiciones establecidas en la 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública Gubernamental (LFTAIPG) y que los ejecutores 

del gasto serán responsables de remitir oportunamente 

a la SHCP los datos pertinentes para la integración de 

los informes trimestrales. El numeral 110 relativo a la 

evaluación, manda al Coneval coordinar las 

evaluaciones en materia de desarrollo social en los 

términos dispuestos en la Ley General de Desarrollo 

Social (LGDS). Esa evaluación del desempeño debe 

realizarse conforme a la verificación del grado de 

cumplimiento de objetivos y metas,  con base en 
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indicadores estratégicos y de gestión que permitan 

conocer los resultados de la aplicación de los recursos 

públicos federales. Todas las evaluaciones deberán 

hacerse públicas. 

Finalmente, el Título Séptimo que versa sobre las 

sanciones e indemnizaciones, especifica que los actos u 

omisiones que denoten el incumplimiento a los 

preceptos en esta materia, implicarán sanciones a los 

servidores públicos que incurran, entre otros casos, en 

el  daño o perjuicio a la Hacienda pública Federal; que 

no cumplan con las disposiciones generales en materia 

de programación, presupuestación, ejercicio, control y 

evaluación del gasto público federal; que no lleven los 

registros presupuestarios y contables con información 

confiable y veraz; o que realicen acciones  u omisiones 

que impidan el ejercicio eficiente, eficaz y oportuno 

de los recursos y el alcance de los objetivos y metas 

establecidos. En el mismo sentido, se establece que los 

servidores públicos y las personas físicas o morales que 

causen daño o perjuici o estimable en dinero a la 

Hacienda Pública Federal o al patrimonio de cualquier 

ente autónomo o entidad, serán responsables del pago 

de la indemnización correspondiente 118 . Acaso 

convendr²a ponderar el t®rmino òestimableó. 

 

                                                 
118 Artículo 115 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria. 
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Ley de Coordinación Fiscal 

Es preponderante referir la L ey de Coordinación Fiscal 

(LCF) 119  ya que determina los fundamentos de las 

relaciones financieras y fiscales òé de la Federaci·n 

con las entidades federativas, así como con los 

municipios y demarcaciones territorialeséó120. 

En sus dos capítulos iniciales se aborda lo relativo a las 

Participaciones de las entidades federativas y 

municipios en los ingresos federales, así como lo 

referente al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, 

asunto que se han planteado ya en el segundo capítulo 

de este texto. El Capítulo III de la LCF trata sobre la 

colaboración administrativa entre las entidades y la 

Federación, mientras que el Capítulo IV lo hace sobre 

los Organismos en materia de coordinación, destacando 

la participación del gobierno federal y la de los estados 

en el desarrollo, vigilancia y perfeccionamiento del 

Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. 

El Cap²tulo V òDe los Fondos de Aportaciones Federalesó 

es ciertamente el primordial para esta investigación. 

                                                 
119 Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de 
diciembre de 2013, con vigencia a partir del 1 de enero de 2014. 
120 Artículo 1 de la Ley de Coordinación Fiscal. Cabe mencionar los 
datos sobre el número de municipios (2,440) y delegaciones del 
Distrito Federal (16), tomado del Inst ituto Nacional para el 
Federalismo y el Desarrollo Municipal, Enciclopedia de los 
municipios y delegaciones de México, disponible en: 
http://www.inafed.gob.mx/work/enciclopedia/, consultado el 11 de 
octubre de 2013. 
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Es el último de la LCF y comienza en el artículo 25 para 

finalizar con el 51. En el siguiente apartado de este 

trabajo se desglosan los criterios, propósito y vigilancia 

del FISMDF y se irá aludiendo a los artículos 

correspondientes de esta ley. Mientras tanto, no se 

omite resumir el conte nido de ese quinto capítulo.  

El artículo inicial del Capítulo V de la LCF señala los 

ocho fondos que incluyen los recursos que la 

Federación transfiere a las haciendas públicas de los 

estados, del Distrito Federal, y en su caso, de los 

municipios y las demarcaciones territoriales, 

condicionando su gasto a la consecución y 

cumplimiento de los objetivos que para cada tipo de 

aportación establece esta ley. Tales fondos so n121:  

I.Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y 

Gasto Operativo122; 

II.Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud; 

III. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura 

Social; 

                                                 
121 Artículo 25 de la Ley de Coordinación Fiscal. 
122 El Artículo Tercero Transitorio de la Ley de Coordinación Fiscal 
vigente establece que este fondo entrará en vigor en el ejercicio fiscal 
2015 y, en tanto, seguirán aplicándose las disposiciones 
correspondientes a la distribución del Fondo de Aportaciones para la 
Educación Básica y Normal (FAEB). 
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IV. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de 

los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales 

del Distrito Federal;  

V.Fondo de Aportaciones Múltiples;  

VI. Fondo de Aportaciones para la Educación 

Tecnológica y de Adultos; 

VII.Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de 

los Estados y del Distrito Federal; y  

VIII.Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de 

las Entidades Federativas. 

Evidentemente se destaca el numeral tres, Fondo de 

Aportaciones para la Infraestructura Social (FAIS), para 

el que el artículo 32 instruye determinar anualmente 

en el PEF, con recursos federales, un monto 

equivalente al 2.5294% de la Recaudación Federal 

Participable (RFP), con base en lo que al efecto 

establezca la Ley de Ingresos de la Federación para ese 

ejercicio. Del total de la RFP, el 0.3066% corresponde 

al Fondo para la Infraestructura Social Estatal (FISE) y 

el 2.2228% al Fondo para Infraestructura Social 

Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del 

Distrito Federal (FISMDF). Este Fondo debe enterarse a 

las entidades mensualmente por conducto de la 

Federación, y a los municipios y demarcaciones 

territoriales a través de aquéllas, de manera direc ta y 

expedita.  
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El artículo 33 determina que los recursos del Fondo de 

Aportaciones para la Infraestructura Social que reciban 

los estados y municipios se destinarán exclusivamente 

al financiamiento de obras, acciones sociales básicas y 

a inversiones que beneficien directamente a población 

en condiciones de pobreza extrema, localidades con 

alto o muy alto nivel de rezago social -conforme a lo 

previsto en la LGDS- y en las zonas de atención 

prioritaria, bajo las siguientes consideraciones: el 

Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social 

Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del 

Distrito Federal será para conceptos relativos a agua 

potable, alcantarillado, drenaje y letrinas, 

urbanización municipal, electrificación rural y de 

colonias pobres, infraestructura básica de salud, 

infraestructura básica educativa y mejoramiento de 

vivienda. El Fondo de Infraestructura Social para las 

Entidades se dispondrá para obras y acciones que 

beneficien preferentemente a la población de los 

municipios, demarcaci ones territoriales y localidades 

que presenten mayores niveles de rezago social y 

pobreza extrema en la entidad 123.  

Se establece también que las obras y acciones llevadas 

a cabo con los recursos del FAIS se deberán orientar 

preferentemente conforme al Informe anual de la 

situación de pobreza y rezago social de las entidades y 

                                                 
123  Se considera que dichas obras y acciones proporcionan un 
beneficio regional o intermunicipal.  
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sus respectivos municipios o demarcaciones 

territoriales que realice la Secretaría de Desarrollo 

Social (Sedesol), mismo que deberá publicarse en el 

Diario Oficial de la Federación a más tardar el último 

día hábil de enero.  

Respecto de dichas aportaciones, las entidades 

federativas, los municipios y  las demarcaciones 

territoriales deben hacer del conocimiento público -al 

menos a través de la página oficial de internet de cada 

entidad - los montos aplicados a cada obra o acción, su 

costo, ubicación, metas y beneficiarios; deben 

promover la participaci ón de las comunidades 

beneficiarias en el destino, aplicación, vigilancia de los 

recursos, así como en la programación, ejecución, 

control, seguimiento y evaluación de las acciones que 

se vayan a realizar; han de informar trimestralmente a 

sus habitantes sobre los avances del ejercicio de los 

recursos, y al término de cada ejercicio, sobre los 

resultados alcanzados124; se obligan a proporcionar a la 

Sedesol la información que el FAIS les sea requerida 

(en el caso de los municipios y de las demarcaciones 

terri toriales, lo harán por conducto de la entidad 

federativa); deben reportar trimestralmente a la 

Sedesol -a través de sus delegaciones estatales o 

instancia equivalente en el Distrito Federal - y a la 

                                                 
124 En los términos de la Ley General de Contabilidad Gubernamental 
conforme a los lineamientos de información pública del Consejo 
Nacional de Armonización Contable, por lo menos a través de la 
página oficial de internet de cada entidad federativa. 
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SHCP, acerca del seguimiento sobre el uso de los 

recursos del Fondo con base en el Informe anual sobre 

la situación de pobreza y rezago social de las entidades 

y sus respectivos municipios o demarcaciones 

territoriales; así como publicar en su página oficial de 

internet las obras financiadas con estos recursos 

(dichas publicaciones deberán contener la información 

del contrato bajo el cual se celebra, informes 

trimestrales de los avances y, en su caso, evidencias de 

conclusión); finalmente, se debe procurar que las 

obras que realicen con los recursos de los fondos sean 

compatibles con la preservación y protección del 

medio ambiente y que impulsen el desarrollo 

sustentable.  

La Sedesol deberá publicar un informe anual sobre la 

situación de pobreza y rezago social de las entidades, 

municipios y demarcaciones territoria les con base en lo 

que establece la LGDS para la medición de la pobreza; 

así mismo, proporcionará capacitación a las entidades 

y a sus respectivos municipios o demarcaciones 

territoriales sobre el funcionamiento del Fondo de 

Aportaciones para la Infraestru ctura Social Municipal y 

de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal 

(FISMDF), del Fondo de Aportaciones para la 

Infraestructura Social de las Entidades (FISE) y del 

Programa de Desarrollo Institucional Municipal y de las 

Demarcaciones Territor iales del Distrito Federal, en 

términos de lo establecido en los Lineamientos del 

Fondo que emita la Sedesol. 
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Por su parte, la SHCP generará un sistema geo 

referenciado para difundir -a través de su página 

oficial de internet - las obras financiadas con los 

recursos provenientes de este Fondo, incluyendo 

informes trimestrales de los avances y datos del 

contrato celebrado, así como las evidencias de 

conclusión, en su momento.  

La fórmula y procedimientos para la distribución del 

Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social 

hacia las entidades se especifican en el artículo 34 de 

esta LCF, considerando criterios de pobreza extrema. 

En este mismo artículo se establece que, para efectos 

de la formulación anual del Proyecto de Presupuesto 

de Egresos de la Federación, el Ejecutivo Federal -por 

conducto de la Sedesol- publicará, a más tardar el 15 

de agosto de cada año en el Diario Oficial de la 

Federación, las variables y fuentes de información para 

el cálculo de esa fórmula y dará a conocer los 

porcentajes de  participación que se asignarán a cada 

entidad.  

En este sentido, el artículo 35 determina que las 

entidades deben distribuir los recursos del Fondo 

mediante una fórmula que incluya la información más 

reciente difundida por el Coneval, sobre la pobreza 

extr ema a nivel municipal y de las demarcaciones 

territoriales, enfatizando así el carácter redistributivo 

de las aportaciones hacia aquellos municipios y 
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demarcaciones territoriales con mayor magnitud y 

profundidad de pobreza extrema.  

Se establece también que la Sedesol debe publicar en 

los primeros diez días de cada ejercicio fiscal, en el 

Diario Oficial de la Federación, las variables y fuentes 

de información disponibles para los municipios y las 

demarcaciones territoriales. Con base en esta 

información y de  acuerdo a los convenios establecidos 

con la Sedesol, las entidades calcularán las 

ministraciones del Fondo correspondientes a sus 

municipios y demarcaciones territoriales, publicándolas 

en sus respectivos órganos oficiales de difusión a más 

tardar el 31 d e enero del ejercicio fiscal aplicable, 

junto con la fórmula utilizada y su respectiva 

metodología, justificando cada elemento. Así mismo, 

dichos convenios deberán remitirse a la Sedesol con el 

fin de que ésta publique en su página oficial de 

internet, a m ás tardar el 31 de enero de ese ejercicio 

fiscal, las entregas de recursos acordadas. En caso de 

que así se requiera, la Sedesol podrá coadyuvar en el 

cálculo de la distribución del Fondo hacia el interior de 

la propia entidad federativa.  

Finalmente, este mismo artículo 35 estipula además 

que las entidades se obligan a entregar los recursos 

correspondientes a sus respectivos municipios y 

demarcaciones territoriales de acuerdo al calendario 

de enteros de la Federación hacia los estados, 

comunicándose dicha información a los gobiernos 
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locales mediante publicación en el órgano de difusión 

oficial de la entidad, a más tardar el día 31 de enero 

de cada ejercicio fiscal.  

Más adelante, en el artículo 48, se ordena que las 

entidades federativas envíen al Ejecutivo F ederal, por 

conducto de la SHCP, información sobre el ejercicio y 

destino de los recursos de las aportaciones federales, 

reportando tanto sus datos agregados como los de sus 

respectivos municipios (y demarcaciones territoriales), 

así como los resultados obtenidos por la aplicación del 

Fondo. Los datos consolidados deberán remitirse a más 

tardar a los 20 días naturales posteriores a la 

terminación de cada trimestre del ejercicio fiscal. En 

un mismo sentido, la SHCP incluirá estas referencias, 

por entidad, en  los informes trimestrales que deben 

entregarse al Congreso de la Unión125 y se pondrá dicha 

información a disposición pública a través de su página 

electrónica.  

En este artículo también se señala que las entidades 

federativas, los municipios y las demarcaci ones 

territoriales del Distrito Federal harán públicos los 

informes relativos al ejercicio del Fondo mediante sus 

respectivas páginas electrónicas de internet u otros 

medios locales de difusión. Así mismo, se puntualiza 

que las entidades federativas entera rán al ente 

ejecutor local del gasto, el presupuesto que le 

                                                 
125 Artículo  107 fracción I de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria. 
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corresponda en un plazo no mayor a cinco días hábiles, 

una vez recibida la ministración correspondiente de 

cada una de las aportaciones contenidas en el Capítulo 

V de esta Ley de Coordinación Fiscal.  

Por último, el artículo 49 ordena que los recursos del 

FAIS sean administrados y ejercidos por los gobiernos 

de las propias entidades federativas y de los municipios 

y las demarcaciones territoriales que las reciban, 

registrándolos como ingresos propios que se destinarán 

específicamente a los fines establecidos.  

 

Ley General de Contabilidad Gubernamental  

La Ley General de Contabilidad Gubernamental (LGCG) 

nace de la adición que se realiza al artículo 73 fracción 

XXVIII de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos el 7 de mayo de 2008. Mediante esta 

reforma se faculta al Congreso para expedir leyes en 

materia de contabilidad gubernamental que rijan los 

registros y la presentación homogénea de información 

financiera, de ingresos y egresos, así como patrimonial 

para la Federación, las entidades federativas, los 

municipios y demarcaciones territoriales, a fin de 

garantizar su armonización a nivel nacional.  

Esta ley propicia la comparabilidad de la información 

contable entre todos los niveles de  gobierno con la 

intención de superar la heterogeneidad conceptual, 
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normativa y técnica que ha prevalecido en los sistemas 

contables y de rendición de cuentas. El sistema de 

contabilidad gubernamental adquiere importantes 

características técnicas: se estab lecen los criterios y 

lineamientos generales para el registro contable de las 

operaciones financieras, así como para la emisión de 

información contable y de la Cuenta Pública para los 

tres órdenes de gobierno; se asume como premisa 

básica el registro y la valuación del patrimonio del 

Estado; se especifican los conceptos que deben 

integrar la Cuenta Pública, de manera que la 

información presupuestaria y programática se relacione 

con los objetivos y prioridades de la Planeación 

Nacional y Estatal; se prevé que las Cuentas Públicas 

federales y locales incluyan los resultados de la 

evaluación del desempeño, de conformidad con lo 

estipulado en las demás leyes aplicables. 

Bajo estas directrices, se pretende que todos los entes 

públicos dispongan de una contabilidad armónica y que 

el Poder Legislativo de cada orden de gobierno cuente 

con mejores elementos para fiscalizar el gasto público 

y dar seguimiento a sus registros contables. Se trata de 

construir una respuesta a la prioridad compartida por 

los ciudadanos para intentar evaluar con mayor certeza 

los resultados que arroje la gestión de sus gobernantes, 
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y que ésta sea un instrumento clave, permanente y 

recurr ente para la toma de decisiones 126.  

En su primer artículo, la LGCG establece su 

obligatoriedad òé para los poderes Ejecutivo, 

Legislativo y Judicial de la Federación, los estados y el 

Distrito Federal; los ayuntamientos de los municipios; 

los órganos político-administrativos de las 

demarcaciones territoriales del Distrito Federal; las 

entidades de la administraci ón pública paraestatal, ya 

sean federales, estatales o municipales y los órganos 

aut·nomos federales y estataleséó127.  

  

Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 

Federación 

La Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 

Federación (LFRCF) tiene ocho títulos. Para el caso de 

este documento, adquiere especial interés el tercero 

de ellos òDe la Fiscalizaci·n de Recursos Federales 

Administrados o Ejercidos por Órdenes de Gobierno 

Locales y por Particularesó que integra los art²culos 37, 

38 y 39. 

                                                 

126 Mauro Sánchez, Ley General de Contabilidad Gubernamental 
comentada (España: Eumed.net, 2009), disponible en: 
http://www.Eumed.net/libros 
gratis/2009c/592/LEY%20GENERAL%20DE%20CONTABILIDAD
%20GUBERNAMENTAL%20COMENTADA%20EXPOSICION%20D
E%20MOTIVOS.htm, consultado el 18 de octubre de 2013. 
127 Artículo 1 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental.  
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En los artículos 37 y 38 se establece, entre otros 

lineamientos, que la Auditoría Superior de la 

Federación fiscalice de manera directa los recursos 

federales que administren o ejerzan las entidades 

federativas y los municipios, exceptuando las 

participacio nes federales. Se contempla también la 

verificación del desempeño y la aplicación adecuada 

de los recursos que reciban las personas físicas o 

morales, públicas o privadas, por concepto de 

transferencias otorgadas por las entidades federativas 

y los municipios con cargo a recursos federales. Asunto 

importante es además la posibilidad de que la 

Auditoría Superior de la Federación celebre convenios 

con las legislaturas locales y las entidades de 

fiscalización superior, con el objeto de que colaboren 

con aquélla en la verificación de la aplicación correcta 

de los recursos federales recibidos. En un mismo 

sentido, se determina que el Programa para la 

Fiscalización del Gasto Federalizado tendrá por objeto 

fortalecer el alcance, profundidad, calidad y 

seguimiento de las revisiones realizadas por la 

Auditoría Superior de la Federación al ejercicio de los 

recursos federales -con excepción de las 

participaciones - que se transfieren a las entidades 

federativas y a los municipios.  

El artículo 39 de la LFRCF manda que, cuando se 

acredite la existencia de afectaciones a la Hacienda 

Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos 

federales o de las entidades paraestatales federales, 
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atribuibles a servidores públicos de las entidades 

federativas, municipios o de los órg anos político-

administrativos de las demarcaciones territoriales del 

Distrito Federal, la Auditoría Superior de la Federación 

formulará el pliego de observaciones procedentes y en 

su caso fincaría las responsabilidades administrativas, 

civiles, políticas y /o penales que resultasen, 

promoviendo el caso ante los órganos o autoridades 

competentes.  

Finalmente, se considera conveniente aludir al octavo 

y ¼ltimo t²tulo òContralor²a Socialó en sus art²culos 109 

y 110 para no restar importancia a que la Comisión de  

Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación de 

la Cámara de Diputados se dispone para recibir, de 

parte de la sociedad, las peticiones, solicitudes y 

denuncias fundadas y motivadas, las cuales podrían ser 

consideradas en el programa anual de auditorías, 

visitas e inspecciones; igualmente, la Comisión 

aceptaría opiniones, solicitudes y denuncias por parte 

de la sociedad civil, sobre los trabajos de fiscalización 

que ejerce la Auditoría Superior de la Federación con 

el fin de aportar en las mejoras sobre la revisión de la 

cuenta pública. Lo anterior es una contribución para 

incrementar los niveles de participación ciudadana en 

el importante proceso de la toma de decisiones de 

índole colectivo, con su consecuente impacto en l as 

políticas públicas del país. 

 



 

Transferencias  gubernamentales  como  instrumento  de  política  presupuestaria   

en  materia  de  infraestructura  social  básica 

 

 

 

113 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental  

La Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública Gubernamental (LTAIPG) tiene como punto de 

partida el derecho que posee toda persona al libre 

acceso a la información opor tuna128. Con base en ello, 

en los dos primeros artículos de esta ley se asienta su 

propósito de garantizar el acercamiento de todo 

individuo a la información en posesión de los Poderes 

de la Unión, de los órganos constitucionales autónomos 

o con autonomía legal, y de cualquier otra entidad 

federal, anotando que dicha información 

gubernamental es pública y los particulares pueden 

acceder a la misma en los términos que la ley señala.  

Se advierte relevante lo determinado en la LTAIPG en 

virtud de lo que los line amientos de transparencia 

significan, por ejemplo, implantar lo necesario para 

que todas las personas puedan acceder a la 

información pública en forma oportuna, transparentar 

el ejercicio de los recursos mediante información 

verificable y comparable, así c omo impulsar la 

contraloría ciudadana y favorecer la rendición de 

cuentas129.  

 

                                                 
128  Artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
129 Mariani, El gasto público y su normatividad . 
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Ley General de Desarrollo Social 

Con la Ley General de Desarrollo Social se concluye la 

referencia -a nivel federal - de la fundamentación legal 

del gasto público 130 en su aplicación específica para el 

FISMDF. La LGDS se divide en cinco títulos que abarcan 

85 artículos131.  El primero de ellos la declara como ley 

de interés social y establece un Sistema Nacional de 

Desarrollo Social del que forman parte los gobiernos 

municipales, de las entidades federativas y el federal; 

más adelante, en el Título IV de esta ley se habla del 

Sistema Nacional de Desarrollo Social como el 

mecanismo permanente de colaboración de los 

diferentes órdenes de gobierno para impulsar la 

descentralización de los recursos y acciones para el 

desarrollo social, la rendición de cuentas y el 

fortalecimiento del pacto federal.  

En el artículo dos se prohíbe cualquier práctica 

discriminatoria en la prestación de los bienes y 

servicios contenidos en los programas para el 

                                                 
130  Para profundizar sobre el gasto público y su normatividad, 
consúltese el recomendable estudio realizado por el autor Mariani 
Ochoa quien refiere, además, otros ordenamientos tales como la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; la Ley de Planeación; 
la Ley Federal de las Entidades Paraestatales; la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público; la Ley 
de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; así como 
otros documentos que completan el entorno jurídico primordial del 
gasto público. 
131 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Ley General 
de Desarrollo Social, Diario Oficial de la Federación, 7 de noviembre 
de 2013. 
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desarrollo social. El artículo tres enumera diversos 

principios a los que debe sujetarse la Política de 

Desarrollo Social, entre ellos el de la justicia 

distributiva por la que se garantiza que toda persona 

reciba de forma equitativa los ben eficios del 

desarrollo; la integralidad, que consiste en articular y 

complementar los programas y acciones que conjunten 

los diversos beneficios sociales dentro del marco de la 

Política Nacional de Desarrollo Social; la participación 

social mediante el der echo de las personas y 

organizaciones a intervenir individual o colectivamente 

en la formulación, ejecución y evaluación de las 

políticas, programas y acciones del desarrollo social; y 

la transparencia, por la que la información relativa al 

desarrollo social es pública, objetiva, oportuna, 

sistemática y veraz.  

Los numerales ocho y nueve refieren que toda persona 

o grupo social en situación vulnerable tiene derecho a 

recibir acciones y apoyos encaminados a disminuir su 

desventaja; y que los municipios, los g obiernos 

estatales y el Poder Ejecutivo Federal, en sus 

respectivos ámbitos, formularán y aplicarán políticas 

de tipo compensatorio y asistencial, así como 

oportunidades de desarrollo en beneficio de las 

personas y grupos sociales en situación de 

vulnerabi lidad, destinando los recursos presupuestales 

que sean necesarios y estableciendo metas 

cuantificables.  
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Respecto a la Política Nacional de Desarrollo Social, el 

artículo 11 enuncia objetivos como el fortalecimiento 

del desarrollo regional equilibrado, el acceso a los 

programas de desarrollo social con igualdad de 

oportunidades; así como el hecho de garantizar formas 

de participación social en la formulación, ejecución, 

evaluación y control de los programas de desarrollo 

social. 

Cabe resaltarse el artículo 14 cuyo contenido indica 

que la Política Nacional de Desarrollo Social debe 

incluir, cuando menos, las vertientes de superación de 

la pobreza a través de la educación, la salud, la 

alimentación, la generación de empleo e ingreso, 

autoempleo y capacitación;  de seguridad social y 

programas asistenciales; de desarrollo regional; de 

fomento del sector social de la economía; y de 

infraestructura social básica. El artículo 17 establece 

que son los municipios los principales ejecutores de los 

programas, recursos y acciones federales de desarrollo 

social. 

Los numerales 18 y 21 disponen la preponderancia de 

los programas, fondos y recursos destinados al 

desarrollo social, particularizando en su fracción XIX 

los programas y obras de infraestructura para agua 

potable, drenaje, electrificación, caminos y otras vías 

de comunicación, saneamiento ambiental y 

equipamiento urbano. Así mismo, se advierte que la 

distribución de los fondos de aportaciones federales y 
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de los ramos generales relativos a los programas 

sociales de educación, salud, alimentación e 

infraestructura social se hará con criterios de equidad 

y transparencia.  

El artículo 26 dispone que el gobierno federal elabore y 

publique, en el Diario Oficial de la Federación, las 

reglas de operación de los programas de desarrollo 

social incluidos en el Presupuesto de Egresos de la 

Federación, así como la metodología, normatividad, 

calendarización y las asignaciones que correspondan a 

cada una de las entidades federativas. De la misma 

forma, los gobiernos de las entidades publicarán en sus 

respectivos órganos de difusión oficiales, la 

distribución de los recursos federales hacia los 

municipios.  

Destacan para esta investigación los artículos 29 al 32, 

dentro del Cap²tulo IV òDe las Zonas de Atenci·n 

Prioritariasó del T²tulo III òDe la Pol²tica Nacional de 

Desarrollo Socialó. En el primero de ellos se 

determinan como zonas de atención prioritaria, las 

áreas o regiones -rurales o urbanas- cuya población 

registre índices de pobreza y marginación que 

manifiesten la existencia de marcadas insuficiencias y 

rezagos en el ejercicio de los derechos para el 

desarrollo social establecidos en la legislación. La 

designación de estas zonas se orienta por los criterios 

que para el efecto define el Coneval, tomando como 

referente los resultad os de los estudios de medición de 
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la pobreza que emite este mismo Consejo. Más 

adelante queda asentado que la Declaratoria de Zonas 

de Atención Prioritaria que realice la Cámara de 

Diputados al aprobar el PEF, deberá publicarse en el 

Diario Oficial de la F ederación y tendrá, como uno de 

sus efectos, el desarrollo de obras de infraestructura 

social necesarias para asegurar el disfrute y ejercicio 

de los derechos para el desarrollo social132. 

El Cap²tulo VI òDe la Definici·n y Medici·n de la 

Pobrezaó de ese mismo Título contiene dos artículos de 

especial importancia para este trabajo. El número 36 

enuncia que los lineamientos y criterios que establezca 

el Coneval para la definición, identificación y medición 

de la pobreza son de aplicación obligatoria; igualment e, 

se deberá utilizar la información que genere el 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) 

para la definición de indicadores como el ingreso 

corriente per cápita; el rezago educativo promedio en 

el hogar; el acceso a los servicios de salud; el acceso a 

la seguridad social; la calidad y espacios de la 

vivienda; el acceso a los servicios básicos en la 

vivienda; el acceso a la alimentación; el grado de 

cohesión social; y el grado de accesibilidad a carretera 

pavimentada133.  El siguiente numeral reg lamenta que 

los estudios del Coneval tendrán una periodicidad 

                                                 
132 Artículo 31 de la Ley General de Desarrollo Social. 
133 Reforma por la que se adiciona la fracción IX del artículo 36 de la 
Ley General de Desarrollo Social, publicada el 7 de noviembre de 
2013. 
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mínima de cada dos años respecto a las entidades 

federativas, y con información desagregada a nivel 

municipal cada cinco años.  

Más adelante, en el artículo 45, se atribuye entre otras 

competencias y responsabilidades de los ayuntamientos, 

la de ejercer los fondos y recursos federales 

descentralizados en materia de desarrollo social, así 

como informar a la SHCP -a través de los gobiernos 

estatales- sobre el avance y resultados de esas 

acciones; establecer mecanismos para incluir la 

participación social organizada en los programas y 

acciones de desarrollo social; e informar a la 

comunidad al respecto.  

En los artículos 69 a 71 se reconoce a la Contraloría 

Social como el mecanismo que permite a los 

beneficiarios verificar el cumplimiento de las metas y 

la correcta aplicación de los recursos públicos 

asignados a los programas de desarrollo social; para 

ello, el gobierno debe facilitar el acceso a la 

información necesaria para el cumplimiento de sus 

funciones tales como la vigilancia y la instrumentación 

de dichos programas, o presentar ante la autoridad 

competente las quejas y denuncias que puedan dar 

lugar al fincamiento de responsabilidades.  

El Título Quinto establece que será el Coneval quien 

esté a cargo de la evaluación de la Política de 

Desarrollo Social, teniendo como finalidad revisar 
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periódicamente el cumplimiento del propósito social 

de los programas, así como sus metas y acciones para 

corregirlos, modificarlos, reorientarlos o suspenderlos 

tota l o parcialmente. Para poder efectuar la 

evaluación, los programas sociales incluirán 

indicadores de resultados, gestión y servicios que 

permitan medir su cobertura, calidad e impacto.  

Por último y no por ello menos importante, sino 

referente fundamental p ara este documento, es la 

definición que se hace del Coneval en el artículo 81, al 

precisarse como un organismo público con autonomía 

técnica y de gestión que tiene por objeto normar y 

coordinar la evaluación de las Políticas y Programas de 

Desarrollo Social y establecer los lineamientos y 

criterios para la definición, identificación y medición 

de la pobreza con el debido rigor técnico, objetividad y 

con garantía de transparencia. En párrafos posteriores 

se presentan ordenamientos de tipo local que permitan  

ilustrar diversas consideraciones tanto del ámbito de 

las entidades federativas, como de los municipios134.  

 

 

 

                                                 
134  Para este trabajo, se ha tomado como referente legislación 
aplicable al estado de Veracruz. 
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Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio 

de la Llave 

En lo que a ordenamientos estatales se refiere, la 

Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio 

de la Llave refiere en su artículo 33, fracción XXIX135, 

que es una de las atribuciones del Congreso local, con 

el apoyo del Órgano de Fiscalización Superior del 

Estado (Orfis), la revisión de las Cuentas públicas del 

gobierno del estado y de los ayuntamientos.  

La misma Constitución, en el artículo 67, fracción III 136 

de su Capítulo V referente a los Organismos Autónomos 

del Estado, establece que el Orfis efectuará la revisión 

de las Cuentas Públicas de los entes fiscalizables, entre 

ellos los ayuntamientos, por el ejercicio presupuestal 

de los ingresos, egresos y deuda pública, así como por 

la administración, manejo, custodia y aplicación de los 

recursos financieros y bienes públicos, y la ejecución 

de obra pública que realizaron. El Congreso del Estado 

puede ordenar al Órgano de Fiscalización Superior que 

requiera información y vigile la realización de obras y 

acciones durante el ejercicio fiscal en curso y le 

informe debidamente sobre los resultados obtenidos, 

respecto de la aplicación de recursos públicos por 

parte de la autoridad municipal. En su caso, el Orfis 

determina los daños y perjuicios que afecten a las 

haciendas públicas de los ayuntamientos y f inca 

                                                 
135 Reforma publicada en la Gaceta Oficial el 7 de octubre de 2010. 
136 Reforma publicada en la Gaceta Oficial el 24 de junio de 2009. 
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directamente, a los responsables, las indemnizaciones 

y sanciones pecuniarias correspondientes. Finalmente, 

este mismo artículo manda a los ayuntamientos 

facilitar las diligencias que requiera el Orfis para el 

ejercicio de sus funciones.  

El artículo 7 5 especifica que el gobernador del estado 

tiene la consigna de organizar un sistema de 

planeación democrática para el desarrollo integral de 

la entidad.  

Por otra parte, el artículo 76 de esta Constitución local, 

relativo a las responsabilidades de los servidores 

públicos, determina que los presidentes municipales y 

los síndicos pueden ser sujetos de juicio político por los 

actos u omisiones que conforme a la ley afecten a los 

intereses públicos fundamentales y a su correcto 

despacho, aplicándose sanciones administrativas como 

suspensión, destitución e inhabilitación, así como de 

carácter pecuniario en los términos que establezca la 

ley, cuando aquéllos incurran en actos u omisiones 

contrarios a la legalidad, honradez, lealtad, 

imparcialidad y eficiencia que deben caracterizar al 

desempeño de sus cargos. Este artículo reitera también 

lo señalado por el 134 de la CPEUM respecto a la 

obligación de los servidores públicos de aplicar con 

imparcialidad los recursos públicos que están bajo se 

responsabilidad, sin soslayar la equidad de la 

competencia entre partidos políticos.  
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Es menester mencionar que una significativa parte del 

T²tulo Tercero òDel municipioó de esta misma 

Constitución ha sido referido párrafos atrás en el tema 

de los municipios del estado de Veracruz. 

 

Ley de Coordinación Fiscal para el Estado y los 

Municipios de Veracruz de Ignacio de la Llave 

En su primer artículo, esta ley establece las reglas para 

la distribución de los ingresos federales que son 

transferidos a los municipios. En el quinto numera l, se 

manda que la Legislatura vigile el estricto 

cumplimiento de los ordenamientos de coordinación 

fiscal sobre la aplicación de las aportaciones federales, 

por parte de los ayuntamientos. El artículo 6 dispone 

que es responsabilidad de la Legislatura local -con la 

asesoría y el apoyo de la Secretaría de Finanzas y 

Planeación del Gobierno del Estado de Veracruz- la 

actualización de los cálculos para el desarrollo de las 

fórmulas para la distribución de las transferencias 

federales hacia los municipios. Par a eso, se utilizará la 

información estadística más reciente publicada por el 

INEGI, así como los demás datos sobre recaudación de 

ingresos federales, estatales y municipales.  

El Capítulo III de esta ley de coordinación fiscal versa 

sobre las aportaciones federales. Con significativas 

adiciones en 2008, el artículo 19 precisa que las 

aportaciones que la Federación transfiera a los 
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municipios estarán a lo dispuesto en la Ley de 

Coordinación Fiscal, en la legislación estatal 

correspondiente y conforme a las no rmas que para tal 

efecto emita la Legislatura local, condicionando su 

gasto a la consecución y cumplimiento de los objetivos 

que para cada tipo de aportación se haya establecido. 

El mismo numeral ordena que las aportaciones 

federales sean cubiertas a los municipios en efectivo, 

sin condicionamiento alguno y que, en lo general, son 

inembargables y no pueden estar sujetas a retención.  

Por su parte, el artículo 20 determina que el FISMDF 

sea ejercido por cada municipio en los términos que 

definan los ayuntamie ntos, previo acuerdo con el 

Consejo de Desarrollo Municipal (CDM). El artículo 21 

de esta ley advierte que los municipios tienen la 

obligación de hacer del conocimiento de sus habitantes 

los montos que reciban, así como las acciones y obras a 

realizar, y s u costo, ubicación, metas y beneficiarios; 

promover la participación de las comunidades 

favorecidas en su destino, aplicación y vigilancia, así 

como en la programación, ejecución, control, 

seguimiento y evaluación de las obras y acciones a 

realizar; e info rmar a sus habitantes, al término de 

cada ejercicio, sobre los resultados que se hayan 

alcanzado. 

Referente a los Consejos de Desarrollo Municipal, el 

artículo 22 refiere que tienen como atribuciones: 

establecer los objetivos, programas y acciones del 
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FISMDF; promover e impulsar la organización social y la 

participación ciudadana en la planeación y desarrollo 

de los programas del Fondo; seleccionar las obras y 

acciones a realizar con cargo a estos recursos, de 

acuerdo a las propuestas que hagan los Comités 

Comunitarios (CC); participar en el seguimiento, 

control y evaluación de los recursos del FISMDF; 

promover e impulsar el establecimiento y desarrollo de 

las contralorías sociales; favorecer la planeación del 

desarrollo municipal; apoyar los programas d e 

desarrollo institucional tendentes a mejorar las 

capacidades técnicas de las administraciones 

municipales y Comités Comunitarios; ordenar y 

sistematizar las demandas sociales expuestas al 

interior de los CC; y establecer comisiones de trabajo 

para dar seguimiento a las acciones definidas por los 

diferentes Comités Comunitarios.  

La organización y funcionamiento de los Consejos de 

Desarrollo Municipal serán establecidos en el propio 

Reglamento que para el caso emita la Legislatura de 

cada entidad federativa . 

 

Ley Orgánica del Municipio Libre  

En cuanto a los ordenamientos municipales, la Ley 

Orgánica del Municipio Libre, en su artículo 35, 

determina como atribuciones de los ayuntamientos, 

entre otras: administrar en forma directa y libre los 
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recursos que integren la hacienda municipal; elaborar, 

aprobar, publicar y ejecutar el Plan Municipal de 

Desarrollo; aprobar los presupuestos de egresos según 

los ingresos disponibles, de acuerdo a las leyes 

expedidas por el Congreso del Estado; establecer sus 

propios órganos de control interno autónomos, los 

cuales llevarán a cabo funciones de control y 

evaluación; y presentar al Congreso del Estado, para su 

revisión, la Cuenta Pública anual.  

Respecto a las autoridades municipales, el artículo 70 

dispone como facultad del Secretario, autorizar las 

actas y documentos emanados del Ayuntamiento. 

El artículo 72 estipula que el Tesorero Municipal tendrá 

como facultades y obligaciones el hecho de recaudar, 

administrar, concentrar, custodiar y vigilar los fondos 

municipales; prepa rar y presentar ante el Cabildo -para 

su glosa preventiva- los estados financieros del mes 

inmediato anterior, mismos que deberán remitirse 

posteriormente al Congreso del Estado, así como en su 

momento la Cuenta Pública anual, conforme a las 

disposiciones legales vigentes. 

En cuanto a la Dirección de Obras Públicas, el artículo 

73 especifica como algunas atribuciones de su titular, 

la elaboración y propuesta ante el Ayuntamiento de los 

proyectos y presupuestos de las obras a ejecutarse 

conforme al Plan Municipal de Desarrollo; la 

observancia y cumplimiento de las leyes, reglamentos y 

demás disposiciones correspondientes a la obra pública 
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municipal; y la elaboración de expedientes y 

documentación comprobatoria de cada obra o acción, 

según sea el origen del recurso. 

En el artículo 104 se dispone que la hacienda municipal 

se integra por los bienes de dominio público municipal 

y por los que le pertenezcan, incluyéndose todos los 

ingresos fiscales que el Congreso del Estado establezca 

a su favor, en términos de la s disposiciones legales 

aplicables 137 . Como responsables directos de la 

administración de los recursos públicos municipales se 

consigna al presidente, al síndico, al regidor de la 

Comisión de Hacienda y Patrimonio Municipal, al 

tesorero y al contralor de cad a municipio 138.  

Los numerales 106 y 107 establecen que, oyendo a los 

agentes y subagentes municipales, así como a los jefes 

de manzana, se elaborará un proyecto de presupuesto 

de egresos en el que se indiquen las necesidades a 

satisfacer para el año siguient e y su costo, señalando 

las prioridades de la comunidad. El artículo 108 

requiere a los ayuntamientos publicar su Presupuesto 

de Egresos, una vez que haya sido aprobado en forma 

definitiva; dicho presupuesto debe especificar cada 

una de las partidas de egresos que lo conforman. 

                                                 
137 Al no ser nombradas de manera específica, es en este rubro donde 
se consideran las aportaciones federales. 
138 Este último funcionario se incluye como responsable a partir de la 
reforma al segundo párrafo del artículo 104 de la Ley Orgánica del 
Municipio Libre, aprobada el 9 de enero de 2014 por la Legislatura 
del estado de Veracruz. 
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El artículo 115 versa sobre los derechos y obligaciones 

de los servidores públicos municipales, mandándoles 

responsabilizarse de la posesión, vigilancia y 

conservación de los bienes municipales que 

administren y de la correcta aplica ción de los recursos, 

absteniéndose de hacer pago alguno que no esté 

previsto en el presupuesto autorizado; igualmente, se 

les exige caucionar debidamente el manejo de todos 

los valores y fondos que manejen, y salvaguardar la 

legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia 

que deben ser observadas en virtud de su cargo. 

En los artículos 191 y 192 se establece que el Consejo 

de Planeación para el Desarrollo Municipal es un 

órgano de participación ciudadana y consulta que 

auxilia al Ayuntamiento prop oniendo acciones 

pertinentes para la formulación, aplicación, control y 

evaluación del Plan Municipal de Desarrollo; así como 

consolidando un proceso permanente y participativo de 

planeación, enfocado a la resolución de los problemas 

comunitarios.  

En artículos siguientes se estipula, para los 

ayuntamientos, que elaboren en forma democrática y 

participativa sus planes de desarrollo municipal, los 

cuales se publicarán en la Gaceta Oficial del estado. El 

Plan de Desarrollo Municipal tendr§ como objetivos: òé 

atender las demandas prioritarias de la población; 

propiciar el desarrollo del municipio con base en una 

perspectiva regional; asegurar la participación de la 
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ciudadanía en las acciones del gobierno municipal; 

vincular el Plan de Desarrollo Municipal con lo s Planes 

de Desarrollo Federal y Estatal; y aplicar de manera 

racional los recursos financieros para el cumplimiento 

del Plan y sus programas de desarrolloéó139. 

Los últimos artículos de este ordenamiento abordan el 

tema de la contraloría social. El numeral 202 insta a 

los ayuntamientos para que promuevan la constitución 

de Comités de Contraloría Social, que serán los 

responsables de supervisar la obra pública municipal. 

Dichos comités se integran -de manera honorífica - por 

vecinos de la localidad en la que s e construya la obra y 

no podrán ser integrantes los dirigentes políticos o 

servidores públicos. 

 

Ley de Planeación del Estado de Veracruz-Llave 

La Ley de Planeación del Estado de Veracruz-Llave 

establece, en sus primeros artículos, que la planeación 

tiene por objeto desarrollar integralmente a la 

entidad; que a través de ésta, se fijarán objetivos, 

estrategias, acciones, metas, prioridades y progr amas 

de ejecución, y se concertarán, inducirán y 

coordinarán acciones y se evaluarán resultados. En el 

artículo 4 se decreta que el Ejecutivo del estado y los 

ayuntamientos son los responsables de conducir la 

                                                 
139 Artículo 195 de la Ley Orgánica del Municipio Libre. 
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planeación del desarrollo con la participación 

democrática cuyas actividades permitan recoger, 

sintetizar y traducir las demandas sociales en 

decisiones y acciones de gobierno. En el artículo 9 se 

determina que a las administraciones públicas 

municipales les compete asegurar la congruencia entre 

su propio Plan Municipal y los Planes Estatal y Nacional 

de Desarrollo, así como verificar periódicamente la 

relación que guardan las acciones de gobierno con los 

objetivos y prioridades de su programa, y los 

resultados de su ejecución.  

Finalmente, en cuanto a e sta ley de competencia local, 

el artículo 35 incluye que la revisión y análisis que haga 

de las cuentas públicas municipales la Legislatura local, 

deberá también dirigirse a la congruencia entre las 

acciones tomadas y los resultados obtenidos en la 

ejecuci ón del Plan Municipal y sus programas. 

 

Código Hacendario Municipal para el Estado de 

Veracruz-Llave 

El Código Hacendario Municipal para el Estado de 

Veracruz-Llave establece, en su primer artículo, que 

rige para el orden municipal del estado y que tiene p or 

objeto la reglamentación sobre la planeación, 

programación y presupuestación del gasto público; y la 

administración financiera de la Hacienda Municipal y 
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de los recursos humanos, financieros y materiales del 

municipio.  

Este ordenamiento refiere que la H acienda Pública 

Municipal se conforma por los bienes del dominio 

público municipal y todos los demás ingresos fiscales 

que el Congreso local establezca a su favor, en 

términos de las d isposiciones legales aplicables 140 .  

Como se argument· en la secci·n òLos municipios del 

estado de Veracruzó, en el art²culo 18 de este c·digo 

hacendario se enumeran los elementos que integran la 

hacienda pública municipal del estado de Veracruz, 

subrayándose para este caso, la fracción III relativa a 

las transferencias de recursos por concepto de 

participaciones y aportaciones federales.  

òEn la construcci·n del nuevo federalismo es 

imperativo llevar a cabo una profunda redistribución 

de autoridad, responsabilidades y recursos del gobierno 

federal hacia los órdenes estatal y munic ipal de 

gobiernoó141.  Cada cabecera municipal o localidad que 

conforman los municipios mexicanos es en realidad la 

comunidad en donde se realizan las labores más 

importantes de la vida social, por lo que la distribución 

espacial de los recursos, el poder y l a democracia, 

resultan preponderantes como expresión fundamental 

del federalismo.  

                                                 
140 Artículo 3 del Código Hacendario Municipal.  
141 Eduardo López, Derecho municipal mexicano  (México: Porrúa y 
Universidad Anáhuac, 2007) 249. 



 

Ana María Cuevas Padilla 
 

 

 

 

132 

 

Reglamento Interno del Consejo de Desarrollo 

Municipal de Xalapa, Veracruz 142  

El primer artículo de este reglamento describe como su 

objetivo el de regular la integración, la  organización y 

el funcionamiento del Consejo de Desarrollo Municipal 

(CDM) de la capital del estado de Veracruz, en el 

marco de la política de apoyo a los sectores de la 

población en condiciones de rezago social y de pobreza 

extrema en las áreas urbana y rural de este municipio. 

El artículo 4 precisa la fundamentación legal para la 

integración del Consejo, mientras que en el 5 se 

determina que òEl CDM se constituye en el ·rgano de 

planeación del municipio para la programación, 

ejecución, control, evaluació n y manejo de los 

recursos y acciones del Fondo para la Infraestructura 

Social Municipal, así como el espacio de interlocución y 

gestión de las comunidades para el desarrollo integral 

y regionaló 143 .  

El numeral 6 establece como propósitos generales del 

CDM, apoyar a los grupos sociales más necesitados 

mediante las propuestas de inversión en obras, 

proyectos y acciones que se realicen con los recursos 

                                                 
142 Se presenta como ejemplo de lo que puede establecer un Consejo 
de Desarrollo Municipal en su reglamentación propia.  
143 H. Ayuntamiento Constitucional de Xalapa -Enríquez, Veracruz, 
Reglamento Interno del Consejo de  Desarrollo Municipal de  Xalapa, 
Ver. (Xalapa: 2001). 
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del FISMDF; impulsar la participación social amplia,  

plural y democrática de las comunidades, barrios, 

ejidos y colonias para el ejercicio y vigilancia de los 

recursos del Fondo; y apoyar el proceso de 

descentralización de programas, acciones y recursos 

para el desarrollo integral de las comunidades. El 

séptimo artículo cita los integrantes del Consejo de 

Desarrollo Municipal: el Presidente Municipal, quien 

actúa como Presidente del Consejo; el Síndico y los 

Regidores del Ayuntamiento; los representantes 

sociales comunitarios elegidos democráticamente en 

asambleas generales de barrios, colonias, ejidos y 

comunidades rurales del municipio; un Vocal de 

Control y Vigilancia electo de entre dichos 

representantes sociales comunitarios (que por ningún 

motivo podrá ser un funcionario público 144); un Equipo 

Asesor conformado, entre otros, por el Secretario del 

Ayuntamiento -quien fungirá como Secretario Técnico 

del Consejo-, el Tesorero Municipal y el Secretario de 

Desarrollo Urbano145 . El artículo 13 constituye a la 

Asamblea General como el máximo órgano de decisión 

del Consejo, con un carácter plural, democrático y 

representativo, y con la libre participación de todos 

sus integrantes bajo la premisa de pleno respeto y 

colaboración.  

                                                 
144 Artículo 23 del Reglamento Interno del Consejo de Desarrollo 
Municipal de Xalapa, Veracruz. 
145 En diversos casos, esta figura corresponde al Director de Obras 
Públicas municipal.  
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Finalmente se presentan algunas de las funciones de la 

Asamblea General del Consejo de Desarrollo Municipal, 

detalladas en el artículo 25 de este reglamento local: 

integrar las Comisiones necesarias para una adecuada 

división del trabajo que facilite el desempeño de sus 

funciones; elaborar el programa de trabajo de las 

acciones que llevarán a cabo durante el ejercicio; 

estructurar un programa de reuniones con los Comités 

Comunitarios sobre el funcionamiento del FISMDF; 

impulsar la participación social comunitaria respecto a 

todas las acciones relativas al Fondo; promover el 

autodiagnóstico comunitario y participar en la 

elaboración y actualización del Plan de Desarrollo 

Municipal; recibir las propuestas de obras y acciones de 

las comunidades y organizaciones sociales, analizarlas 

y priorizarlas; formular la propuesta de inversión 

municipal procur ando optimizar los recursos del 

FISMDF; revisar y validar los expedientes técnicos de 

las obras y/o acciones que integran la propuesta de 

inversión municipal, y en su caso aprobarlas e 

integrarlas al programa correspondiente, de acuerdo a 

lo establecido pa ra el ejercicio del Fondo; promover y 

apoyar la creación y organización de los Comités 

Comunitarios en los lugares donde se vayan a ejecutar 

obras o proyectos con recursos del FISMDF; impulsar la 

participación directa de las comunidades mediante la 

aportación de mano de obra o materiales de la región; 

vigilar y controlar, con la participación de los Comités 

Comunitarios, la aplicación y el ejercicio del Fondo; 

informar sistemáticamente a la Legislatura sobre la 
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relación de las obras aprobadas; realizar acti vidades 

permanentes de evaluación y seguimiento de las 

acciones provenientes del Fondo y llevar un control 

sobre los avances físicos y financieros de las obras y 

proyectos en ejecución; participar en la firma del acta 

de entrega-recepción de las obras efectuadas con 

recursos del FISMDF; e impulsar acciones relacionadas 

con el desarrollo social del municipio.  

 

3.2.2. Criterios, propósito y vigilancia del FISMDF  

Si bien en la sección anterior se ha procurado 

profundizar en el marco legal sobre el que se 

fundamenta el FISMDF, a continuación se enuncian 

detalles propios de este fondo, derivados 

principalmente de los artículos 33 al 35 de la LCF. 

Acaso se privilegian ciertas reiteraciones con la 

intención de evitar posibles omisiones.  

El Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social 

(FAIS) es uno de los ocho fondos que componen el 

Ramo 33 y se divide en dos vertientes: la de las 

entidades federativas (FISE) y la municipal y de las 

demarcaciones territoriales del Distrito Federal 

(FISMDF). 

El FISMDF son recursos que los municipios han estado 

percibiendo, por parte de la Federación, con la 

finalidad de mejorar las condiciones de vida de la 
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población en condiciones de rezago social y pobreza 

extrema, siendo de aplicación exclusiva para obras y 

acciones de infraestruc tura social básica prioritarias 146.  

Sobre todo en los municipios rurales y semiurbanos, 

este Fondo constituye una de las fuentes de 

financiamiento más importantes para la dotación de 

infraestructura básica; inclusive en algunos municipios 

con altos índices de pobreza, el FISMDF ha sido 

prácticamente la única fuente de recursos para 

aquellas obras o acciones. 

Hasta el año 2013, Sedesol distribuyó los recursos del 

FISMDF entre los 31 estados del país con base en una 

fórmula que representaba el Índice  Global de Pobreza 

de un hogar (IGP), compuesto de brechas sobre normas 

de pobreza extrema de cinco necesidades básicas, 

respecto de la norma establecida para cada una de 

esas necesidades; un ponderador asociado a dichas 

necesidades básicas; así como cada hogar en estudio. 

Las necesidades básicas consideradas -en orden de 

mayor a menor ponderación- son: ingreso per cápita 

del hogar, disponibilidad de espacio de la vivienda, 

nivel educativo promedio por hogar, disponibilidad de 

electricidad -combustible para cocinar y disponibilidad 

de drenaje. De los resultados obtenidos, únicamente se 

tomaban en cuenta los hogares cuyo valor reflejara una 

situación de pobreza extrema; a ello se incorporaba un 

factor poblacional para obtener así la Masa Carencial 

                                                 
146 Artículo 33 de la Ley de Coordinación Fiscal. 
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del Hogar (MCH). Al sumar el valor de la MCH para 

todos los hogares en pobreza extrema de un estado, se 

obtenía la Masa Carencial Estatal (MCE). Una vez 

determinada la MCE, se hacía una agregación 

semejante de todos los estados para obtener la Masa 

Carencial Nacional (MCN). Finalmente, cada una de las 

masas carenciales estatales era dividida entre la MCN 

para precisar la participación porcentual que del Fondo 

de Aportaciones para la Infraestructura Social le 

corresponde a cada entidad federativa.  

Cuando la disponibilidad de información no permitía la 

aplicación de dicha fórmula, se ofrecía un método 

alterno que ponderaba, con igual peso, cuatro 

variables indicadoras de rezago social: la población 

ocupada del municipio que perciba menos de dos 

salarios mínimos, respecto de la población del estado 

en igual condición; la población municipal de 15 años o 

más que no sepa leer y escribir, respecto de la 

población del estado en situación similar; la población 

municipal que habite en viviendas particulares sin 

disponibilidad de drenaje conectado a fosa séptica o a 

la calle, respecto de la población estatal en esas 

circunstancias; y la población municipal que habite en 

viviendas particulares sin disponibilidad de electricidad, 

entre la población del estado en condiciones similares . 
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A partir de 2014, con la entrada en vigor de las últimas 

reformas a la Ley de Coordinación Fiscal 147 ,  se 

establece que los recursos de este fondo sean 

destinados exclusivamente al financiamiento de obras, 

acciones sociales básicas y a inversiones que beneficien 

directamente a población en condiciones de pobreza 

extrema, localidades con alto o muy alto nivel de 

rezago social -conforme a lo previsto en la LGDS- y en 

las zonas de atención prioritaria. Los rubros a los que 

puede aplicarse el FISMDF son: agua potable, 

alcantarillado, drenaje y letrinas, urbanización, 

electrificación rural y de colonias pobres, 

infraestructura básica del sector salud y educativo, 

mejoramiento de vivienda, y mantenimiento de 

infraestructura, según los lineamientos que p ara tal 

efecto emita la Sedesol148.  

La fórmula señalada en el artículo 34 de la LCF149 para 

que el Ejecutivo federal a través de la Sedesol  realice 

el reparto de los recursos del FISMDF, incluye 

elementos como los montos entregados a los estados 

en el ejercicio inmediato anterior, así como la 

información más reciente publicada por el Coneval 

sobre la participación de cada entidad en el promed io 

nacional de las carencias de la población en pobreza 

                                                 
147 Publicadas en el Diario Oficial de la Federación el día 9 de 
diciembre de 2013. 
148 Artículo 33 de la Ley de Coordinación Fiscal. 
149 La fórmula, a detalle, puede consultarse en el Anexo 1 de este 
documento. 
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extrema. Dicha participación refiere elementos como 

el número de carencias promedio de la población en 

pobreza extrema en la entidad y la población en 

pobreza extrema de la misma entidad.  

En este mismo sentido, el artículo 35 de la LCF estipula 

que las entidades federativas distribuyan los recursos 

del Fondo entre sus municipios y demarcaciones 

territoriales mediante una fórmula igual a la ya 

referida, enfatizando el carácter redistributivo de 

estas aportaciones hacia sus propias demarcaciones 

con mayor marginación, empleando la información más 

reciente de pobreza extrema a nivel municipal y de las 

demarcaciones territoriales, publicada por el Coneval.  

Las entidades deberán calcular la distribución del 

FISMDF correspondiente a sus municipios y 

demarcaciones territoriales y publicarlas en los 

respectivos órganos oficiales de difusión a más tardar 

el 31 de enero del ejercicio fiscal aplicable; 

igualmente, harán pública la fórmula y su metodología, 

justific ando cada elemento. En caso de que así lo 

requieran las entidades, la Sedesol podrá apoyarles en 

el cálculo de la distribución del Fondo hacia sus 

municipios y demarcaciones territoriales.  

Al final de este mismo artículo 35 se ordena que las 

entidades entr eguen a sus respectivos municipios y 

demarcaciones territoriales, los recursos que les 

corresponden conforme al calendario de enteros, 
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mismo que deberá publicarse a más tardar el día 31 de 

enero de cada ejercicio fiscal, en su respectivo órgano 

de difusión oficial.  

La LCF establece, además, que los ayuntamientos 

deben promover la participación ciudadana en la 

programación, seguimiento y evaluación del Fondo, lo 

que puede traducirse en una importante estrategia 

participativa de la población.  

Otras disposiciones importantes sobre el FISMDF 

refieren que los municipios deberán hacer del 

conocimiento de sus habitantes, los montos que 

reciban, así como las obras y acciones a realizar 

incluyendo costos, ubicación, metas y beneficiarios; 

promover la participación de  las comunidades 

beneficiarias en la programación, ejecución, control, 

seguimiento, vigilancia y evaluación de esas obras y 

acciones;  informar a la población, al término de cada 

ejercicio, sobre los resultados logrados; proporcionar -

por conducto de los estados- los datos que sobre la 

utilización del Fondo de Aportaciones para la 

Infraestructura Social sean requeridos por la Sedesol; y 

procurar que las obras que se realicen con estos 

recursos impulsen el desarrollo sustentable y sean 

compatibles con la preservación y protección del 

medio ambiente 150.  

                                                 
150 Artículo 33 de la Ley de Coordinación Fiscal. 
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Según lo establece el artículo 32 de la LCF, el monto 

del FISMDF se determina anualmente en el PEF de cada 

ejercicio, con un importe equivalente al 2.5294% de la 

Recaudación Federal Participable 151 .  Respecto a los 

enteros de estos recursos, el mismo artículo dicta que 

se efectúen mensualmente por partes iguales, de 

manera ágil y directa, en los primeros diez meses del 

año a las entidades federativas por conducto de la 

Federación, y a los municipios y demarcaciones 

territoriales a través de las propias entidades. Como se 

mencionó en la sección referente al marco legal, 

también la LCF para el Estado y los Municipios de 

Veracruz de Ignacio de la Llave determina, en su 

artículo 19, que estas ministraciones de la Federaci ón 

hacia los municipios sean cubiertas en efectivo y sin 

condicionamiento alguno, supeditando su gasto a la 

consecución y cumplimiento de los objetivos que en 

materia de infraestructura social se hayan establecido.  

Otros preceptos sobre las transferencias federales 

ordenan que los municipios y las demarcaciones 

territoriales, a través de los gobiernos de las entidades 

federativas, envíen al Ejecutivo Federal sus informes 

trimestrales sobre la aplicación de los recursos del 

Fondo, de acuerdo con el artículo 107, fracción I, de la 

Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria. Así mismo, las autoridades locales deben 

                                                 
151 Del monto resultante, el 0.3066% corresponde al Fondo para la 
Infraestructura Social de las Entidades (FISE) y el 2.2228% al 
FISMDF. 



 

Ana María Cuevas Padilla 
 

 

 

 

142 

publicar su información sobre el ejercicio del FISMDF 

mediante las respectivas páginas electrónicas o de 

otros medios locales de difusión152. 

Asunto por demás importante para esta investigación 

son los criterios de reparto de los recursos del Fondo 

que las autoridades deben hacer hacia las localidades 

que componen cada municipio. Tomando como 

referente el estado de Veracruz, aun cuando 

únicamente se establece que tales montos sean 

ejercidos en los términos que definan los 

ayuntamientos, previo acuerdo con el Consejo de 

Desarrollo Municipal153, la LCF es clara al determinar 

que los recursos deben beneficiar directamente a 

sectores de la población en pobreza extrema, 

localidades con alto o muy alto nivel de rezago social y 

en las zonas de atención prioritaria 154. En este tenor, el 

CDM y los Comités Comunitarios tienen importantes 

funciones, las cuales fueron descritas cuando se aludió 

al Reglamento Interno del Consejo de Desarrollo 

Municipal de la capital del estado de Veracruz; de 

hecho, sostiene el Órgano de Fiscalización Superior del 

Estado de Veracruz que la representación de la 

comunidad beneficiada por las acciones llevadas a cabo 

a través del  FISMDF, aunque no es la responsable 

ejecutora de las obras ni maneja recursos, es quien 

                                                 
152 Artículo 48 de la Ley de Coordinación Fiscal. 
153 Artículo 20 de la Ley de Coordinación Fiscal para el Estado y los 
Munici pios de Veracruz de Ignacio de la Llave. 
154 Artículo 33 de la Ley de Coordinación Fiscal. 
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efectiv amente debe encabezar las tareas de auditoría 

social155.  

Por otro lado, con el propósito de fortalecer la 

fiscalización sobre el ejercicio de las transferencias 

federales, la Ley de Fiscalización y Rendición de 

Cuentas de la Federación contempla, en su artículo 37, 

que la Auditoría Superior de la Federación suscriba con 

cada una de las entidades de fiscalización superior de 

las legislaturas locales (EFSL), un convenio de 

coordinación entre ellas. El marco jurídico para la 

fiscalización a este nivel lo dispone fundamentalmente 

la Constitución Política de cada estado156; sin embargo, 

la LCF señala que el control, la evaluación y la 

fiscalización del manejo de las transferencias federales 

queda al cargo de diferentes autoridades, según la 

etapa en que se encuentren: en el inicio del proceso 

de presupuestación federal y hasta l a entrega de los 

recursos correspondientes a las entidades federativas, 

corresponderá a la Secretaría de la Función Pública; 

una vez recibidos los recursos del Fondo por los estados 

y los municipios, y hasta su erogación total, 

corresponderá a las autoridades de control interno de 

los gobiernos locales. La fiscalización de las cuentas 

públicas de los estados y municipios será efectuada por 

el Poder Legislativo local a fin de comprobar que los 

                                                 
155 Órgano de Fiscalización Superior del Estado de Veracruz, Manual 
de Fiscalización (Xalapa: 2010). 
156 Instituto Nacional para el Federalismo y el Desarrollo Municipal, 
Manual de transferencias federales para municipios  (México: 2011). 
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recursos se han ejercido para los fines previstos por la 

ley.  

En el caso de que las autoridades locales, al ejercer 

sus atribuciones de control y supervisión, constaten 

que los recursos del Fondo no hubiesen sido destinados 

a los propósitos señalados en la ley, tendrán la 

obligación de comunicarlo de manera inmediata a la 

Secretaría de la Función Pública. En forma análoga, 

cuando el Poder Legislativo local encuentre que dichos 

recursos no se han aplicado de acuerdo a los fines 

estipulados, deberá hacerlo saber inmediatamente a la 

ASF de la Cámara de Diputados del Congreso de la 

Unión. Finalmente, en la misma Ley de Coordinación 

Fiscal se establece que las responsabilidades 

administrativas, civiles y penales en que incurran los 

servidores públicos federales o locales por el manejo o 

aplicación indebidos del Fondo, serán de terminadas y 

sancionadas conforme a las etapas del entero de los 

recursos, de acuerdo con las propias legislaciones de 

las autoridades correspondientes157.  

El propósito de vigilar la asignación del FISMDF es 

asegurar que los recursos estén siendo ejercidos en las 

comunidades que efectivamente se encuentran en 

condiciones de pobreza extrema con alto o muy alto 

nivel de rezago social y en las zonas de atención 

prioritaria, tal como lo ha dispuesto la ley. Las 

                                                 
157 Artículo 49 de la Ley de Coordinación Fiscal. 
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acciones a seguir en la vigilancia de l a asignación del 

Fondo incluyen158:  

1. Conocer el presupuesto que el estado ha asignado a 

cada municipio.  

2. Asegurar que el estado haya publicado 

oportunamente la información de lo que corresponde 

del Fondo a cada uno de sus municipios. 

3. Verificar que los ayuntamiento s también hicieron lo 

propio, informando a la población sobre los recursos 

asignados al municipio. 

4. Dar seguimiento a la convocatoria por la que el 

Ayuntamiento invita a los ciudadanos de las diversas 

localidades (comunidades, colonias y barrios) a 

parti cipar en la presentación de propuestas de obra.  

Es pertinente que la supervisión sobre el ejercicio del 

FISMDF se realice de manera continua desde que se 

establece la asignación de recursos por parte de la 

Legislatura local hacia el interior del estado -al iniciar 

el año-, como cuando se conforma el Presupuesto de 

Egresos del municipio, y durante todo el año conforme 

se van canalizando y aplicando los recursos del Fondo. 

                                                 
158 Centro de Investigación para el Desarrollo, ¿Cómo funciona el 
FISMDF del Ramo 33?: Vigilancia ciudadana de la provisión de 
infraestructura básica en  los municipios de México. Serie Guías 
para la vigilancia ciudadana del quehacer gubernamental. México. 
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3.3. Pobreza y rezago social  

òLa pobreza, que es un problema persistente, hoy d²a 

se encuentra relacionado con la inequidad en la 

distribuci·n del ingresoó159 .  Conviene iniciar 

reconsiderando algunos aspectos reseñados párrafos 

atrás cuando se hizo referencia a la Ley General de 

Desarrollo Social (LGDS). En ella se establece que, en 

México, la Política Nacional de Desarrollo Social debe 

garantizar la justicia distributiva para que toda 

persona reciba de forma equitativa los beneficios del 

desarrollo; y que todo individuo o grupo social e n 

situación vulnerable tiene el derecho a ser destinatario 

de acciones y apoyos encaminados a disminuir su 

desventaja, asignándose los recursos presupuestales 

necesarios para lograr dicho propósito. En dicha 

política nacional se prescribe incluir las verti entes de 

superación de la pobreza a través de la educación, la 

salud, la alimentación y la infraestructura social básica, 

entre otras, siendo los municipios los ejecutores 

fundamentales de los programas, recursos y acciones 

federales para el desarrollo soc ial. Se advierte, además, 

que la distribución de los fondos de aportaciones 

                                                 
159 Carmelina Ruiz, ñControversias contempor§neas de las Teor²as del 
Desarrolloò, en Juan Vargas y Daniel Vel§zquez, coord., Temas 
selectos de Economía (México: Universidad Autónoma del Estado de 
Hidalgo, 2011) 102, disponible en: 
http://www.uaeh.edu.mx/investigacion/productos/4835/libro_tema
s_selectos_de_economia.pdf, consultado el 19 de marzo de 2014. 
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relativos a los programas sociales de educación, salud, 

alimentación e infraestructura social debe realizarse 

bajo criterios de equidad.  

Cabe retomar también la noción de las zonas de 

atención prioritaria que identifican a las áreas o 

regiones -rurales o urbanas- cuya población registre 

índices de pobreza y marginación que pongan de 

manifiesto la existencia de marcadas insuficiencias y 

rezagos en el ejercicio de los derechos para el  

desarrollo social. Esto deberá tener, como uno de sus 

efectos, la implementación de obras de infraestructura 

social necesarias para asegurar el disfrute y ejercicio 

de tales derechos. 

 

3.3.1. Definición de la pobreza en México  

La definición, identificació n y medición de la pobreza 

requiere rigor técnico, objetivi dad y garantía de 

transparencia160. Así lo establece la LGDS a la vez que 

define al Coneval como un organismo público 

descentralizado con autonomía técnica y de gestión 161 

que tiene como propósito nor mar y coordinar la 

evaluación de las Políticas y Programas de Desarrollo 

Social en México. Con base en la información generada 

por el INEGI, el Coneval determina los lineamientos y 

                                                 
160 Artículo 81 de la Ley General de Desarrollo Social. 
161 Diario Oficial de la Federación del día 24 de agosto de 2005. 
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criterios para el reconocimiento de la pobreza, los 

cuales son de aplicación obligatoria. Este Consejo 

construye la metodología para la definición y medición 

oficial de la pobreza en México  considerando nueve 

indicadores 162 : ingreso corriente per cápita; rezago 

educativo promedio en el hogar; acceso a los servicios 

de salud; acceso a la seguridad social; calidad y 

espacios de la vivienda; acceso a los servicios básicos 

en la vivienda; acceso a la alimentación; grado de 

cohesión social; y grado de accesibilidad a carretera 

pavimentada.  

En esta medición se reconocen dos enfoques: el del 

bienestar económico, medido a través de satisfactores 

adquiridos con los recursos monetarios de la población 

y representados por las líneas de bienestar; y el 

enfoque de los derechos sociales, medido por los 

indicadores de carencia social. Estos aluden a los 

derechos fundamentales de las personas en materia de 

desarrollo social e incluyen todos los citados 

anteriormente, excepto el ingreso per cápita.  

Respecto a las líneas de bienestar, Coneval las define 

de la siguiente manera 163:  

Línea de bienestar: es el valor monetario de una 

canasta de alimentos, bienes y servicios básico. Se 

                                                 
162 Artículo 36 de la Ley General de Desarrollo Social, reformado el 7 
de noviembre de 2013. 
163 Coneval, ñInforme de pobreza en el estado de Veracruz. 2012ò, 52. 
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define también como la suma de los costos de la 

canasta alimentaria y no alimentaria que permite 

identificar a la población que, aun si hiciera uso de 

todo su ingreso, no dispone de los recursos suficientes 

para adquirir los bienes y servicios que requiere para 

satisfacer sus necesidades.  

Línea de bienestar mínimo: considera el valor 

monetario de una canasta alimentaria básica. Es 

aquélla que equivale al costo de la canasta alim entaria 

y que permite identificar a la población que, aun 

invirtiendo todo su ingreso en la compra de alimentos, 

no puede adquirir lo indispensable para tener una 

adecuada nutrición.  

Al incorporar los enfoques de derechos sociales y de 

bienestar económico se determina entonces la 

población en situación -o no- de pobreza, que Coneval 

ha dife renciado de la siguiente manera 164:  

Pobreza: cuando una persona tiene al menos una 

carencia social y su ingreso es insuficiente para 

adquirir los bienes y servicios que sat isfagan sus 

necesidades alimentarias y no alimentarias.  

Pobreza extrema: cuando una persona tiene tres o más 

carencias y, además, se encuentra por debajo de la 

línea de bienestar mínimo. Quien se encuentra en esta 

                                                 
164 Coneval, ñInforme de pobreza en el estado de Veracruz. 2012ò, 5-
6. 
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situación dispone de un ingreso tan bajo q ue, aun si lo 

invierte por completo en la adquisición de alimentos, 

no puede alcanzar los nutrientes necesarios para tener 

una vida sana. 

Pobreza moderada: es la persona que, siendo pobre, no 

está en situación de pobreza extrema. La incidencia de 

pobreza moderada se obtiene por la diferencia entre la 

población en pobreza menos la población en pobreza 

extrema.  

Vulnerables por carencias sociales: es la población que 

presenta una o más carencias sociales, pero cuyo 

ingreso es mayor al de la línea de bienestar.  

Vulnerables por ingresos: es la población que no 

presenta carencias sociales pero cuyo ingreso es 

inferior o igual al de la línea de bienestar.  

No pobres y no vulnerables: son las personas cuyo 

ingreso es superior al de la línea de bienestar y no 

tiene ca rencias sociales. Para fines ilustrativos, se 

muestra la siguiente figura diseñada por el Coneval 

sobre la medición de la pobreza (Figura 2).  
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Figura 2. Medición de la pobreza 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

FUENTE: Tomado de la página del Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social, Informe de 
pobreza y evaluación en el estado de Veracruz 2012, 
(México: 2013), 53, disponible en: 
http://www.coneval.gob.mx/coordinacion/entidades/Docu
ments/Veracruz/principal/30informe2012.pdf, consultado el 

14 de marzo de 2014. 



 

Ana María Cuevas Padilla 
 

 

 

 

152 

 

Finalmente, pero no menos importante, es el concepto  

de la pobreza multidimensional 165, que se refiere a que 

su metodología de medición utiliza varias dimensiones 

o factores económicos y sociales en su definición. En 

este sentido, se plantea el término de pobreza por 

ingresos que compara los ingresos de las personas con 

el valor monetario de diferentes líneas: alimentaria, de 

capacidades y de patrimonio.  

Pobreza alimentaria: se define como la incapacidad 

para obtener una canasta básica alimentari a, aun si se 

hiciera uso de todo el ingreso disponible en el hogar 

para adquirir exclusivamente los bienes de dicha 

canasta. 

Pobreza de capacidades: es la insuficiencia del ingreso 

disponible para adquirir la canasta básica alimentaria y 

efectuar los gastos necesarios en salud y educación, 

aun dedicando el ingreso total de los hogares sólo en 

estos conceptos. 

Pobreza de patrimonio: se reconoce como la 

insuficiencia del ingreso disponible para adquirir la 

canasta alimentaria, así como realizar los gastos 

necesarios en salud, educación, vestido, vivienda y 

                                                 
165 Consejo Nacional para la Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social, Medición de la pobreza. Glosario , disponible en: 
http://www.coneval.gob.mx/Medicion/Paginas/Glosario.aspx, 
consultado el 14 de marzo de 2014. 
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transporte, aunque la totalidad del ingreso del hogar 

fuera utilizado únicamente para la compra de estos 

bienes y servicios. 

 

3.3.2. Conformación del Índice y Grado de Rezago 

Social 

La multidimensionalidad d e la pobreza implica que 

además de la pobreza por ingresos se incluyan otros 

aspectos relacionados con las condiciones de vida de la 

población166. El artículo 36 de la LGDS establece que la 

definición, identificación y medición de la pobreza 

debe considerar diferentes indicadores concernientes a 

los derechos para el desarrollo social como el ingreso 

corriente per cápita, el rezago educativo promedio en 

el hogar, el acceso a los servicios de salud, el acceso a 

la seguridad social, la calidad y los espacios de la 

vivienda, el acceso a los servicios básicos en la 

vivienda, el acceso a la alimentación, el grado de 

cohesión social, y el grado de accesibilidad a carretera 

pavimentada.  

En 2004, fecha en que esta ley de desarrollo social fue 

promulgada, la información  disponible no contenía 

                                                 
166  El 10 de diciembre de 2009, el Consejo Nacional para la 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social publicó la metodología 
oficial para la medición multidimensional de la pobreza, la cual 
observa las disposiciones contenidas en la LGDS. Se encuentra 
disponible en la dirección electrónica: www.coneval.gob.mx. 
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todos los indicadores con la desagregación geográfica 

pretendida, por lo que el Coneval llevó a cabo la 

construcción de una medida que sintetizara los datos 

requeridos y pudiera utilizarse para el diagnóstico y la 

evaluación de la política nacional de desarrollo social. 

El resultado es el Índice de Rezago Social (IRS) dado a 

conocer por el mismo Coneval cada cinco años. El 

análisis de cada uno de los elementos que conforman 

el IRS permite vislumbrar los diferentes aspectos de las 

desigualdades que persisten en el país, desagregados a 

escala estatal, municipal y por localidades.  

El IRS es una medida ponderada que resume 

indicadores de carencias sociales (educación; salud; y 

servicios básicos, activos y espacios en la vivienda) en 

un solo indicador que tiene como propósito ordenar a 

las unidades de estudio según dichas carencias. La 

integración del IRS tiene como origen la base de datos 

òPrincipales Resultados por Localidad, 2005ó del II 

Conteo de Población y Vivienda (Sistema de Integración 

Territorial -ITER- 2005) y resume, en un indicador 

agregado, las diferentes dimensiones del fenómeno en 

estudio, ordenando las unidades sujetas a observación 

(localidad, municipio, estad o) según sus carencias 

sociales167.  

El Índice de Rezago Social se estandariza de forma tal 

que su media sea cero, y por la  manera cómo ha sido 

                                                 
167 Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 
La pobreza por ingresos en México (México: 2010).  
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construido 168 , permite ser clasificado en cinco 

categorías o estratos en los que, dentro de cada uno de 

ellos, las unidades son lo más homogéneas posible; y 

entre ellos, lo más disti ntos posible.  

Para la construcción del IRS, Coneval considera 

entonces los siguientes indicadores, sujetos a 

ponderación169:  

Å Educativos, cuyas variables son: el porcentaje de la 

población de 15 años y más analfabeta, como 

resultado de dividir la población de 15 años y más 

analfabeta entre la población de 15 años y más; el 

porcentaje de la población de 6 a 14 años que no 

asiste a la escuela, mediante el cociente de la 

población de 6 a 14 años que no asiste a la escuela 

respecto de la población de 6 a 14 años; el 

porcentaje de los hogares con población de 15 a 29 

años con algún habitante con menos de 9 años de 

educación aprobados (esta variable de rezago 

educativo se empleó para los niveles estatal y 

municipal), obtenido al relacionar los hogares con 

población de 15 a 29 años con algún habitante con 

menos de 9 años de educación aprobados respecto de 

                                                 
168 Para mayor detalle respecto a la construcción del Índice y Grado 
de Rezago Social, consúltese el Anexo Técnico Metodológico sobre 
los mapas de pobreza en México formulado por el Coneval en julio de 
2007, vigente a la fecha. 
169  Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social, Los mapas de Pobreza en México. Anexo técnico 
metodológico (México: 2007).  
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los hogares con población de 15 a 29 años; y el 

porcentaje de la población de 15 años o más con 

educación básica incompleta (esta variable se empleó 

como indicador de rezago educativo en los niveles de 

localidad), resultante de dividir la población de 15 

años y más sin escolaridad, más la población de 15 

años y más con educación básica incompleta, entre la 

población de 15 años y más con educación básica 

completa más la población de 15 años y más con 

educación posbásica. 

Å Acceso a servicios de salud, con las siguientes 

variables: porcentaje de la población sin 

derechohabiencia a servicios de salud, como cociente 

de la población sin derechohabiencia a servicios de 

salud respecto de la población total.  

Å Calidad y espacios en la vivienda, cuyas variables son: 

el porcentaje de las viviendas particulares habitadas 

con piso de tierra, como resultado de dividir las 

viviendas particulares habitadas con piso de tierra 

entre las viviendas particulares habitadas; y el 

promedio de ocupantes por cuarto en viviendas 

particulares habitadas.  

Å Servicios básicos en la vivienda, conformado por: el 

porcentaje de las viviendas particulares habitadas 

que no disponen de excusado o sanitario; el 

porcentaje de las viviendas particulares habitadas 

que no disponen de agua entubada de la red pública; 

el porcentaje de las viviendas particulares habitadas 
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que no disponen de drenaje; y el porcentaje de las 

viviendas particulares habitadas que no d isponen de 

energía eléctrica. Todas estas variables, tomando 

como base la totalidad de las viviendas particulares 

habitadas. 

Å Activos en el hogar, integrado por: porcentaje de las 

viviendas particulares habitadas que no disponen de 

lavadora; y porcentaje de las viviendas particulares 

habitadas que no disponen de refrigerador. Lo 

anterior, sobre la base del total de viviendas 

habitadas. 

Una vez agrupados estos indicadores asociados a las 

dimensiones múltiples de la pobreza, se aplica la 

técnica estadística de componentes principales para 

obtener el IRS, índice que tiene la característica de 

poder jerarquizar las entidades federativas, los 

municipios y las localidades de menor a mayor rezago 

social en un determinado momento de estudio 170. Los 

diferentes IRS se agrupan -mediante la técnica de 

estratificación de Dalenius & Hodges- en cinco niveles 

que se convierten en variables cualitativas y que 

pueden identificarse como Grado de Rezago Social 

                                                 
170  Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social, Comunicado de Prensa Núm. 12. Estimaciones del Índice de 
Rezago Social 2010 a nivel municipal y por localidad  (Distrito 
Federal: octubre de 2011), disponible en: 
http://www.coneval.gob.mx/Informes/COMUNICADOS_DE_PREN
SA/COMUNICADO_012_indice_de_rezago_social_2010.pdf, 
consultado el 14 de marzo de 2014. 
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(GRS) muy bajo, bajo, medio, alto y muy alto. Esto 

ofrece una idea más clara sobre las localidades, 

municipios o entidades federativas que muestran 

menores o mayores niveles de carencia social171.  

En atención a la premisa de que un gobierno local 

posee mayor capacidad de atención sobre las 

demandas de una población específica, el FISMDF 

supone una fuente de recursos para atender 

necesidades en materia de infraestructura social básica 

de las diversas localidades de un municipio, mediante 

un proceso de asignación de recursos centrado 

particularmente en el GRS de las mismas. 

  

 

 

 

 

 

  

                                                 
171 Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 
Medición de la pobreza. ¿Qué es el Índice de Rezago Social?, 
disponible en internet; 
http://www.coneval.gob.mx/Medicion/Paginas/Que -es-el-indice-de-
rezago-social.aspx, consultado el 1 de noviembre de 2013. 
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CONCLUSIONES 
CONCLUSIONES 

 

No obstante aseveraciones en cuanto a que las 

localidades con mayor población requieren de más 

recursos para cubrir la demanda de servicios públicos 

crecientes, cierto es que en las comunidades 

marginadas -casi siempre con población escasa- se 

tienen mayores necesidades en materia de 

infraestructura social básica.  

Advirtiendo que la inversión del FISMDF al interior de 

los municipios se ha acumulado en las localidades con 

mayor número de habitantes, como las cabeceras 

municipales, se presume un sesgo en la distribución del 

FISMDF respecto al elemento poblacional. Además, la 

efectividad de estos recursos puede verse afectada 

cuando las prioridades planteadas por las 

administraciones municipales no coinciden con las 

necesidades o carencias de las propias comunidades. 

Las fórmulas para el reparto del FISM habían sido 

determinadas con precisión únicamente hasta el nivel 
















































































